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El presente informe es el resultado de un proceso de investigación, realizado 
de forma coordinada por distintas organizaciones activas en la defensa de los 
derechos de las personas migrantes en México, bajo la coordinación de i(dh)eas. 
Durante 2012, las y los investigadores que han participado en este esfuerzo 
documentaron casos de violaciones de los derechos humanos en localidades 
de nueve estados del país (Tijuana, Baja California; Altar y Agua Prieta, Sonora; 
Ciudad Juárez, Chihuahua; Saltillo y Piedras Negras, Coahuila; Monterrey, Nuevo 
León; Apizaco, Tlaxcala; Ixtepec, Oaxaca; Tapachula, Chiapas; Tenosique, Tabasco), 
a partir de su trabajo diario de atención a la población migrante, o mediante 
investigaciones de campo específicas.

El objetivo de este informe es ofrecer una panorámica sobre las condi-
ciones en las que se encuentran las personas migrantes en México, sobre los 
abusos, violencias y violaciones generalizadas de derechos de las que son vícti-
mas a diario, tanto por mano de agentes del crimen organizado como de acto-
res gubernamentales adscritos a los tres niveles de gobierno. En este sentido, el 
presente documento no pretende ofrecer un análisis exhaustivo sobre las veja-
ciones e injusticias que la población migrante sufre cotidianamente en México, 
ni mucho menos dimensionar numéricamente estos fenómenos. Más bien, se 
propone ofrecer una “fotografía” de algunas de las principales vulneraciones a 
los derechos humanos que las y los migrantes enfrentan en distintas zonas de 
México, permitiendo una comparación en lo que está pasando en términos de 
inseguridad de las y los miembros de este colectivo en algunos de los lugares 
centrales de la ruta migratoria del país, así como la identificación de las respon-
sabilidades del Estado mexicano en este escenario.

En efecto, la investigación refleja algunos de los elementos y procesos que 
configuran la complejidad del fenómeno migratorio en México –país de origen, 
tránsito, destino y retorno de personas migrantes– lo que explica, a la vez, la 
complejidad y multidimensionalidad de las violaciones a los derechos de las 

INTRODUCCIÓN 



8

 IN
TRO

D
U

CC
IÓ

N

personas migrantes (derechos a la vida y a la seguridad personal, derechos civi-
les y económico-sociales, etc.) que afectan a este colectivo heterogéneo, rico 
en diferencias, y al mismo tiempo constantemente invisibilizado y criminalizado: 
sin duda alguna, un colectivo que sufre una especial situación de vulnerabilidad 
en el país y, más en general, en toda la región.

En línea con lo anterior, con este informe se pretende también destacar la 
necesidad de analizar las violaciones que sufren la personas migrantes en Méxi-
co de manera cada vez más integral, evidenciando las profundas relaciones 
y elementos comunes que existen entre situaciones, localidades y colectivos 
migratorios muy diferentes: y entre ellos, la discrecionalidad, la impunidad y 
el incumplimiento del Estado mexicano en lo que se refiere a la prevención, 
detección, investigación, sanción y reparación de los abusos sufridos por las 
personas migrantes en el país. 

En efecto, si bien la falta de castigo para aquellas personas que cometen 
delitos es un problema crónico de México, las personas migrantes experimen-
tan especialmente las consecuencias del fallido sistema de justicia del país. Por 
esta razón, para complementar la información recolectada durante el trabajo 
de campo, se consideró oportuno analizar los datos disponibles relativos a 
la respuesta del Estado mexicano ante las violaciones a los derechos de las 
personas migrantes, con el objetivo de las responsabilidades del Poder Judicial 
en este ámbito. Lo anterior, a pesar de la insuficiencia de la información propor-
cionada por la autoridad competente, lo que impidió dimensionar de forma 
más precisa el problema.

De acuerdo con todo lo anterior, la primera parte de este informe puede 
ser leída como un “viaje”, desde la frontera sur hacia la frontera norte de 
México, a través de algunas de las más importantes localidades de la ruta y 
realidad migratoria del país, lugares fuertemente caracterizados por elemen-
tos específicos que, sin embargo –como se mencionó anteriormente–, deben 
ser interpretados como manifestaciones de una única y más vasta dinámica 
regional. Asimismo, la segunda parte del informe se centra en un estudio de la 
impunidad estructural de la que son víctimas las personas migrantes en México, 
al considerarla un factor decisivo para entender la vulnerabilidad de este colec-
tivo en el país. Por último, en las conclusiones se hace un balance final, a partir 
de la información documentada, de la situación en la que se encuentran las 
personas migrantes en México y se formulan algunas recomendaciones especí-
ficas a la autoridades del Estado mexicano, pidiéndoles garantizar la prevención, 
el castigo y el remedio de los abusos cometidos contra las personas migrantes 
por agentes estatales y no estatales en el país.
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Como ya se dijo, este informe es el resultado de la coordinación del trabajo 
de distintas organizaciones civiles, e instituciones académicas del país, activas en 
la defensa de los derechos de las personas migrantes. En efecto, el presente 
documento se basa en la información de contexto y en los casos de violacio-
nes de los derechos humanos documentados por el personal de las institucio-
nes mencionadas, en nueve estados del país.

En lo específico, los casos que aparecen en este informe fueron documen-
tados en el periodo que va de marzo a diciembre de 2012. Como se mencionó 
anteriormente, durante el periodo indicado no fue posible llevar a cabo un 
monitoreo sistemático de las violaciones sufridas por las personas migrantes, 
debido a varios factores: entre otros, la complejidad que conlleva un trabajo de 
documentación de los casos metodológicamente correcto, las grandes cargas 
de trabajo a las cuales tienen que hacer frente las organizaciones que propor-
cionan atención directa a la población migrante y, no por último, la condición 
de inseguridad que caracteriza el país y que se intensifica en las principales 
localidades de la “ruta migratoria” y en algunas de las ciudades fronterizas de 
México. 

Sin embargo, a pesar de no permitir formular una estimación atendible de 
las dimensiones de las violaciones de los derechos humanos de las personas 
migrantes en las localidades incluidas en el estudio, la información documen-
tada pone en evidencia de manera clara y contundente los incumplimientos y 
responsabilidades del Estado mexicano en materia migratoria, y permite deli-
near los principales actos violatorios de los derechos de las y los migrantes que 
el Estado mexicano está violando en distintos lugares del país.

A nivel metodológico, las entrevistas con personas migrantes fueron efec-
tuadas en algunos casos por el personal de casas y albergues, durante la reali-
zación de su trabajo diario de atención a esta población; en otros casos, cuando 
el diseño de la investigación lo requirió, se organizaron estancias de trabajo 
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de campo que tuvieron duración diferente, dependiendo de la situación de 
seguridad de las localidades y en aras de minimizar los riesgos del personal 
investigador. En total, durante el trabajo de campo fueron entrevistadas más de 
cien personas migrantes en tránsito por México, así como retornadas desde 
los Estados Unidos. Por razones de brevedad y claridad en la argumentación, 
en los distintos apartados de este documento se incluyó solo una parte de los 
casos de abusos y violaciones de derechos documentados en el proceso.

Por último, para poder investigar la procuración de justicia en casos de 
abusos en contra de la población migrante, se realizaron decenas de solicitu-
des de acceso a la información pública, con cientos de preguntas a diferentes 
instancias de gobierno de los tres poderes públicos, así como a la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. 

En general, las respuestas fueron entregadas de forma incompleta y en 
el tiempo máximo que establece la ley. En muchas ocasiones fue necesario 
recurrir al Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos, buscando que se obligara a la entrega de la información requerida. En 
muchas ocasiones, tras contrastar la información de las diferentes instituciones, 
quedaron evidenciadas las contradicciones en las que incurren dichas institu-
ciones. En todo caso, lo hacemos constar en este informe.  
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TAPACHULA - TENOSIQUE
Las dos puertas del sur
En las últimas décadas, la frontera sur mexicana se ha caracterizado por 
ser la gran plataforma de acceso para el flujo migratorio internacional 
en su ruta hacia a los Estados Unidos. En esta región, México limita con 
Belice y Guatemala. A pesar de que para el presente trabajo la investi-
gación de campo se ha centrado en la frontera que México compar te 
con Guatemala, es necesario señalar que la totalidad de este territorio 
fronterizo –Belice y Guatemala– es de suma importancia para entender 
la migración internacional y requiere de una investigación profunda y más 
detallada. De igual forma, la información que a continuación se presenta 
responde al esfuerzo de esbozar algunas líneas de análisis sobre las diná-
micas migratorias a lo largo de la frontera sur mexicana y los derechos 
humanos de las personas migrantes.

Contexto

La frontera sur de México abarca 1,139 kilómetros, de los cuales 962 limitan con 
Guatemala y 176 con Belice. Por esta frontera entran a México, cada año, en promedio 
1,700,000 personas, en su mayoría visitantes y trabajadores locales, así como migrantes 
en tránsito que buscan llegar a los Estados Unidos de Norteamérica.

La población migrante accede a México desde Guatemala por dos grandes co-
rredores de entrada, representados por los estados mexicanos de Tabasco y Chiapas 
y por cuatro departamentos guatemaltecos: San Marcos, Huehuetenango, Quiché y 
Petén. En ambos lados de dichos corredores existen localidades situadas en la misma 
línea fronteriza, o a pocos kilómetros de ésta, comprendidas dentro de lo que se puede 
denominar como franja fronteriza del sur : una delgada membrana que las personas 
migrantes deben atravesar para encontrarse de cara al gran “filtro” de entrada a los 
Estados Unidos, representado por el extenso territorio mexicano.
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1ciepac, Integración para el despojo: 
el Proyecto Mesoamérica, o la nueva 
escalada de apropiación del territorio, 
San Cristóbal de las Casas, 2010.

En efecto, la frontera sur de México representa un punto estratégico para los flu-
jos migratorios, y a la vez se presenta como una realidad geográfica y social compleja 
y dinámica, en constante transformación, cuyos equilibrios dependen estrictamente de 
las decisiones y políticas que los Estados implementan.

Ríos, lagos, pantanos, zonas de selva, clima tropical, calor intenso y hasta 80% de 
humedad caracterizan el medio ambiente que predomina en esta zona fronteriza. Ca-
rreteras medianamente asfaltadas que cruzan la frontera, brechas, sendas de terracería, 
veredas poco conocidas que atraviesan extensos tramos de selva son los caminos por 
los que se aventuran las personas migrantes que inician su camino por México.

Distintos estudios académicos e informes de organizaciones civiles han califica-
do la frontera sur mexicana como un espacio “poroso”, debido a la dificultad de las 
autoridades competentes de controlar los mil doscientos kilómetros de longitud que 
trazan una línea divisoria que se extiende desde el océano Atlántico hasta el océano 
Pacífico. Sin embargo, en un marco político caracterizado por la Iniciativa Mérida y 
el Proyecto Mesoamérica,1 en los últimos años la frontera sur mexicana representa 
la primera barrera de ingreso a los Estados Unidos para las personas migrantes 
procedentes de diversas partes del mundo, como resultado del endurecimiento de 
la estrategia de “externalización de la frontera” que ha caracterizado la política ex-
terior de Washington en la última década y, más en general, de la designación de la 
migración como tema de seguridad nacional y de la intensificación de las políticas de 
criminalización y control migratorio impulsadas a nivel regional por los gobiernos de 
los Estados Unidos.

Las rutas empleadas por las personas migrantes en la franja fronteriza son diversas. 
En general, las personas migrantes atraviesan este espacio a pie, cruzando zonas selvá-
ticas y deshabitadas; en lanchas, atravesando ríos de mayor o menor caudal; en trans-
portes locales o vehículos particulares, pasando por brechas o caminos de terracería o 
por las carreteras pavimentadas. Lo anterior, para llegar a las ciudades o localidades más 
pobladas de la región, en donde los transportes son más abundantes y que, en algunos 
enclaves, representan puntos estratégicos de distribución para las redes de tráfico de 
personas. En cualquier caso, este cruce se realiza de manera dispersa; sin embargo, en 
general las personas migrantes se concentran en grupos, de mayor o menor volumen, 
para viajar por caminos escondidos, poco concurridos y escasamente vigilados por las 
autoridades mexicanas.

Como se mencionó, tras el cruce migratorio una parte importante de la pobla-
ción migrante en tránsito hacia los Estados Unidos se concentra en las localidades de 
mayor tamaño, es decir, en aquellos sitios en los que se puede encontrar alimento, 
hospedaje y transporte. Debido a las características históricas, geográficas y socioeco-
nómicas de la región, en la actualidad existen dos lugares que se han convertido en lo 
que denominaremos las dos grandes puertas de la frontera sur : la localidad de Teno-
sique, Tabasco, y la ciudad de Tapachula, Chiapas. Sin embargo, el trayecto hacia ambas 
ciudades se caracteriza por la regularidad y la gravedad de los abusos sufridos por esta 
población, cometidos tanto por autoridades estatales como por particulares. 



TA
PA

C
H

U
LA

 
TE

N
O

SI
Q

U
E

15

›››››››››››››››››

2Uno de estos recibe a las 
personas migrantes que han sufrido 
mutilaciones en su viaje en el tren 
carguero.

Tanto en Tenosique como en Tapachula, las personas migrantes buscan los medios 
para continuar su viaje hacia el norte. En general, las personas migrantes acuden a Te-
nosique para poderse subir al tren carguero que pasa por la localidad, medio de trans-
porte empleado por su carácter masivo (lo que permite viajar en grupos más o menos 
numerosos) y de mínimo costo. Asimismo, en esta localidad las personas migrantes 
tienen la opción de acceder a los transportes locales y vehículos particulares dirigidos a 
otros poblados ubicados en zonas más interiores de la República mexicana. En definitiva, 
los grupos de personas migrantes que logran llegar a Tenosique van distribuyéndose y 
concentrándose en diversos lugares de la localidad. Algunas personas permanecen a lo 
largo de las vías del tren o en los cuartos de las “casuchas” que los pobladores de las 
colonias cercanas a las vías han improvisado para alojar a la población migrante. Aquí, 
los propietarios de las casuchas rentan a las personas migrantes cuartos insalubres de 
entre 30 o 50 pesos por noche, cobrando cinco pesos más por el uso del baño y otros 
cinco pesos por poder usar la regadera, el papel higiénico, etc. Asimismo, otras personas 
se dirigen a las casas de los “coyotes”, a los hoteles baratos de la localidad o al único 
albergue para migrantes en la zona: “La 72. Hogar Refugio para Personas Migrantes”. 

Otro componente importante de la población migrante se dirige hacia la “puerta 
tradicional” de la frontera sur mexicana, la ciudad de Tapachula, situada en la boyante 
región del Soconusco, epicentro de la dinámica migratoria de estas latitudes. En efecto, 
Tapachula representa el acceso más antiguo, dinámico y numéricamente importante 
de la frontera sur. A pesar de que en el 2005 el huracán Stan destruyó el tramo de 
las vías del ferrocarril que conecta Tapachula con la localidad de Arriaga, en el estado 
de Oaxaca, esta ciudad sigue recibiendo un gran número de personas migrantes en 
tránsito: de aquí, estas siguen su ruta dispersándose por los distintos caminos existentes 
en la zona, dirigidas ya sea a la localidad de Arriaga –lugar en el que todavía funciona 
el tren carguero– o a las diferentes poblaciones de Chiapas. En Tapachula, las personas 
migrantes se alojan normalmente en los numerosos hoteles de paso disponibles o en 
los dos albergues que reciben a la población migrante.2 Asimismo, en la localidad se 
encuentran casas de traficantes vinculados con redes de tráfico de personas.

Actualmente, ambas “puertas del sur” representan para muchas personas el inicio 
del viaje al interior del territorio mexicano. Sus dinámicas migratorias son distintas, pero 
ambas dependen, en definitiva, de la política migratoria puesta en marcha por el gobier-
no mexicano y, en consecuencia, de los controles migratorios que se instauren en la 
región: es este último un factor fundamental para entender la dinámica migratoria de la 
zona, por su capacidad de cerrar algunas puertas y dejar abiertas o “entreabiertas” otras.

La “puerta del sureste”: Tenosique

La zona fronteriza del sureste de México es un área que comprende los municipios 
de Tenosique, Balancán y Emiliano Zapata, en el estado de Tabasco, y parte del depar-
tamento de Petén, en Guatemala. Esta zona fronteriza, que limita al estado de Tabasco 
con Guatemala, se extiende a lo largo de aproximadamente 290 kilómetros: el Río 
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3Por ejemplo, la enfermedad de 
Chagas particularmente peligrosa, 
transmitida por las llamadas chinches 
de chaga, presentes en la zona.
4En este sentido, agentes no 
estatales afirman que durante 
los años 2008-2009 en la zona 
comenzaron a darse secuestros de 
personas migrantes. En un primer 
momento, dichos secuestros eran 
efectuados por bandas locales, hasta 
que se convirtieron en una actividad 
realizada de manera masiva por el 
crimen organizado trasnacional.

San Pedro representa el elemento físico de separación entre los dos países. A partir 
de una entrevista realizada al Cónsul General de Guatemala en Tenosique, fue posible 
detectar, de manera general, algunas tipologías de personas migrantes que transitan 
por esta zona fronteriza:

1.	 Personas migrantes en tránsito;
2.	 Trabajadores temporales para la caña y la ganadería (contratados y transportados des- 
	 de Tapachula);
3.	 Visitantes locales dedicados al comercio, personas de nacionalidad guatemalteca que  
	 viajan a Tenosique por cuestiones de salud o parentesco.

El agente consular afirma que el repunte del flujo migratorio en tránsito por esta 
zona –o su mayor visibilidad– comenzó a generarse, hace tres años, con la apertura 
de la carretera Tenosique-El Ceibo (Sueños de Oro). Por esta parte de la frontera, 
cruzan prevalentemente personas de origen hondureño y guatemalteco. La densa ve-
getación y la temperatura –que puede alcanzar los 47 grados centígrados en verano– 
son algunos de los factores que complican el tránsito por la zona. La franja fronteriza 
comprende algunas localidades guatemaltecas, así como el recorrido que es necesario 
realizar, después de haber cruzado la línea divisoria, hasta el poblado de Tenosique. En 
esta parte del camino, los peligros y las violaciones a derechos humanos a los que se 
exponen las personas migrantes son múltiples.

En primer lugar, como se mencionó anteriormente, tanto el clima como la ve-
getación hacen de esta zona un lugar de difícil acceso, lo que, por un lado, permite 
a las personas migrantes usar veredas, brechas y caminos poco transitados o hasta 
abandonados para ingresar al territorio mexicano, disminuyendo la probabilidad de 
ser detectados por las autoridades de ese país. Sin embargo, las condiciones climáticas 
constituyen también un riesgo para las personas migrantes, ya que las altas tempera-
turas hacen más probable ser víctima de deshidratación después de las largas horas 
de camino. Además, las enfermedades por picaduras de insectos3 o mordeduras de 
animales son otro factor de riesgo presente en estos caminos ocultos.

Por otro lado, en cuanto a lo que acontece durante el trayecto, en los puntos de 
cruce y hasta en la misma localidad de Tenosique, es posible detectar una gran cantidad 
de violaciones a derechos humanos cometidas en contra de las personas migrantes, 
así como una serie de delitos cometidos tanto por la delincuencia local como por 
el crimen organizado transnacional.4 Por su carácter masivo, es interesante señalar la 
dinámica que se desarrolla alrededor de las vías del tren, espacio en el que se observa 
parte de la compleja interacción entre la población local y la población migrante.

A lo largo de las vías del ferrocarril existe una multitud de locales cuya principal 
fuente de ingresos es la población migrante que transita por la zona: por ejemplo, 
los mencionados cuartuchos mal acondicionados de las casas ubicadas a lo largo 
de la vía del ferrocarril y de la colonia Murrieta, o las tiendas que venden alimentos, 
bebidas y enseres básicos de higiene personal a precios mucho más altos que en el 
centro de la localidad. 



TA
PA

C
H

U
LA

 
TE

N
O

SI
Q

U
E

17

›››››››››››››››››

5Disponible en línea en:http//:www.
redtdt.org.mx/media/descargable/
Informe%20Tenosique.pdf 
6Ibid. P. 11.
7Véase el comunicado En solidaridad 
con el pueblo migrante ofendido, 
perseguido, golpeado, humillado por el 
inm, ayuno frente a la delegación en 
Tenosique, Tabasco, publicado por “La 
72, Hogar –Refugio para personas 
migrantes”, el 3 de octubre de 2012.
8Ibid.

Asimismo, en las inmediaciones de la estación del tren, también se pueden ob-
servar los procesos que delinean la actividad del tráfico de personas: guías y “polleros” 
llegan con grupos de personas migrantes para aguardar la salida del tren, y los mismos 
grupos se dispersan en las casas mal acondicionadas de la zona. Los “enganchadores” 
se apresuran a ofrecer sus servicios a las personas que vienen solas, proponiéndoles 
guiarlas por un tramo específico del camino, hasta la frontera norte de México; en al-
gunos casos, simplemente las estafan. De la misma manera, muchas personas migrantes 
esperan y toman el tren y los transportes necesarios para dirigirse a la frontera con los 
Estados Unidos. En efecto, el tren carguero no es el único medio de transporte hacia 
el norte: los transportes públicos y particulares representan otro recurso –más visible 
pero frecuentemente empleado por una parte muy importante de la población mi-
grante– para continuar el viaje. Estos medios de trasporte son usados principalmente 
por las redes de tráfico: permiten a los traficantes de personas desplazarse con grupos 
reducidos por lugares poco accesibles para las autoridades migratorias.

En cuanto a violaciones a derechos humanos cometidas por actores estatales, 
el Informe sobre las condiciones de las personas migrantes, desplazadas y defensoras de 

derechos humanos en Tenosique,5 resume y documenta los principales actos violatorios 
a los derechos de las personas migrantes por parte de las autoridades migratorias en 
la región. En particular, en uno de los casos narrados en el informe, se describe la per-
secución de la que fueron víctimas varias personas migrantes e incluso miembros de la 
casa hogar “La 72” por parte de agentes del Instituto Nacional de Migración (inm), en 
el trayecto que se debe de recorrer desde El Ceibo hasta Tenosique. En este episodio, 
los miembros de la casa estaban trasladando a personas migrantes hacia dicha locali-
dad, cuando algunos agentes migratorios comenzaron a perseguirlos e insultarlos. En 
el informe se describe la violencia con la que dichos agentes, días después, continuaron 
persiguiendo a las personas migrantes que, asustadas y desesperadas, saltaron del vehí-
culo en el que viajaban y huyeron por el monte.6 Estos actos de persecución violenta 
son, sin lugar a dudas, violatorios de los derechos. 

Asimismo, “La 72” ha denunciado, a través de distintos comunicados, casos en los 
que los agentes del inm han perseguido de manera violenta a personas migrantes en 
otros puntos de la franja fronteriza, como en la comunidad de San Isidro Guasiván y 
la localidad rural de La Palma7, así como la reanudación de redadas y operativos que 
atentan en contra de la seguridad y libertad personales de las personas migrantes.8 

Dicho patrón de conducta por parte del inm, en esta parte de la frontera sur, evidencia 
la persecución violenta por parte de las autoridades migratorias hacia la población 
migrante. 

Durante el trabajo de campo realizado por el equipo de i(dh)eas en Tenosique, 
se pudo constatar también la presencia de distintos retenes, tanto militares como de 
la Agencia Federal de Investigación (afi), en el tramo de la carretera de Tenosique-El 
Ceibo: los militares efectuaban revisiones a los vehículos y los agentes de la afi pedían 
documentos de identificación a todas las personas en tránsito. Algunos transportistas 
locales entrevistados por el personal de i(dh)eas afirmaron conocer casos de extor-
sión, por parte de los agentes de la afi, tanto a personas migrantes como a los choferes 
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9Esta caminata puede durar hasta 
seis horas.

de los transportes locales, quienes las trasladaban. Los transportistas entrevistados re-
lataron que es práctica de dichos agentes detener a las personas migrantes e intimidar 
a los mismos transportistas acusándolos de ser traficantes de personas. Por esta razón, 
muchos choferes optan por negar el servicio de transporte de El Ceibo a Tenosique 
a las personas migrantes. Efectivamente, durante la estancia del equipo de i(dh)eas 
en este lugar, se pudo observar a varios grupos de migrantes caminando sobre dicho 
tramo de la carretera o por los alrededores.9

Las actuaciones más destacables en cuanto a violaciones a derechos humanos por 
parte de autoridades que no son las migratorias corresponden a las fuerzas armadas. A 
título de ejemplo, la 38 Zona Militar tiene bajo su control un retén ubicado en la carre-
tera hacia El Ceibo y resguarda la frontera de México con Guatemala. Posee elementos 
que vigilan poblados como El Martillo y La Palma, conocidos por ser puntos de recepción 
de bienes y personas provenientes de Guatemala, ya que se encuentran a las orillas del 
río San Pedro, cuyo caudal también se extiende al territorio guatemalteco. A pesar de 
que las fuerzas armadas no tienen facultad para involucrarse autónomamente en asun-
tos relacionados con las migraciones, algunas acciones llevadas a cabo por elementos 
del ejército en esta zona denotan la arbitrariedad con la que operan; no solo las fuerzas 
armadas, sino las instancias encargadas de impartir justicia y hacer respetar los derechos 
humanos de las personas, así como la falta de criterio jurídico por parte del inm al recibir 
personas detenidas por una autoridad no facultada para realizar este tipo de acciones.

NOMBRE: TENOSIQUE 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Violación a los derechos de niñas y niños por 
parte de las fuerzas armadas y otras instituciones gubernamentales.

SÍNTESIS DEL CASO Y/O TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

El incidente sucedió dentro del marco de un operativo realizado por miembros del ejército 
mexicano en el río San Pedro (entre los límites municipales de Tenosique) y cuyo cauce conec-
ta al poblado de La Palma y la localidad guatemalteca de El Ceibo. El 14 de mayo del 2012, 
por la tarde, los elementos del Ejército Mexicano encargados de este operativo detuvieron 
a cuatro menores de edad que operaban las lanchas que transportan a personas migrantes 
desde El Ceibo hasta La Palma. Asimismo, detuvieron y entregaron al INM a alrededor de 
cincuenta personas migrantes.

“[…] yo vi a los militares cuando se acercaron por otro lado del río, pero ya no podía dar 
vuelta, en una lancha iban como cuatro soldados y como cinco en otra y como iban rápido, 
una se volteó, uno de los soldados ya se ahogaba, entonces [otro de los menores que operaba 
otra lancha] lo ayudó a que saliera del río, le dio el arma y lo jaló […] él lo ayudó, pero después 
nos detuvieron. Nos llevaron a un lugar donde nos tuvieron encerrados, era un cuarto y ahí 
llegaron los comandantes y nos empezaron a preguntar que para quién trabajábamos y que de 
quién eran las lanchas. Luego uno me dijo que él ya me había visto antes en El Martillo, que ya 
me conocía y que le dijera quienes pasaban droga por el río […] Ahí estuvimos toda la noche 
y nos decían que les dijéramos quién pasaba droga en el río. Nos llevaron a Villahermosa hasta 
al otro día, nos llevaban esposados en una camioneta blanca, llegamos como a las tres de la 
tarde a la que le dicen la PGR y nos obligaron a firmar unos papeles, ahí estuvimos encerrados 
todo el día y luego, como a las cuatro de la mañana nos llevaron al tutelar de menores, un lugar 
bien feo, nos tenían a parte, estuvimos doce días pero nunca nos dijeron por qué […] salimos 
porque nuestros familiares pagaron, pero no nos dejaban hablar con nadie[…]”
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Este tipo de operativos carece de fundamento legal. No existe en la ley mexicana 
ningún tipo de sustento que avale estos actos de arbitrariedad ni que justifique vio-
laciones a los derechos de niñas y niños como los documentados: no solamente se 
les privó de su libertad de manera ilegal, sino que se omitió el respeto de todos los 
instrumentos internacionales que protegen los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Es difícil entender la razón o motivos por los que las fuerzas armadas realizan este 
tipo de operativos extralimitándose en sus competencias. Es complicado entender porqué 
razón el ejército detiene a menores extranjeros provenientes de lugares marginados, espo-
sándoles y sujetándolos a interrogatorios, recurriendo a detenciones ilegales para obtener 
información a través de la violación de derechos humanos de personas menores de edad. 
Lo anterior, a pesar de los esfuerzos e inversiones realizadas en cooperación con otros Es-
tados para profesionalizar al ejército mexicano en la lucha en contra del crimen organizado.

Finalmente, el trabajo de campo realizado permite cuestionar el papel que desem-
peña el ejército mexicano en esta zona fronteriza dentro de la dinámica migratoria, ya 
que, como se mencionó anteriormente, este tipo de operativos y detenciones no son 
de su competencia. Asimismo, hay que destacar que la autoridad migratoria mexicana 
puede incurrir en incumplimientos de la ley, al recibir personas migrantes por parte de 
una autoridad que no está facultada para detener personas migrantes, y más en el caso 
de menores de edad, a los que no se hayan garantizado sus derechos fundamentales. 
Igualmente, es necesario que se fortalezcan los esfuerzos para apoyar a las organiza-
ciones de la sociedad civil que defienden los derechos del colectivo en cuanto a la vigi-
lancia de las autoridades involucradas en la dinámica migratoria en esta zona fronteriza.

La puerta del sur: Tapachula

La ciudad de Tapachula, ubicada al inicio de la conocida ruta migratoria del Soconusco, 
representa la puerta tradicional del sur del país. La franja fronteriza –que comprende 
18 municipios de Chiapas que abarcan la línea divisoria que separa Guatemala de 
México, en parte delimitada por el río Suchiate– es escenario de una intensa dinámica 
migratoria que ha caracterizado la historia de esta zona. El espacio que se extiende 
desde el municipio de Suchiate hasta el de Palenque, representa el tramo de la frontera 
más concurrido en el estado de Chiapas por actividades tan diferentes, que compren-
den desde el trabajo jornalero agrícola hasta el contrabando de gasolina.

Sus tres principales puntos de internación (Suchiate I, Suchiate II y Talismán), tam-
bién son los más usados por las personas migrantes en tránsito que se dirigen a la 
ciudad de Tapachula para iniciar el recorrido al interior del país. Tapachula es, quizás, 
la puerta de entrada más importante de la frontera sur, ya que en esta ciudad existe 
una gran cantidad de transportes y vías de comunicación que conectan a la frontera 
sur con distintos estados de la República mexicana. Por estas razones, Tapachula recibe 
personas migrantes de todas partes del mundo, quienes llegan con distintas necesida-
des y distintas causas que motivan su proceso migratorio. En efecto, en Tapachula, se 
concentra, de manera probablemente única, una parte muy importante y heterogénea 
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10Para mayor información sobre las 
violaciones de los derechos humanos 
de las personas detenidas en la 
estación migratoria, véase: i(dh)eas 
AC, En tierra de nadie. El laberinto 
de la impunidad, México, D.F., 2011. 
Disponible en línea en: www.idheas.
org/wp-content/uploads/docs/
En-Tierra-de-Nadie.pdf.  Y también: 
Centro de Derechos Humanos Fray 
Matías de Córdova, A.C., Derechos 
humanos y condiciones de detención 
en la estación migratoria Siglo XXI, 
Tapachula, 2009.
11En El Salvador, la reciente pero 
histórica tregua entre el Barrio 
18 y la Mara Salvatrucha (ms-13) 
ha disminuido de forma relevante 
la violencia generada por las 
pugnas entre ambas; sin embargo, 
es necesario analizar de forma 
más detallada el impacto real 
que la tregua está teniendo en la 
disminución de la violencia provocada 
por la extorsión, las amenazas 
de muerte, los homicidios y el 
reclutamiento hacia la población civil.
12 Véase al respecto: Alto 
Comisionado para las Naciones 
Unidas para los Refugiados 
(acnur), Nota de orientación sobre 
las solicitudes de la condición de 
refugiado relacionadas con las 
víctimas de pandillas organizadas, 
Ginebra, 2010. Disponible en 
línea en: www.unhcr.org/refworld/
pdfid/4bf4e2232.pdf.

de la dinámica migratoria internacional dirigida hacia los Estados Unidos. La llegada a 
esta ciudad no es, sin embargo, en absoluto una empresa fácil. 

Los puntos de internación (oficiales y no oficiales) de las personas migrantes que 
ingresan al territorio mexicano por el estado de Chiapas son diversos; sin embargo, 
los municipios de Suchiate y Tuxtla Chico ocupan los lugares principales. Por otro 
lado, los municipios fronterizos de Frontera Hidalgo, Metapa, Unión Juárez, Cacahua-
tán y Benemérito de las Américas (por mencionar algunos) también son escenario del 
paso de personas migrantes indocumentadas. No obstante, un análisis del flujo migra-
torio en estos lugares remotos y de difícil acceso resulta complicado y requiere de una 
investigación de campo más profunda; sin embargo, la información disponible permite 
afirmar que el cruce por dichos lugares se acompaña con agresiones y violaciones a 
derechos humanos contra las personas migrantes. 

La gran concentración de personas migrantes en Tapachula permite documentar 
de forma más sencilla las vivencias y situaciones que han experimentado a partir de su 
ingreso a México. Tapachula alberga el centro de detención para migrantes más grande 
de Latinoamérica: la estación migratoria “Siglo xxi”.10 Por esta razón, constituye –además 
que una puerta de “entrada”– la puerta de “salida” por la que se deporta a la totalidad de 
la población de personas migrantes provenientes de Centroamérica, incluyendo las per-
sonas detenidas en otras partes del país; por lo tanto, aquí es posible documentar casos 
de violaciones a derechos humanos cometidas en otras partes del territorio mexicano.

Gracias a la labor realizada por las organizaciones civiles e internacionales, ha sido 
posible determinar las diversas causas por las que las personas empiezan su proceso 
migratorio, así como los abusos cometidos en esta parte de la frontera sur. Por esta 
razón, y en aras de no duplicar esfuerzos, el trabajo de investigación realizado para este 
informe se centró en las problemáticas que generan la migración centroamericana, y 
cuyo principal móvil no es la situación económica. Bajo esta línea de investigación, se 
decidió evidenciar el papel cada vez más central de la violencia generalizada, a cargo de  
las pandillas en Centroamérica, como causa de la migración. 

Efectivamente, la acción de las dos grandes estructuras criminales establecidas en 
esta región, la Mara Salvatrucha (o MS-13) y el Barrio 18, ha pulverizado en las últi-
mas décadas el tejido social tradicional de las sociedades centroamericanas. En otras 
palabras, la violencia no solo les ha permitido incursionar en los mercados ilegales 
y criminales, sino también obtener recursos económicos, mediante la extorsión y el 
reforzamiento de sus filas, con base en el reclutamiento forzado.11 En el primer caso, 
tan solo desde el mes de enero al mes de abril del año en curso, el Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados (acnur) en Tapachula, registró 42 casos 
de personas provenientes de El Salvador, Guatemala y Honduras cuya migración se 
generó a raíz de la violencia generada por estas pandillas: familias enteras que al llegar 
a territorio mexicano en algunos casos pueden comenzar un proceso de solicitud de 
refugio. Lamentablemente y a pesar de los planteamientos a nivel internacional sobre 
esta situación, según fuentes no estatales entrevistadas durante esta investigación, la 
mayoría de estas son negadas.12
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NOMBRE: TAPACHULA 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Violencia generada por pandillas como causa 
de la migración.

TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“A mi tienda llegó un pandillero como de 8 años y me dijo que le diera tanto y que no pregun-
tara para qué. Yo no le hice caso y más tarde, ese día, llegó otro, armado y me amenazó de 
muerte […] ya sabe […] Un año les pagué renta, pero cada vez querían más cosas, me pedían 
la van y vos tenés que prestárselas, luego saquearon mi tienda y como ya no podía pagarles, 
es decir, a ellos no les importa si puedes o no puedes pagar, pues otra vez me comenzaron 
a amenazar hasta que me fueron a buscar. Yo me escapé y me fui a vivir a otro lado, pero 
mi familia seguía ahí y yo tenía que trabajar para que ellos pudieran pagar […] muy poco lo 
que ganaba, entonces decidí irme para los Estados Unidos para ayudar a mi familia, para que 
pudieran pagar […] Es que ellos ahora mandan a menores de edad, a veces son los hijos de los 
mismos pandilleros a los que mandan a cobrar o a espiar a la gente”.

De acuerdo con el caso anterior, y con respecto a la migración por reclutamiento 
forzado, a partir de la explicación proporcionada por el Vicecónsul de El Salvador en 
Tapachula, es posible comprender de manera más amplia el reciente fenómeno del 
aumento en la población de menores migrantes: 

“[…] la fuente de alimentación de las pandillas en El Salvador son los hijos de los migrantes que 
se quedan solos y sin la tutela de los padres, muchas veces están a cargo de la abuela, el tío o 
algún otro pariente que no puede controlarlos […] les empiezan a cobrar renta de lo que les 
mandan los padres a los hijos o empiezan a reclutarlos desde los seis años. Los padres, desespe-
rados, viendo a sus hijos ya reclutados o en ese proceso, los quieren llevar a Estados Unidos […]”.

Sin embargo, como se mencionó anteriormente, es posible observar a familias 
enteras huyendo del reclutamiento, como queda de manifiesto en el siguiente caso.

NOMBRE: TAPACHULA 02
IMPORTANCIA DEL CASO: Migración por reclutamiento forzado por 
pandillas.

TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“[…] yo vendía fruta y verdura en el mercado y daba la renta, pero el problema empezó 
cuando empezaron a enseñarle las señas de la pandilla a mi hijo [un niño de siete años de 
edad, quien] una vez llegó diciendo que esos le habían dicho que solo ellos podían llamarle la 
atención, que nosotros no y que si lo hacíamos nos iban a matar. Entonces yo decidí venirme 
para acá o donde fuera.

En general, los casos de solicitud de refugio por estas causas suelen ser mucho 
más complejos, y las autoridades mexicanas difícilmente demuestran la sensibilidad y 
capacidad necesaria por entender la problemática, la manera en que esta violencia es-
tructural afecta a quienes huyen de ella y lo que puede provocar en las personas que 
la han experimentado. Tal es el caso de las personas solicitantes de refugio que deben 
permanecer en los centros de detención migratorio durante el proceso de solicitud. 
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Lo anterior supone un periodo de tres a cuatro meses de duración, en los cuales las 
personas permanecen privadas de su libertad, lo que, en algunas víctimas, termina por 
afectar su estado de salud mental. Desafortunadamente, la falta de comprensión por 
parte de las autoridades migratorias sobre la terrible situación de violencia que viven 
las víctimas de las pandillas deja en desamparo y en un estado de indefensión a las 
personas solicitantes a quienes el refugio es negado.

NOMBRE: TAPACHULA 03
IMPORTANCIA DEL CASO: Respuesta negativa ante la solicitud de la condi-
ción de refugiado por persecución por pandillas.

SÍNTESIS DEL CASO:

La condición de refugiada le fue negada a una víctima de la violencia estructural y directa de 
las pandillas en su país. Esta persona fue violada sexualmente por un pandillero a los once años 
de edad. Sus padres presentaron una denuncia, pero se vieron obligados a retirarla debido a 
las constantes amenazas de muerte en contra del resto de la familia. 

En efecto, dos de sus hermanos fueron asesinados en años recientes por miembros de 
una pandilla. La víctima tuvo la posibilidad de refugiarse en otra comunidad durante algún 
tiempo, pero al regresar a la residencia paterna, se convirtió, de nuevo, en objeto de hostiga-
miento sexual por parte de un pandillero, hasta que se vio obligada a aceptarlo; sin embargo, 
después de un tiempo, logró escapar. 

Este tipo de acciones, como manifestar “un rechazo” a un líder de pandilla, se castiga con 
la persecución y puede terminar con la muerte de la persona amenaza.

En general, es más que probable que exista un número elevado de casos con estas 
características, que los organismos de la sociedad civil difícilmente llegan a conocer 
para poder desarrollar acciones de incidencia con las autoridades migratorias y los 
funcionarios de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (comar), en aras de que 
tengan los elementos de análisis suficiente para tomar decisiones adecuadas a las ne-
cesidades de las personas migrantes que huyen de este tipo de violencia, garantizando 
su derecho a la vida y la integridad física y mental.
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1Este apartado fue elaborado por el 
personal de i(dh)eas y del Albergue 
Hermanos en el Camino, A.C., de 
Ixtepec, Oaxaca.
2Información disponible en la web 
del Instituto Nacional de Geografía 
y Estadística: www.inegi.org.mx/
sistemas/mexicocifras/default.aspx, 
consultado el 05/09/2012. 
3En los últimos años, el 90% de las 
personas indocumentadas detenidas 
por el inm fueron originarios de 
Guatemala, Honduras y El Salvador. 
Para mayor información se pueden 
consultar los boletines estadísticos 
del inm, disponibles en: 
www.inm.gob.mx/index.php/page/
Boletines_Estadisticos 

Contexto

Localizada en el Istmo de Tehuantepec y con una población de 26,450 habitantes,2 
Ciudad Ixtepec es un punto neurálgico para el paso de la población migrante proce-
dente del sur de México –compuesta principalmente por migrantes originarios de 
Centroamérica–3 que atraviesa el país con destino a los Estados Unidos. 

Esta ciudad ocupa un lugar geoestratégico de suma importancia en la región, ya que 
también es un punto de distribución para todo tipo de mercancías, como alimentos, gas 
natural y químicos, así como drogas y armas a otras partes de la República mexicana. 
En efecto, diversas vías de comunicación conectan a Ixtepec con ciudades importantes 
como Oaxaca y el Distrito Federal, o con puertos oaxaqueños de Salina Cruz, Huatulco, 
Juchitán de Zaragoza, así como Coatzacoalcos, en el estado de Veracruz.

En lo que se refiere a las dinámicas migratorias, Ixtepec comparte con Juchitán 
una característica de suma relevancia: son localidades donde las personas migrantes se 
concentran para después dispersarse hacia otros puntos del país. Ixtepec es, en otras 
palabras, un punto de concentración y redistribución del flujo migratorio. Además, me-
diante el tren carguero, una cantidad importante de personas migrantes llegan a esta 
localidad y de aquí se trasladan a otros lugares usando diferentes tipos de transportes: 
incluso la gran cantidad de personas migrantes que llegan a Ixtepec en el tren carguero 
no usan, en su totalidad, este mismo medio para continuar el viaje hacia el norte. 

A cada llegada del tren a Ixtepec, es posible observar a la gran mayoría de las 
personas migrantes dirigirse a los hoteles de baja categoría ubicados a las orillas de 
las vías del ferrocarril, así como a las casas y tugurios cercanos a esta zona. También es 
posible observar pequeñas camionetas particulares que dejan la ciudad, transportando 
personas migrantes rumbo a la sierra oaxaqueña o bien, transportes locales usados 
para el mismo fin. 

La principal institución que atiende a las personas migrantes indocumentadas en 
Ixtepec es el Albergue Hermanos en el Camino. Durante los cinco años que lleva 
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4Desde febrero de 2012, la 
organización Médicos Sin Fronteras 
apoya al personal del albergue en la 
asistencia médica.

operando, el Albergue ha atendido a cerca de 96 mil personas migrantes: tan solo de 
enero a agosto de 2012, se ha brindado alimento, cobijo y atención médica4 a 8,052 
personas, entre niños, mujeres y hombres; la mayoría de origen centroamericano (96 %), 
como se puede apreciar en los siguientes cuadros.

En paralelo a la asistencia humanitaria –que el Albergue procura que sea integral– se 
proporciona acompañamiento legal. Esta labor se dificulta por varias razones. La primera 
radica en la naturaleza de la migración en tránsito: las personas migrantes que han sido 
víctimas de delito, no desean permanecer por mucho tiempo en el país. Muchas de ellas, 
al entender el lento proceso a seguir para la procuración de justicia, desisten de la de-
nuncia, ya que esto implicaría un retraso significativo en su viaje. En efecto, tan solo para 
otorgar a la víctima la regularización migratoria, a fin de que pueda dar seguimiento a su 
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5Se tiene como ejemplo el caso 
de una menor de edad de origen 
hondureño, quien escapó de este 
lugar en el que iba a ser vendida 
y trasladada a Coatzacoalcos, 
Veracruz. Véase también el artículo 
Protestan madres centroamericanas 
fuera de cantinas de Ciudad Ixtepec, 
publicado el 11 de noviembre de 
2011 por la agencia Quadratin: 
www.quadratinoaxaca.com.mx/
noticia/nota,52531

caso, el inm puede tardar de dos a tres meses, aproximadamente, tiempo durante el cual 
la persona migrante debe permanecer en el lugar que designó como domicilio.

Violaciones de los derechos de las personas 
migrantes

Durante la investigación de campo en Ixtepec se han podido identificar tres estable-
cimientos específicos como centros vinculados con las redes de tráfico de personas. 
En primer lugar, hay que mencionar el hotel “De Gyves” y el restaurante-bar contiguo, 
llamado “La flor del café”. Esto dos establecimiento pertenecen al mismo dueño, una 
persona conocida por desempeñarse como el “cacique” de la región, y que en los últi-
mos años, ha sido involucrada tanto en casos de almacenamiento de armas y drogas, 
como en acciones violentas sucedidas afuera de sus establecimientos. 

Asimismo, de acuerdo con el personal del Albergue Hermanos en el Camino, el 
dueño de dichos establecimientos ha intentado en distintas ocasiones perjudicar la 
labor que el albergue desarrolla a favor de la defensa de los derechos de las personas 
migrantes. Sin embargo, las autoridades nunca han actuado al respecto. Por otro lado, el 
bar y prostíbulo “El sabor de la noche” también es conocido por ser un establecimiento 
en el que convergen los traficantes al servicio del crimen organizado, y desde donde 
también operan las redes de trata.5

Igualmente, en Ixtepec también se han registrado incidentes en contra de la po-
blación migrante, ocasionados por miembros de pandillas relacionadas con la Mara 
Salvatrucha (o MS-13). La presencia de estos pandilleros a lo largo y en proximidad 
de las vías del tren, ha significado asaltos, agresiones físicas y otros delitos cometidos 
en contra de la población migrante. Asimismo, éstos realizan el papel de informantes y 
sicarios de los Zetas, quienes dominan el territorio de Veracruz, a tan solo tres horas 
de camino de Ixtepec. 

Por otro lado, es importante destacar que aproximadamente el 80% de los casos 
de violaciones de los derechos de las personas migrantes documentados por el per-
sonal del Albergue Hermanos en el Camino, en el periodo que va de abril a agosto 
de 2012, se refieren a asaltos y lesiones ocurridos en el estado de Chiapas. Una zona 
particularmente peligrosa es la conocida como La Arrocera, ubicada en los alrededores 
de la garita El Hueyate, del inm, en el municipio de Huixtla. A pesar de que la Fiscalía 
Especializada en Delitos Cometidos en Contra de Inmigrantes (fedcci) del estado de 
Chipas asegura tener vigilancia en la zona las 24 horas del día, los delitos a daño de 
la población migrante continúan ocurriendo. En este sentido, es evidente que para 
cumplir con la obligación de las autoridades mexicanas de garantizar la seguridad de 
las personas migrantes es necesario establecer estrategias efectivas para combatir el 
delito, que vayan más allá de la presencia de una patrulla en la zona.

En lo que se refiere al estado de Oaxaca, las principales zonas de peligros para 
las personas migrantes se ubican en los alrededores de la garita del inm de Tapana-
tepec, en el municipio de San Pedro Tapanatepec, y entre las ciudades de Juchitán de 
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Zaragoza y Ciudad Ixtepec. Al igual que en Chiapas, los principales actos violatorios 
documentados son asalto y lesiones. 

CASOS: IXTEPEC 01 e IXTEPEC 02
IMPORTANCIA DE LOS CASOS: Escasa vigilancia de las autoridades.

SÍNTESIS DE LOS CASOS Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

La víctima fue asaltada y golpeada por cuatro hombres armados con machetes, en algún tramo 
entre Juchitán de Zaragoza y Ciudad Ixtepec, Oaxaca, cuando viajaba en el tren. 

“El sujeto con el rostro cubierto traía un machete en la mano, me lo puso en un costado y me 
dijo que me quitara mis zapatos y el pantalón […] Después, uno de los sujetos me dijo que 
porqué lo veía y en ese momento me dio una mordida a la altura de mi ceja derecha, mientras 
que el otro sujeto que traía un bat me dio un golpe en mi pie derecho […] Me empezaron a 
patear en todas partes de mi cuerpo”.

En un segundo caso, otro migrante sufrió un asalto en San Pedro Tapanatepec, Oaxaca, cuando 
rodeaba, en compañía de otras dos personas, la garita del inm. Dos hombres con armas blancas 
y de fuego les salieron al paso; al oponer resistencia, fue herido en un brazo con un machete, 
mientras que uno de sus acompañantes fue herido en la cabeza.

Por nacionalidad, hay que destacar que la mitad de casos documentados por deli-
tos u otras violaciones de derechos cometidos contra personas migrantes tuvieron por 
víctimas a ciudadanos salvadoreños, como se observa en el siguiente cuadro.

En lo que respecta a las mujeres, las víctimas del 75% de los casos documentados, 
además de asaltos, han sufrido una violación sexual o algún intento de la misma. En 
todos los casos documentados, las víctimas viajaban acompañadas por su pareja, lo que 
evidencia que la vulnerabilidad de la mujer permanece constante, independientemen-
te de que viaje con un hombre. Asimismo, en los casos documentados tampoco los 
demás compañeros de viaje pudieron reaccionar frente a la agresión de las mujeres, 
porque ellos mismos fueron víctimas de los perpetradores.

El Salvador Guatemala Honduras

NACIONALIDAD DE LOS MIGRANTES VÍCTIMAS
DE DELITO ATENDIDOS, ABRIL-AGOSTO 2012
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CASOS: IXTEPEC 03, IXTEPEC 04, IXTEPEC 05
IMPORTANCIA DEL CASO: Vulnerabilidad de las mujeres migrantes  
acompañadas.

SÍNTESIS DE LOS CASOS:

Dos mujeres fueron víctimas de un intento de violencia sexual cuando rodeaban la garita 
del inm de El Hueyate, en la zona conocida como “La Arrocera”, en el municipio de Huixtla, 
Chiapas.

La pareja de la primera mujer fue obligada, a punta de pistola, a desnudarse y meterse 
en una zanja cuando el intento de violación ocurría. En el caso de la otra mujer, mientras los 
perpetradores intentaban abusar sexualmente de ella, su pareja, después de ser pateada y 
recibir planazos con un machete, permanecía encañonada.

Otra mujer fue violada en Huixtla, Chiapas, cuando viajaba en una combi; su pareja fue 
bajada del vehículo y golpeada mientras ella era ultrajada.

En todos los casos registrados, los perpetradores fueron particulares. Sin embargo, 
la constante comisión de estos delitos y la inacción de las autoridades frente a ello 
refleja un patrón de omisión en el proceso de investigación y procuración de justicia: 
en el 70% de los casos (7 de 10) documentados de abril a julio de 2012, y tras haber 
denunciado el delito, la policía no ha solicitado aún (diciembre de 2012) la presencia de 
las víctimas, ni siquiera para realizar los trámites más elementales como la inspección 
ocular o la media filiación. Esta omisión de las autoridades afecta el derecho de acceso 
a la justicia y al debido proceso de las personas migrantes.

CASO: IXTEPEC 06
IMPORTANCIA DEL CASO: Facultades excesivas del inm y desconocimiento 
de la calidad de víctima del afectado.

SÍNTESIS DEL CASO:

Después de ser asaltada y golpeada en Pijijiapan, Chiapas, la víctima realizó la denuncia corres-
pondiente en la fedcci en Arriaga, Chiapas. Posteriormente, solicitó la regularización de su 
estancia en la Delegación del inm en Tapachula, Chiapas.

Tras casi cuatro meses de esperar una respuesta sobre su trámite, la víctima acudió 
a la Subdelegación Local del inm en Salina Cruz, Oaxaca, donde se le entregó la resolu-
ción en sentido negativo, junto con un oficio de salida del país. El inm argumentó que el 
migrante no había presentado un documento de autoridad competente en el que se le 
reconociera como víctima de delito grave; por tanto, Migración tampoco lo identificaba 
como tal. 

La víctima solicitó que la fedcci le informara sobre el estado que guardaba su averigua-
ción previa. Se le respondió que efectivamente tenía la calidad de víctima, por lo que interpuso 
recurso de revisión ante el inm. Tres meses más tarde, el inm resolvió que se dictara una nueva 
resolución que fuera congruente entre lo que se resolviera y los documentos que integraban 
el expediente.

En otro caso, el personal del inm no informó a una persona migrante víctima de 
un delito –cuando ya se encontraba en la estación migratoria de Tapachula– de su de-
recho a interponer una denuncia, acción a la que el inm está obligado, de acuerdo con 
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6En uno de los casos documentados, 
se pudieron identificar como 
perpetradores a integrantes del 
cuerpo de protección civil estatal; 
en el otro caso, no se pudo 
determinar el cuerpo de policía al 
que pertenecen los perpetradores.

la propia Ley de Migración, coartando el derecho de acceso a la justicia a las personas 
migrantes víctimas de delito.

CASO: IXTEPEC 07
IMPORTANCIA DEL CASO: Incumplimiento de la normatividad migratoria 
por parte de agentes del inm.

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

La víctima fue asaltada y golpeada en Huixtla, Chiapas, motivo por el cual decidió regresar a 
su país. En el trayecto, fue detenido por agentes del inm, quienes lo trasladaron a la estación 
migratoria de Tapachula, Chiapas.

“Al llegar le dije al personal que me recibió que me habían golpeado y asaltado, pero no le 
dio importancia, a pesar de que mi ropa venía manchada de sangre, pero como traía mucho 
dolor, sobre todo en los dientes, le pregunté a un agente de migración si me podían regalar una 
pastilla para el dolor, al cual también le platiqué que fui golpeado y asaltado.”

Después se ser revisado por una odontóloga, la víctima fue repatriado a su país sin que los 
agentes del inm le dieran a conocer su derecho a denunciar.

Por otro lado, se documentaron casos en los que agentes estatales perpetraron de 
manera directa violaciones a los derechos humanos de las personas migrantes. En lo espe-
cífico, elementos de las fuerzas policiales6 violaron el derecho a la integridad personal de 
las personas migrantes mediante actos que involucran agresiones físicas y violación sexual. 

CASOS: IXTEPEC 08 e IXTEPEC 09
IMPORTANCIA DEL CASO: Participación de elementos de seguridad pública 
en la comisión de delitos.

SÍNTESIS DE LOS CASOS Y/O TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

En el primer caso, la víctima fue agredida sexualmente por un policía federal, en Huixtla, Chiapas. 

“Vimos un carro todo cerrado de color azul obscuro con los vidrios polarizados, el cual tenía 
una sirena en la parte de arriba. De repente la combi detuvo su marcha. Dos personas del sexo 
masculino se subieron: una en la parte de atrás donde yo venía y otra en la parte de adelante 
donde venía mi pareja.” 

En el segundo caso, la víctima fue asaltada y golpeada por policías de protección civil en el 
municipio de Arriaga, Chiapas, cuando intentaba subir al tren de carga. 

“Subía la escalera del vagón, sentí que alguien me jaló fuerte de la mochila que llevaba en la 
espalda, tan es así que caí al suelo y cuando levanté la vista vi a un policía vestido de negro, que 
venía armado, que en la espalda de ese policía decía protección civil estatal […] Le pregunté 
qué pasaba y él me dijo que me iban a hacer unas preguntas, en eso me llevaron a la parte 
posterior de una camioneta Ford, de color negro con franja blanca, en las puertas tenía un 
logo de una estrella […] Me empezaron a golpear en todo el cuerpo, con culatazos, patadas y 
puñetazos, me quitaron el dinero y me dejaron tirado en el suelo.”

Los casos documentados demuestran cómo, a pesar de que las autoridades migra-
torias y policiales de los distintos niveles reciban capacitación constante en materia de 
derechos humanos y la legislación migratoria, no son suficientes para que los agentes 
las respeten, ya que las trasgresiones se siguen presentando en total impunidad. 
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Por último, es importante señalar, como se mencionó anteriormente, el temor 
de las personas migrantes a denunciar los abusos sufridos. Al respecto, es necesario 
destacar que un retraso excesivo en la denuncia de dichos abusos puede determinar 
la prescripción de delitos tan graves como el secuestro, intento de homicidio, lesiones 
y extorsiones. En este contexto, es necesario plantear alternativas a la prescripción de 
estos delitos cuando se trate de personas migrantes en tránsito, para que más víctimas 
puedan acceder a la justicia.

En lo que se refiere al acceso a la justicia, en el caso específico de Oaxaca, la Fis-
calía de Atención a Migrantes es de reciente creación (noviembre de 2011), y todavía 
no termina de consolidarse. A pesar de la buena voluntad de sus integrantes, la Fiscalía 
aún no cuenta con los elementos necesarios para llevar a cabo sus funciones ade-
cuadamente, tales como perito médico o psicológico, policía investigadora e insumos 
materiales. En este sentido, se requieren mayores esfuerzos institucionales para que 
esta instancia llegue a operar eficientemente.

Además, aunque en general las autoridades encargadas de atender a las personas 
migrantes víctimas de delito, públicamente se muestran flexibles e incluso sensibles 
a los abusos que sufre este colectivo, en la práctica no demuestran su compromiso 
por facilitar las diligencias relativas a los procesos jurídicos. A manera de ejemplo, para 
realizar una ampliación de declaración o la corrección de un error en la denuncia, la 
persona migrante debe acudir al lugar donde fue tomada la denuncia, lo que puede 
suponer un desplazamiento largo y generarle un gasto innecesario. La situación de la 
persona migrante se complica ulteriormente si el expediente relativo a su asunto ha 
sido remitido a la jurisdicción donde ocurrieron los hechos: en este caso, en general los 
agentes del ministerio público argumentan que no están en posibilidad de realizar las 
gestiones requeridas, una vez que el expediente ha sido remitido. 

Estos puntos cobran una relevancia particular, si se considera que el 80% de los 
casos documentados entre abril y agosto de 2012 en Ixtepec son producto de hechos 
(principalmente asalto y lesiones) ocurridos en el estado de Chiapas.





LAS PUERTAS DEL SUR
IXTEPEC

APIZACO
MONTERREY

SALTILLO
PIEDRAS NEGRAS

CIUDAD JUÁREZ
ALTAR

AGUA PRIETA
TIJUANA



 A
PIZA

CO

1

2

3

4

5

6

7 9

8

1.	 BAJA CALIFORNIA
2.	 SONORA
3.	 CHIHUAHUA
4.	 COAHUILA
5.	 NUEVO LEÓN
6.	 TLAXCALA
7.	 OAXACA
8.	 TABASCO
9.	 CHIAPAS



35

C
IU

D
A

D
 J

U
Á

RE
Z

APIZACO1 

›››››››››››››››››

1En la redacción y revisión de este 
apartado participó personal del 
Instituto de Derechos Humanos 
Ignacio Ellacuría de la Universidad 
Iberoamericana de Puebla y de Un 
Mundo Una Nación, A.C.
2Testimonio del Pbro. Ramiro 
Zárate Tonix, fundador del albergue 
La Sagrada Familia, recogido en 
el programa n°8, Albergue de 
Apizaco la Sagrada Familia, de 
la serie documental “Mujeres 
Transmigrantes” de la Universidad 
Iberoamericana Puebla, 2012.

Contexto

El estado de Tlaxcala forma parte de la ruta por la que transita el flujo migratorio 
que recorre el país con destino a los Estados Unidos. Por lo tanto, forma parte 
del complejo escenario en el que interactúan los diversos actores involucrados 
en la dinámica migratoria. Los trenes de carga provenientes de Orizaba, Veracruz 
–usados por las personas migrantes para cruzar el territorio mexicano–, pasan 
por el municipio de Apizaco, que se localiza en el Altiplano Central Mexicano. El 
municipio surgió a mediados de 1860 como un campamento ferrocarrilero: aquí se 
encuentra una estación, desde donde los trenes se dirigen a Puebla o al municipio 
de Lechería en el Estado de México. 

Si bien no existen registros del inicio del tránsito de personas migrantes cen-
troamericanas por Apizaco, personas vinculadas con la atención de esta población 
señalaron que el tránsito de personas migrantes empezó a inicios de la década de 
los noventa, al menos con mayor visibilidad:2 en paralelo, surgieron en la zona ini-
ciativas comunitarias para brindar ayuda humanitaria a estas personas. Actualmente 
no existen registros estadísticos precisos acerca del número de personas migrantes 
que transitan anualmente por territorio de Tlaxcala. Los datos disponibles derivan 
de las estadísticas relativas a detenciones, aseguramientos y repatriaciones gene-
radas por el inm, así como de los registros generados por organizaciones civiles y 
grupos comunitarios que prestan ayuda humanitaria a esta población. De acuerdo 
con esta información, el volumen de personas migrantes que interrumpe su viaje 
para descansar en la ciudad de Apizaco tiende a ser bajo si se compara con la can-
tidad de personas que se observan en otras localidades del sur, como en Tenosique, 
Tabasco, o Ciudad Ixtepec, Oaxaca. 

Desde 2010, la Asociación Civil Un Mundo una Nación coordina la operación 
del albergue de apoyo a migrantes La Sagrada Familia, instalado en la explanada de la 
Capilla Cristo Rey, en las inmediaciones de la colonia Ferrocarrilera de Apizaco. De la 
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3Información presentada en el 
Segundo Informe de Actividades del 
albergue La Sagrada Familia, el 21 
de febrero de 2012.
4Entrevista con funcionarios del inm 
realizada por Gerardo Santillán, 09 
de Febrero de 2012, diario en línea 
“e-consulta”.
5Ley de Protección a Migrantes del 
Estado de Tlaxcala, artículos 14-20.

información proporcionada por este albergue se desprende que de febrero de 2010 
a febrero de 2012 se atendieron en este lugar al menos a 4,909 personas migrantes: 
4,632 hombres (132 de ellos niños) y 277 mujeres (14 de ellas niñas). De las personas 
atendidas 3,250 procedían de Honduras, 749 de El Salvador, 602 de Guatemala, 136 
de Nicaragua y 172 de otros países (Colombia, Costa Rica, Brasil, Cuba, Ecuador, Rep. 
Dominicana, Belice, Ghana, México y Estados Unidos). La edad de los varones alojados 
fluctuó entre los 17 y 45 años, mientras que la de las mujeres entre 15 a 27 años. En los 
meses de julio y agosto de 2011, y enero 2012, se registraron los picos de incremento 
de tránsito de personas migrantes.3

El principal transpor te usado para llegar hasta Apizaco es el tren que par-
te de Tenosique, Tabasco, pasando por Coatzacoalcos, Tierra Blanca y Orizaba, 
ubicados en el estado de Veracruz, hasta llegar a Tlaxcala. Algunos grupos de 
migrantes llegan al albergue de Apizaco para descansar y tomar el tren que va 
hacia Puebla, pero estos grupos no son abundantes. En general, se han observado 
tres razones principales por las que el flujo de personas migrantes en el albergue 
La Sagrada Familia no es muy alto, comparado con el que se registra en otros 
centros del país:

1.	 Apizaco no es un punto de cambio de tren para continuar la ruta hacia el norte, por  
	 lo que las personas migrantes muchas veces prefieren continuar el viaje hasta Lechería.
2.	 La parte de la población migrante que se transporta en el tren carguero para recorrer 
	 el tramo de Arriaga-Ciudad Ixtepec tiende a usar otros transportes para seguir su marcha 
	 rumbo al norte a su llegada a esta última ciudad.
3.	 El albergue de Apizaco se constituyó recientemente y todavía no es tan conocido por 
	 las personas migrantes como otros albergues y casas del país. Además, de acuerdo con 
	 información proporcionada por las autoridades migratorias de Tlaxcala, en el estado fun- 
	 cionan, al menos, otras dos casas de atención al migrante, en los municipios de Hua- 
	 mantla, Chiautempan.4 

Otro actor vinculado al fenómeno migratorio en esta entidad es la Dirección de 
Atención a Migrantes, que se constituyó con la aprobación de la Ley de Protección 
a Migrantes del Estado de Tlaxcala en enero de 2011. Entre las responsabilidades de 
la Dirección está la promoción del respeto y la protección de los derechos de las 
personas migrantes; ejecutar las acciones, políticas y programas estatales en materia 
de atención a migrantes; aplicar acciones para que el tránsito de los migrantes por 
el Estado tenga un bajo impacto en lo relativo a seguridad pública, salud y demás 
aspectos sociales en los que incide esta problemática, entre otras.5 Sin embargo, en 
la práctica y de acuerdo con la información recabada durante la investigación, sus 
actividades se reducen casi totalmente a la protección de migrantes tlaxcaltecas en 
el extranjero.

En el estado se ubican también organizaciones civiles de defensa de los dere-
chos humanos, como el Centro Fray Julián Garcés y el Colectivo Mujer y Utopía, 
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6 Véase el Comunicado emitido por 
estas organizaciones en ocasión 
del encarcelamiento de Medardo 
Arrazola Rivas, preso desde el 24 
de abril en el CERESO de Apizaco, 
Tlaxcala.
7El 28 de marzo de 2012, el 
diputado Tulio Larios Aguilar 
planteó ante el pleno del Congreso 
local la iniciativa para adicionar la 
fracción V al Código Penal, la cual 
especifica que cometen delito de 
abuso de autoridad los elementos 
o encargados de una corporación 
de Seguridad Pública del Estado 
que ordenen o ejecuten actos 
de violencia física o moral, o la 
detención de alguna persona 
indocumentada, sin orden expresa 
de la instancia respectiva. Véase: 
www.proyectocinco.com/notas/
marzo12/seguridad_tlaxcala_
migrantes_28.htm. 
8Castro O. (coord.), Mujeres 
Transmigrantes, Centro de 
Estudios Sociales y Culturales 
Antonio de Montesinos, A.C./ 
Instituto de Derechos Humanos 
Ignacio Ellacuría, Universidad 
Iberoamericana Puebla, 2010, p. 76.
9Ibid, p. 75. Por su parte, la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos 
(cndh) en su informe sobre 
secuestros de personas migrantes 
de 2009 informó que de las 9,758 
personas privadas de su libertad 
en México, 5 de ellas sufrieron 
esta condición en Tlaxcala y 92 en 
Puebla.
10Se puede consultar con mayor 
detalle la información de la nota 
periodística del diario Indicemedia, 
del 4 de julio de 2011. Disponible 
en www.indicemedia.com.
mx/2011/07/el-fantasma-del-plagio. 
11“[…] Pero todo indica que la 
privación ilegal de la libertad de 
los centroamericanos no cesa en 
Tlaxcala, toda vez que el ocho de 

A.C., quienes se han sumado a las iniciativas de defensa de los derechos de las 
personas migrantes promovidas por la Asamblea Popular de Familias Migrantes y 
el Centro de Atención a la Familia Migrante, A.C., las cuales han realizado diversas 
movilizaciones para exigir a las autoridades locales la puesta en marcha de refor-
mas a la actual Ley Estatal de Migración y a la conformación del Consejo Estatal 
de Migración, establecido en la citada Ley. De igual manera se han vinculado para 
denunciar casos concretos de violaciones de los derechos humanos de personas 
migrantes centroamericanas.6

El fenómeno migratorio en la entidad también ha sido abordado por algunas 
autoridades y funcionarios estatales –aunque de manera mediática en el marco del 
proceso electoral de 2012–, quienes, entre otros planteamientos, propusieron tipi-
ficar como delito la persecución y abuso contra migrantes cometidos por diversos 
cuerpos policiacos en Tlaxcala.7

Violaciones de los Derechos Humanos de las 
personas migrantes

Secuestros y “reclutamientos”

En lo que respecta a la cabecera municipal de Apizaco –el paso de la población 
migrante rumbo al norte–, durante la investigación no se detectaron elementos 
y evidencias de secuestros masivos de personas migrantes, por parte del crimen 
organizado. En efecto, los trenes cargueros pasan a poca distancia de la cabecera 
municipal y las vías del ferrocarril cruzan calles y avenidas de tránsito intenso, por 
lo que es difícil que aquí puedan ocurrir secuestros masivos, en línea con el modus 

operandi de esta actividad. 
Sin embargo, se pudo recolectar información relativa a secuestros perpetrados 

en localidades cercanas al municipio de Apizaco. Asimismo, en los últimos años el 
equipo de Pastoral del Migrante denunció que el municipio empezaba a ser un punto 
en el cual las personas migrantes eran objeto de secuestros, principalmente, por la 
organización delictiva de los Zetas; y que además, en los secuestros estarían involu-
crados elementos de la policía municipal. Sin embargo, las autoridades municipales 
descalificaron dicha información.8 De la misma manera, pobladores de la localidad 
San José Tetel, próxima a Apizaco, informaron que algunas personas migrantes les 
refirieron que en ese lugar se mantenían a varias personas secuestradas en casas 
de seguridad vigiladas por varios sujetos, que al parecer tienen vínculos con organi-
zaciones delictivas como los Zetas.9 Durante los últimos años, diversos medios de 
comunicación han informado acerca de la operación de casas de seguridad, en las 
que son secuestrados y retenidos grupos de migrantes10 en municipios de la zona 
metropolitana de Puebla y Tlaxcala.11

Asimismo, durante la presente investigación, se obtuvo información sobre otra 
actividad relacionada con el crimen organizado: el reclutamiento forzado. El trabajo 
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marzo (2011), elementos de la 
Policía Federal, rescataron a un ilegal 
de origen hondureño, en San Pablo 
del Monte, quien llevaba doce días 
en cautiverio, en dicho operativo se 
logró la detención de tres presuntos 
responsables. Por esta razón, el 
agente del Ministerio Público de 
la Federación consignó –el seis 
de julio de 2010– ante el Juzgado 
Primero de lo Penal la averiguación 
previa PGR/TLAX-V/239/2010, a 
José Pedro Méndez Contreras, alias 
‘El Tío’; Ezequiel Páez Medina, alias 
‘El Buki’ y a Héctor López Toriz, por 
su probable responsabilidad en la 
comisión del delito de violación 
a la Ley General de Población”. 
Lo anterior es un fragmento del 
artículo de Violeta García, del 29 
de abril de 2011, publicado por 
el Diario Milenio Puebla. En línea: 
http://puebla.milenio.com/cdb/doc/
noticias2011/94735cf9dc1fc6e1994f
97a44232a12b.

consiste en seleccionar a personas migrantes con un perfil determinado para formar 
parte de la estructura de los Zetas. La información obtenida indica que en el muni-
cipio de Apizaco y en la localidad de Irolo, en el municipio de Tepeapulco, Hidalgo 
–localidad situada a cinco horas en tren y tres en autobús de Apizaco–, se da este 
tipo de práctica. En particular, durante una entrevista realizada a un empleado de 
la estación del ferrocarril en Apizaco, éste relató que en varias ocasiones se iden-
tificaron a reclutadores del crimen organizado que viajaban en el tren de carga. 
Otro testimonio reveló que en Irolo, Hidalgo, hombres armados con uniformes de 
la Policía Federal y del inm pararon el tren y obligaron a aproximadamente veinti-
cinco personas migrantes a subirse a unos vehículos en los que los transportaron 
a una casa de seguridad. En ella, seleccionaron a los hombres más robustos y les 
ofrecieron trabajo. A quienes no aceptaban, los apartaban en un cuarto y a quienes 
sí, los trasladaban a otro. 

En definitiva, debido a las infiltraciones del crimen organizado en el flujo migrato-
rio, las personas migrantes y sus defensores son cada vez más vulnerables a ser objeto 
de criminalización por parte del Estado, además de ser un blanco fácil para el mismo 
crimen organizado. 

CASO: APIZACO 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Reclutamiento de personas migrantes por parte 
del crimen organizado.

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“[…] Éramos como veinticinco en el tren... en una planicie, antes de la estación de Irolo, 
empezó a frenarse. Encendieron unas luces, eran tres camionetas de la Policía Federal y tres 
camionetas blancas, cerradas con las letras ‘inm’. Nos dijeron que nos bajáramos: ‘¡Pinches 
hondureños ojetes, aquí los cargó la chingada!’. Cuando prendieron las luces ya se subían los 
policías y si no nos bajábamos nos empujaban, tiraron como a tres”.

Todas las personas fueron tiradas al suelo, pateadas y revisadas: los agentes de la Policía Fede-
ral les dijeron que “los de migración” las iban a llevar y las subieron a las camionetas blancas. 
Las personas fueron llevadas a una casa cercana, como a quince minutos del lugar donde se 
realizó el operativo. Era una casa grande de dos pisos, color azul con rejas en vez de ventanas 
y sin vidrios. En la parte frontal había un portón de color negro. Tenía una entrada pequeña y 
al interior ya había gente. 

“[…] Nos empezaron a separar y a los más altos y grandotes les decían que tenían que 
trabajar con ellos. A los que decían que no, los llevaban a un cuarto distinto y a los que 
sí a otro”.

Los agentes estatales

Otro factor que contribuye a generar un clima de violencia en la region de Tlax-
cala tiene que ver con las acciones realizadas en el marco de la guerra contra el 
crimen organizado por par te del gobierno federal. A raíz del operativo “Veracruz 
seguro”, enmarcado dentro de la estrategia nacional contra los cár teles de la 
droga, en Apizaco –ubicado a tan solo ciento 88 kilómetros del municipio de 
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12A partir del ataque realizado al 
grupo de los Zetas en Veracruz, 
territorio conocido por estar 
bajo su control, es probable que 
muchos de sus miembros huyan a 
otros Estados como estrategia de 
repliegue o reorganización.
13Esta información fue abordada por 
diversos medios de comunicación 
local y nacional. Véase al respecto 
la nota publicada por el diario 
Reforma, el 8 de agosto de 2012, 
a firma de la reportera Ana Laura 
Vásquez.
14El 23 de abril de este año, 
Medardo Arrazola Rivas intentaba 
cruzar el territorio mexicano 
a bordo de un tren de carga, 
cuando unos sujetos quisieron 
atracarlo. Ante la petición de los 
guardias, intentaron ahuyentar a los 
maleantes, pero policías municipales 
de Apizaco confundieron a 
las personas migrantes con 
quienes intentaban robar sacos 
de arroz y, por ese motivo, 
fueron encarcelados. Para mayor 
información puede consultarse 
la nota publicada por el diario 
electrónico Agenda Tlaxcala, del 31 
de mayo de 2011. Disponible en: 
www.agendatlaxcala.com/leyendas/
index.php?nota=documentan-
violaciones-a-derechos-humanos-
de-migrantes-encarcelados.

Orizaba, en el estado de Veracruz– desde inicios de 2012, se han incrementado 
las movilizaciones y patrullaje de tipo militar. A mediados de este año, las auto-
ridades federales colocaron a la ciudad de Apizaco como un “foco amarillo” en 
materia de inseguridad. Ante este clima de inseguridad y debido a la presencia 
militar, en el municipio se estableció de manera no oficial el “toque de queda”, 
como señalaron varios vecinos y vecinas de Apizaco, con quienes se habló duran-
te la investigación. De la misma manera, durante la investigación se observaron 
vehículos militares circulando por la ciudad, rumbo a la carretera hacia el muni-
cipio de Huamantla, la ciudad de Tlaxcala y el estado de Puebla. El 10 de octubre 
de 2011, el gobierno municipal anunció la capacitación de la policía municipal 
de Apizaco por par te de un grupo de seguridad privada, con el aval del Ejército 
Mexicano, lo que implica una “militarización” de las fuerzas de policía local.12

A inicios del mes de agosto de 2012, las autoridades municipales de Apizaco so-
licitaron la presencia e intervención del Ejército Mexicano a fin de “custodiar” el paso 
de los grupos de migrantes centroamericanos que llegan y cruzan el municipio. Lo 
anterior debido a que durante julio y agosto de este año el flujo migratorio aumentó 
de manera importante, por el restablecimiento de las vías del tren en los estados 
del sur después de su afectación por la temporada de lluvias. Las autoridades muni-
cipales han justificado la presencia del ejército bajo el supuesto de garantizar que la 
población migrante no sufra delitos y violaciones a sus derechos, sujetando incluso la 
permanencia del ejército en Apizaco hasta que el inm determine la disminución del 
flujo migratorio.13

Sin embargo, las autoridades locales y estatales no han presentado a la fecha 
algún plan de acciones diseñado para atender a la población migrante en tránsito. 
En efecto, la presencia militar acaba fortaleciendo la percepción de criminalización 
que las autoridades mantienen en torno a las personas migrantes: al respecto, hay 
que mencionar los casos de personas migrantes acusadas de estar involucradas en 
el robo de mercancías trasladadas por la empresa de ferrocarriles Ferrosur, y que ha 
sido denunciado por diversas organizaciones civiles locales.14

Asimismo, los operativos de aseguramiento y detención de migrantes se dan 
en las inmediaciones de la estación del tren en Apizaco. Dichos operativos se rea-
lizan con la participación de elementos de las policías estatal, municipal y federal. 
De acuerdo con los testimonios recabados, a menudo asumen las características 
de verdaderas redadas o persecuciones, durante las cuales los cuerpos policiacos 
no cuentan con capacitación adecuada para ofrecer un trato digno y garantizar el 
respeto de los derechos humanos de las personas migrantes.

Por otro lado, la Delegación de Tlaxcala del inm cuenta con una estación migra-
toria, ubicada en el municipio de Apetatitlan, en la que asegura a los y las migrantes 
detenidos en su paso por el estado. También cuenta con una oficina de atención en la 
ciudad de Apizaco. Si bien el trato que reciben las personas migrantes detenidas en 
la estación migratoria en Tlaxcala es aceptable, es importante mencionar que diversos 
testigos señalaron el tiempo prolongado que deben permanecer en detención antes 
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15Nota publicada el 9 de febrero de 
2012, por el diario e-consulta.com. 
Disponible en: http://e-tlaxcala.com/
index.php/index.php?option=com_
k2&view=item&id=9027:por-
ser-humanitarias-casas-de-
atenci%C3%B3n-a-migrantes-
evaden-cualquier-sanci%C3%B3n
&Itemid=312&tmpl=component
&print=1.
16 Ibid.
17Castro O. (coord.), Mujeres 
Transmigrantes, Centro de 
Estudios Sociales y Culturales 
Antonio de Montesinos A.C.,/ 
Instituto de Derechos Humanos 
Ignacio Ellacuría, Universidad 
Iberoamericana Puebla, 2010.
18 “[…] Eso es lo que no me agrada 
de aquí en México, los policías 
de aquí de Apizaco, Tlaxcala. Y si 
yo hablo esto es porque aquí me 
pasó, aquí me han tumbado los 
perros. Aquí ha sido el lugar en 
el que más dificultades hemos 
tenido”, cuenta Julio César, también 
hondureño, de San Pedro Sula. 
“Nos dicen ‘párate, esta es una 
revisión’, y ya si ven dinero nos lo 
quitan y lo que traemos de valor. 
También me tiraron del tren, me 
quitaron setecientos noventa de 
mi charol que yo saco, de donde 
yo ando pidiendo. Porque yo lo 
pido, no lo robo; yo prefiero pedir 
y no robarlo, pero pinches policías 
de Apizaco, son unos rateros”. 
Fragmento de la nota publicada 
en el diario electrónico Ladobe, 
el 15 de julio 2011. Disponible en: 
http://ladobe.com.mx/2011/07/
apizaco-es-el-nuevo-lara-grajales-
%e2%80%9caqui-la-policia-nos-
roba%e2%80%9d-denuncian-
inmigrantes.

de su repatriación. Además, en el caso de personas migrantes que han sido víctimas 
o testigos de delitos o víctimas de accidentes, llama la atención y preocupa la falta de 
voluntad política y coordinación que persiste entre el inm y el Ministerio Público, para 
determinar su situación jurídica y protección.

En definitiva, la criminalización asociada a esta estrategia de control del terri-
torio tuvo implicaciones negativas sobre la seguridad de las personas migrantes 
en tránsito, así como de los defensores de los derechos humanos de este colec-
tivo. En efecto, en relación con el clima de discriminación y criminalización hacia 
la migración en tránsito en Tlaxcala, es necesario señalar el uso de este enfoque 
por par te de funcionarios de los distintos órdenes de gobierno, así como de los 
medios de comunicación. Muestra de ello han sido las declaraciones realizadas 
en el último año por algunos funcionarios del inm con relación a la presencia de 
la población migrante en el estado, y los comentarios de algunos medios con 
respecto al funcionamiento de las casas o albergues que brindan atención a la 
población migrante. 

De acuerdo con algunos medios de comunicación, las casas que en Tlaxcala 
dan atención a personas migrantes en su paso por Tlaxcala rumbo a Estados 
Unidos, operan al margen de la ley, “[…] Porque es la Policía Federal o el Insti-
tuto Nacional de Migración, los únicos autorizados para detener y alojar a los 
extranjeros con estancia ilegal en el país”. Según el Delegado Federal del inm, 
Humber to David Cueva Iglesias, “[…] ninguna de esas entidades de ayuda ha 
sido sancionada ni se tiene previsto actuar contra ellas, toda vez que se trata de 
casas humanitarias que sólo auxilian a los migrantes, no los protegen delibera-
damente […] son casas humanitarias, que al parecer dentro de su operación no 
permanece el migrante por mucho tiempo, sólo son horas porque de manera 
humanitaria apoyan a los migrantes”.15 Asimismo, el delegado federal “[…] pidió 
a otras iniciativas ciudadanas abstenerse de acoger a migrantes, ya que en mu-
chas ocasiones dentro de esos flujos hay ‘maras salvatruchas’, pues es común que 
transiten por el país y el estado en busca de llegar a Estados Unidos”.16

A la fecha, aún son limitados los estudios y repor tes que den cuenta de las 
violaciones a derechos humanos y delitos que afectan a la población migrante 
en tránsito por esta entidad.17 El flujo migratorio en tránsito por el albergue La 
Sagrada Familia de Apizaco está conformado, en su mayoría, por hombres de 
nacionalidad hondureña que han cruzado por la frontera entre Guatemala y Ta-
basco. La mayor par te viene huyendo de la situación de violencia generalizada de 
su país, provocada por el narcotráfico, las pandillas, la inestabilidad política y eco-
nómica. De acuerdo con registros realizados por el albergue La Sagrada Familia, 
4,050 personas migrantes de origen centroamericano transitaron por Tlaxcala, 
entre el 01 de octubre de 2010 al 15 de noviembre de 2011. De acuerdo con 
la información recabada por el albergue, todos sufrieron maltratos y/o violacio-
nes a los derechos humanos en su trayecto, y muchas por parte de la autorida-
des federales, estatales o municipales.18 Si bien estas agresiones contra personas 
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19Información retomada del boletín 
de prensa hecho público por Un 
Mundo una Nación, A.C., el 01 de 
septiembre de 2012, frente a la falta 
de respuesta de las autoridades en 
relación al retiro de las barreras de 
concreto en las inmediaciones de la 
estación del tren de Apizaco y del 
albergue para migrantes La Sagrada 
Familia.

migrantes en Tlaxcala no se ven reflejados en informes y estadísticas oficiales, la 
ciudadanía y los medios de comunicación dan cuenta de numerosos eventos que 
pueden llegar a constituir delitos o violaciones a los derechos humanos. Por tanto, 
es indispensable que las autoridades documenten esta realidad para conocer cuál 
es el estado actual de la vigencia de los derechos humanos de las personas migran-
tes en su paso por Tlaxcala y Puebla.

La empresa Ferrosur

Durante la investigación se pudo documentar cómo, en algunos casos, los mismos 
encargados de la seguridad de la empresa privada ferroviaria Ferrosur golpearon y 
detuvieron a las personas migrantes que intentan subirse al tren para continuar su 
ruta. Lo anterior es de conocimiento de las y los vecinos del municipio de Apizaco que 
viven en las inmediaciones de la vía férrea. Asimismo, a principios del mes de junio de 
2012, la empresa Ferrosur instaló barreras de concreto en ambos lados de las vías del 
tren a lo largo de aproximadamente un kilómetro, poco antes de la estación del tren, 
ubicada en la colonia Ferrocarrilera en la ciudad de Apizaco, en proximidad al albergue 
La Sagrada Familia. 

Ante tal situación, Un Mundo Una Nación, A.C., estableció contacto con diversas 
instituciones y autoridades para expresar su preocupación debido a los riesgos y 
accidentes que pudieran enfrentar mujeres y hombres migrantes que usan el tren de 
carga como su principal medio de transporte por México. Sin embargo, el Ayunta-
miento de Apizaco y la Delegación de Tlaxcala del inm alegaron que dicha situación 
es competencia de la Secretaría Federal de Comunicaciones y Transportes, quien 
se ha mantenido hermética ante la petición de audiencia de la organización. Lo 
anterior constituye una muestra de la falta de disposición y voluntad política de las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno para atender demandas ciudadanas y 
de índole humanitaria a favor de los derechos humanos de las personas migrantes. 
Por el contrario, la empresa Ferrosur continuó colocando barreras, durante el mes 
de agosto, en las cercanías de la estación del ferrocarril y en el tramo posterior a 
donde esta se ubica.

De acuerdo con las investigaciones realizadas por Un Mundo Una Nación, hasta 
mediados de septiembre de 2012 se han presentado al menos 7 accidentes ocasiona-
dos por dichas barreras. Las víctimas fueron 5 personas de origen hondureño, de entre 
19 y 31 años, una persona de origen salvadoreño de 18 años y un menor de edad, 
de origen guatemalteco, de 17 años. Debido al accidente, una de las víctimas, un joven 
hondureño de 19 años, sufrió la amputación de dos extremidades (superior e inferior): 
este ha sido el percance cuyas consecuencias fueron de mayor gravedad. Asimismo, se 
han registrado testimonios de personas migrantes que fueron atendidas en el albergue 
La Sagrada Familia y que refirieron la dificultad para subir y bajar del tren ocasionada 
por las barreras, atestiguando el riesgo que estas ocasionan a la integridad física de 
niños, mujeres y hombres que usan el tren.19
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1Este apartado fue redactado por 
el personal de Casa del Migrante 
Casa Nicolás de Guadalupe, Nuevo 
León, y revisado en colaboración 
con i(dh)eas.
2Por Zona Metropolitana de 
Monterrey se hace alusión a los 
municipios de Apodaca, Cadereyta 
Jiménez, García, Gral. Escobedo, 
Guadalupe, Juárez, Monterrey, 
Salinas Victoria, Santa Catarina, 
San Nicolás de los Garza y San 
Pedro Garza García y Santiago. 
inegi, Delimitación de las zonas 
metropolitanas de México, 2005, 
disponible en: http://www.inegi.
org.mx/prod_serv/contenidos/
espanol/bvinegi/productos/
geografia/publicaciones/delimex05/
DZMM_2005_0.pdf

Contexto

La ciudad de Monterrey se ha caracterizado en el imaginario colectivo de México 
como el centro pujante y de desarrollo por excelencia del norte del país. Esta fama 
impacta no solo a aquellos que durante principios del siglo xx buscaron mudar su 
residencia a esta ciudad buscando una mejor calidad de vida: actualmente, Monte-
rrey es, aunque desestimado como tal, un punto geográfico que cobra cada vez más 
importancia en el flujo migratorio irregular de personas que buscan llegar a la fronte-
ra con Estados Unidos. La capital del estado de Nuevo León se convierte, de acuerdo 
con los testimonios recabados en Casa Nicolás, como el “destino trampolín”al que 
llegan las personas migrantes indocumentadas antes de subir a las zonas fronterizas 
de los Estados de Tamaulipas o Coahuila, e intentar cruzar el Río Bravo. 

Monterrey funge entonces como una ciudad de tránsito, de destino y de retorno 
de migrantes. El hecho de que en la ciudad “hay trabajo”, como las mismas personas 
migrantes lo refieren, promueve que planeen llegar a buscar en la ciudad un empleo 
que les permita reunir dinero para poder pagar su viaje hasta la frontera, o simplemen-
te esperar a que su familia en Estados Unidos les envíe el monto que necesitan para 
pagarle al “pollero” o “coyote” que las cruzará a Estados Unidos. Sin embargo, el flujo 
de migrantes no solo se da en sentido sur-norte (en este caso, se trata mayoritaria-
mente de personas de origen centroamericano) sino también norte-sur por parte de 
personas de nacionalidad mexicana que han sido deportadas o que no logran cruzar 
el Río, y que “bajan” mientras planean qué hacer, al ver sus planes truncados. 

En lo que se refiere a los migrantes en tránsito hacia la frontera, en su mayoría pro-
venientes de Saltillo o de San Luis Potosí, llegan a Monterrey principalmente en tren, 
aunque también hay quienes lo hacen en autobús. Alrededor de 5,000 migrantes pasa-
ron por Monterrey y su Zona Metropolitana (zmm)2 el año pasado, de acuerdo con una 
estimación que se calculó en función de los registros de ingreso de las dos Casas de 
Migrantes que hay en la zmm: la Casa Nicolás y la Casa del Forastero de Santa Martha. 
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3Véase al respecto el artículo “Una 
ama de casa se solidariza con los 
migrantes”, publicado en junio 
de 2012 en el periódico Somos 
Migrantes (edición impresa). P. 10.
4Véanse al respecto el artículo 
“Cinco heridos por balacera en 
Libramiento”, Milenio Noticias, 
viernes 6 de mayo, 2011 http://
www.milenio.com/cdb/doc/notici
as2011/94735cf9dc1fc6e1994f97
a442b95e11; “Decomisan armas 
tras balacera en Libramiento 
Noroeste”, Televisa Monterrey, 
31 de julio, 2012  http://www.
televisaregional.com/monterrey/
noticias/Decomisan-armamento-
tras-balacera-en-Libramiento-
Noreste-164474296.html; “Dejan 
ejecutado en Libramiento en 
Escobedo”, El Porvenir, lunes 6 de 
agosto, 2012 http://www.elporvenir.
com.mx/notas.asp?nota_id=603868; 
“Tren le cercena el brazo a 
migrante hondureño”, Conexión, 
viernes 17 de agosto, 2012  http://
conexihon.info/noticia/derechos-
humanos/migraci%C3%B3n/
tren-le-cercena-el-brazo-migrante-
hondure%C3%B1o. 
5Reunión sostenida en la Delegación 
Regional del inm en Nuevo León, 25 
de julio de 2012. 

Sin embargo, se ha identificado que el problema de la falta de visibilización del flujo 
migratorio por la zona se debe precisamente a la carencia de un esfuerzo conjunto y 
sistemático por estudiar la situación de los migrantes en su tránsito por este espacio 
geográfico. Este informe, en tanto que primer esfuerzo, responde a esa necesidad.

El flujo migratorio de tránsito por la zmm

Las personas migrantes que llegan a Monterrey por tren mediante la ruta Ciudad de 
México-Nuevo Laredo, de la compañía ferroviaria Kansas City Southern de México 
(kcsm), provenientes de la ciudad de Saltillo, arriban al municipio de Escobedo, ubicado 
en los alrededores del Libramiento Noroeste. En esta zona pueden encontrarse con 
operativos del inm, de la Policía Municipal, o con halcones del crimen organizado listos 
para secuestrarlos a su bajada del tren.3 Además, en esta zona frecuentemente se 
suscitan enfrentamientos entre grupos del crimen organizado, por lo que es un lugar 
que exacerba la posibilidad de que las y los migrantes sufran agresiones y violaciones a 
sus derechos, además de los propios accidentes relativos al uso del tren como medio 
de transporte.4

En una reunión5 entre Casa Nicolás con la Delegada Regional del inm en Nuevo 
León, la Lic. Irma García, ésta sostuvo que frecuentemente recibe peticiones de las au-
toridades del municipio de San Nicolás de los Garza, aledaño a Escobedo, de mantener 
operativos constantes en la zona a fin de detener a las personas migrantes, puesto que 
los vecinos se quejan del incremento de robos o disturbios en la comunidad y señalan 
a aquéllas como las perpetradoras. Este comentario denota la criminalización a priori 
que se ciñe sobre la persona migrante entre la sociedad, puesto que ante la carencia 
de evidencia que la señale como responsable de la comisión de delitos, se echa mano 
de su condición de otredad y de la sospecha que genera de que es “diferente” para 
hacer categorizaciones sobre su persona. 

Los principales peligros a los que se enfrentan las personas migrantes en la zona 
son el hostigamiento, la extorsión y el secuestro, tanto a manos de las autoridades 
como del crimen organizado. La mayoría de los incidentes que han sido reportados al 
personal de la Casa Nicolás por las y los migrantes tienen que ver con el acoso de las 
distintas fuerzas de seguridad pública que, al verlos reunidos tanto en los alrededores 
de la Casa como en la ciudad, los someten a interrogatorios sobre el motivo de su 
presencia; asimismo, bajo la amenaza de llevarlos detenidos, los extorsionan o simple-
mente les roban el dinero que traen consigo.  

En otro tenor –como se mencionó anteriormente–, Monterrey se ha convertido 
también en una ciudad de destino de migrantes. Esto responde a dos razones: primero, 
a que ante la contingencia de un evento desafortunado en su tránsito por México o 
ya en la franja fronteriza, la persona migrante decide volver o llegar a la ciudad para 
buscar un trabajo y establecerse temporalmente; y segundo, la ubicación geográfica de 
Monterrey les permite estar cerca de la frontera en caso de que decidieran retomar el 
plan de cruzar a Estados Unidos, pero al mismo tiempo se mantienen a buena distancia 
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6Cifras con corte al 19 de julio 
de 2012. inegi, Boletín de prensa 
Núm. 310/12, 20 agosto 2012. En 
2011 se registraron 27 mil 199 
homicidios (datos preliminares 
a partir de la estadística de 
defunciones). Disponible en: http://
www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/
espanol/prensa/Boletines/Boletin/
Comunicados/Especiales/2012/
agosto/comunica29.pdf .
7Ibid.

de las ciudades fronterizas en donde las condiciones de inseguridad son mucho más 
complejas que en Monterrey. 

Situación de (in)seguridad en la zmm debido a la 
presencia del crimen organizado 

La primera ola de violencia generada por el crimen organizado en Monterrey comen-
zó a surgir entre los años 2005 y 2006, cuando a raíz de la captura de Osiel Cárdenas 
Guillén, líder del Cartel del Golfo, el Cartel de Sinaloa empezó a disputar plazas estra-
tégicas de Tamaulipas y Nuevo León anteriormente controladas por el otro cartel. En 
ese entonces, el Cartel del Golfo empleaba como brazo armado y ejecutor a un grupo 
de ex oficiales de las fuerzas armadas de México, desertores del Grupo Aeromóvil de 
Fuerzas Especiales (gafe), quienes se agruparon bajo el nombre de los Zetas. 

Durante ese par de años, relevantes enfrentamientos, homicidios y detenciones se 
sucedieron en la zmm. El resultado fue el repliegue del Cartel de Sinaloa al municipio de 
San Pedro Garza García, bastión por excelencia de esta agrupación. Aquí dieron vida a 
nuevas modalidades de crimen, asociadas a las actividades criminales de los Zetas, en-
tre ellas, el control de la piratería, la extorsión (“cobro de piso”) y el robo de vehículos. 

La segunda ola de violencia en la zona surgió a raíz de la división, en 2010, del Car-
tel del Golfo y de Los Zetas, quienes comenzaron a disputarse las plazas o territorios 
para controlar la distribución y el tráfico de drogas hacia los Estados Unidos. El terror 
y el incremento de la violencia en los enfrentamientos y en los actos de venganza y de 
represalias entre miembros de bandos contrarios fueron, y son hasta el momento, sus 
principales modus operandi. 

El reflejo del incremento de la violencia en estos años se muestra en el alza de la 
tasa de homicidios registrados en el estado. Según el inegi, en Nuevo León se come-
tieron 150 homicidios en 2005; 168 en 2006; 279 en 2007; 241 en 2008; 343 en 2009; 
951 en 2010; y 2177 en 2011.6 La tasa de homicidios por cada 100 mil habitantes en 
Nuevo León tiene una tendencia al alza: 4 en 2005; 4 en 2006; 6 en 2007; 5 en 2008; 
8 en 2009; 20 en 2010; y 46 en 2011.7

Un aspecto que comparte Nuevo León con el resto de las entidades del país, es 
que las corporaciones de seguridad pública, particularmente las municipales, se en-
cuentran infiltradas por la delincuencia organizada y, por lo tanto, no generan credibi-
lidad ni confianza entre la población. El grado de permeabilidad que el crimen organi-
zado tiene en las estructuras de gobierno y en el entramado social en Nuevo León a 
raíz del miedo, genera un ambiente adverso y de total impunidad, en donde las tareas 
de procuración de justicia y de investigación criminal no funcionan. 

Migrantes frente al crimen organizado 

La dinámica predatoria propia de las actividades del crimen organizado en Nuevo 
León sugiere que ante el recrudecimiento de los enfrentamientos (entre carteles, y 
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entre estos y el ejército, en el contexto de la guerra contra las drogas), los grupos del 
crimen necesitan abastecerse sistemáticamente tanto de recursos humanos como de 
recursos económicos que les permitan mantener su poder y control. 

Es en esta lógica que las personas migrantes, por su condición de vulnerabilidad 
jurídica y social, se vuelven, lamentablemente, el blanco perfecto de los grupos del 
crimen, así como de las autoridades corruptas de migración y de seguridad pública 
que están coludidas con ellos. Los testimonios de personas migrantes que desvelan 
las agresiones y las violaciones a sus derechos, dan a entender que esta población es 
percibida como un botín del que se pueden obtener múltiples beneficios. 

En primera instancia, las y los migrantes son una fuente de dinero. No solo están 
expuestos al robo sino que son víctimas de la práctica sistemática de secuestro, de 
donde sus captores obtienen altas sumas de dinero. También son víctimas de explo-
tación laboral, a través del reclutamiento forzado para trabajar como sicarios, como 
vigilantes de propiedades, como halcones, como reclutadores o, en el caso de las 
mujeres, como cocineras, o en la explotación sexual y de tráfico humano. 

CASO: MONTERREY 01
IMPORTANCIA DEL CASO:Secuestro de migrantes.

SÍNTESIS DEL CASO:

El día 3 de julio, a las 5 horas de la tarde en punto y mientras se encontraban aguardando a 
la apertura de Casa Nicolás, fueron “levantados” tres migrantes hondureños a manos de un 
comando armado presuntamente vinculado con el crimen organizado. 

Se interpuso una denuncia de secuestro ante la Procuraduría General del Estado de 
Nuevo León. Sin embargo, hasta el momento la presunta indagatoria realizada no ha arrojado 
resultados en ningún sentido. 

El hecho más sobresaliente que da nota del trágico destino de migrantes en el 
estado de Nuevo León se reportó el 13 de mayo de este año, cuando 49 cuerpos (seis 
eran mujeres) fueron encontrados decapitados en la entrada al poblado San Juan, mu-
nicipio de Cadereyta, Nuevo León. Las primeras investigaciones forenses determinaron 
que todos eran personas migrantes: sin embargo, hasta la fecha no hay información 
nueva sobre los móviles y los perpetradores de esta masacre. 

En línea con lo anterior, las situaciones que son más recurrentes, de acuerdo con 
los comentarios obtenidos de las y los migrantes que llegan a Casa Nicolás, son el estar 
expuestos al secuestro o al reclutamiento forzado a manos de algún cartel o de alguna 
red de tráfico vinculado a estos. El hecho de que el cártel de los Zetas domine la zmm 
implica que las actividades delictivas altamente redituables estén supeditadas y contro-
ladas por ellos. A raíz de incidentes que serán descritos en la siguiente sección, además 
de comentarios de los propios migrantes hacia los encargados de la Casa, se sugiere 
que Casa Nicolás, como muchas de las casas para migrantes en el país, se encuentra 
permanentemente vigilada por estos grupos delictivos, quienes observan la dinámica 
del lugar, y a quienes ahí se albergan. 
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CASO: MONTERREY 02
IMPORTANCIA DEL CASO: Vulneración a la integridad de los migrantes 
albergados en Casa Nicolás y de sus colaboradores. 

SÍNTESIS DEL CASO:

Los primeros días del mes de julio, ingresó a Casa Nicolás una supuesta familia, compuesta 
por un hombre mexicano, su mujer y dos supuestos hijos. Ingresaron mencionando que habían 
sido deportados por el estado de Tamaulipas y que buscaban un lugar donde quedarse, porque 
estaban esperando recibir un depósito de dinero que les permitiría hacer de nuevo el viaje y 
el cruce hacia Estados Unidos. 

El hombre fue detenido un día después de su llegada a las fueras de Casa Nicolás por la 
Policía Federal, dejando sola a la mujer y a los niños en la Casa. Él estuvo detenido tres días y 
cuando fue puesto en libertad regresó a la Casa para buscar y amenazar a uno de los mucha-
chos albergado todavía ahí, ya que supuestamente éste lo había denunciado a la Policía, aunque 
no quedó claro de qué había sido acusado. La entrada de esta persona en la Casa, provocó una 
riña que involucró a prácticamente todos los migrantes que se encontraban en la Casa en ese 
momento, incluso se provocaron lesiones a las mujeres. 

Los encargados de la Casa lograron sacar a esta persona, que durante el proceso dijo 
pertenecer a un grupo del crimen organizado (presuntamente los Zetas) y amenazó con 
hacerle daño a Casa Nicolás y a quienes ahí se encontraran. 

Posterior al evento, se decidió que por seguridad de migrantes y colaboradores, Casa 
Nicolás debía ser evacuada y quienes decidieron permanecer albergados fueron trasladados a 
la Parroquia de San Francisco Xavier. Esta evacuación duró una semana. 

Uno de los encargados de la Casa declaró que el día de la detención, la mujer que lo 
acompañaba delató que en realidad no eran pareja, que esta persona trabajaba para la delin-
cuencia organizada y que por lo tanto era mentira que venían deportados de Reynosa. Además 
reveló que la identidad de su supuesto esposo era falsa y reveló su verdadero nombre.

Asimismo, se tiene documentado que en la propia comunidad existe un lugar que 
funge como centro operativo para una célula del crimen organizado, en la cual participa 
una mujer nicaragüense que cuando llegó a la ciudad estuvo hospedada en Casa Nicolás. 

Casa del migrante Casa Nicolás

Casa Nicolás provee condiciones que favorecen el respeto a los derechos fundamentales 
de las personas migrantes y brinda servicios que atienden las necesidades básicas para 
subsistir dignamente: alimentación, atención de salud, seguridad personal y gestión migra-
toria. Por ejemplo, para hacer posible el abastecimiento de la cena que allí se brinda, ha 
sido indispensable contar con una base social sólida y organizada, como las comunidades 
eclesiales de base de la Parroquia San Francisco Xavier. A través de la donación semanal 
de alimentos en especie, estas comunidades aseguran la cena diaria de las personas 
migrantes, la cual no solo cumple con la función de alimentar al individuo, sino que tiene 
un impacto emocional positivo en él o ella que contribuye a su bienestar.

En efecto, el tránsito violento por México, así como las condiciones inseguras en 
las que se encuentran los medios de transporte usados –que no son para personas, 
sino de carga–, merman el estado físico y de salud de las y los migrantes. Además, las 
temperaturas extremas que caracterizan el sur y el norte de México agravan sus condi-
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ciones de salud, provocando enfermedades respiratorias, infecciones en la piel y lesiones 
graves, a la vez que la propia dinámica migratoria conlleva a que los tratamientos médicos 
asignados tengan que ser suspendidos. Casa Nicolás responde a estas condiciones, otor-
gando artículos de higiene personal y vinculando la atención médica a centros de salud 
del Gobierno del Estado y al Hospital Universitario. Además, ha realizado una importante 
gestión para conseguir equipo ortopédico en casos de lesiones graves.

En cuanto a proporcionar un espacio seguro para la persona migrante, los pro-
tocolos de seguridad existentes propician el establecimiento de una estancia libre de 
objetos que representen un entorno hostil; además, el registro de datos tiene la fun-
ción de proteger a la persona y personalizar su estancia. Por otra parte, dentro del 
proyecto de atención que genera Casa Nicolás, existen dos entidades: la Comisión 
Arquidiocesana de Derechos Humanos Adolfo Suárez (cadhas) y la oficina Parroquial, 
las cuales ofrecen atención, información y teléfonos de contacto, a modo de promover 
que la persona migrante también sea un sujeto activo en la búsqueda de sus gestiones.

Descripción de la población migrante atendida

Casa Nicolás atiende prevalentemente a personas migrantes que provienen de 
Honduras, El Salvador, Guatemala y Nicaragua, en ese orden. Durante 2011, la casa 
albergó a 1,500 migrantes, duplicando el número que se había presentado en 2010. 
Las mujeres migrantes que arriban a Casa Nicolás representan el colectivo más afec-
tado por las consecuencias de la dinámica migratoria. En su gran mayoría, se trata de 
madres jóvenes, no mayores de 35 años de edad, con al menos un hijo o una hija en 
sus comunidades de origen. Para la mayoría de estas mujeres, no es el primer intento 
de tránsito a los Estados Unidos, sino que –como en el caso de los varones– ya han 
tenido experiencias anteriores de cruce fronterizo. 

En general, las mujeres migrantes son encomendadas a los guías o “coyotes” cono-
cidos por algún familiar que ya se encuentra en el norte. Los guías se hacen pasar por 
sus primos o esposos para protección de ellas mismas. Cuando viajan en grupo con 
un guía, a ellas se le asignan tareas que son percibidas como “femeninas”, tales como 
la elaboración de comida o el lavado de ropa de sus compañeros de viaje, todo ello a 
cambio de protección o dinero. Durante el viaje, las mujeres migrantes cuidan mucho 
sus relaciones con los varones, ya que manifiestan que los hombres que intentan ayu-
darlas no lo hacen solo por buena voluntad, sino a menudo con una doble intención, y 
pueden ser agredidas, moral, física, o sexualmente. 

A partir del trabajo de atención realizado, se ha identificado que, una vez que 
llegan a Monterrey, las mujeres migrantes logran establecerse en los empleos con ma-
yor facilidad que los varones, e incluso, mantienen estos trabajos por un tiempo más 
prolongado que los hombres. 

En lo que respecta a los varones migrantes que ingresan a Casa Nicolás, se percibe 
que en su mayoría son mayores de 19 años, y salen de sus comunidades de origen 
acompañados, más a menudo, de vecinos que de familiares. En algunas ocasiones, a lo 
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largo del camino establecen relaciones con más compañeros de viaje y se acompañan 
de quienes les inspiran mayor confianza. En el caso de los varones, se perciben mayo-
res afectaciones de salud durante el tránsito en comparación con las mujeres: las más 
recurrentes y evidentes son las laceraciones cutáneas en cara, brazos y piernas.

En comparación con las mujeres, en una primera entrevista los varones migrantes 
demuestran una mayor facilidad para expresar haber sido víctimas de delitos o de 
abusos por parte de las autoridades y del crimen organizado. Sin embargo, al llegar a 
Monterrey tienen más dificultad que las mujeres para encontrar trabajo. El sector en 
el que encuentran empleo más fácilmente es el de la construcción, particularmente 
en la construcción del nuevo estadio de futbol que se encuentra en el municipio de 
Guadalupe, relativamente cerca de Casa Nicolás. 

Otro grupo que también llega a Casa Nicolás es el de personas mexicanas de-
portadas y repatriadas, quienes como mínimo han pasado ya seis meses en prisiones 
en Estados Unidos por su situación migratoria irregular. Al cruzar la frontera con Ta-
maulipas son dirigidos a Casa Nicolás por alguna de las casas de migrantes e incluso, 
en algunos casos, llegan a la Casa con el uniforme naranja que portaban durante su 
estancia en prisión. 
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1Este apartado fue elaborado por el 
personal del Casa del Migrante de 
Saltillo (Frontera con Justicia, A.C.).

Contexto

La Casa del Migrante de Saltillo (Frontera con Justicia, A.C.), se encuentra en Saltillo, 
la capital del estado de Coahuila de Zaragoza. En esta ciudad las autoridades contu-
vieron la violencia, resultado de la guerra emprendida por el ex presidente Felipe 
Calderón contra la delincuencia organizada, mientras que se elevaba de manera consi-
derable en los estados vecinos de Tamaulipas, Nuevo León, Durango y Zacatecas, así 
como en las ciudades de Torreón y Piedras Negras, Coahuila. 

La tensa calma llegó a su fin el día que Humberto Moreira Valdez, luego de re-
nunciar a su cargo como Gobernador del Estado, tomó protesta como presidente del 
Partido Revolucionario Institucional (pri), el 4 de marzo del 2011. Ese día, se presenta-
ron durante toda la mañana enfrentamientos armados, narcobloqueos de avenidas y 
ejecuciones. Desde esa fecha hasta ahora, la violencia en la ciudad ha permanecido, in-
crementándose incluso de manera significativa; lo anterior se explica por la protección 
que funcionarios de alto nivel dieron a los carteles de la droga que se incrustaron en 
este territorio durante toda la administración de Moreira Valdez. La entonces llamada 
Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada (siedo) 
desmanteló una parte del grupo de apoyo a los Zetas, formado por la delegada de la 
PGR, el comandante de la Fiscalía General del Estado, el director de la Policía Operati-
va, personal del Ejercito Mexicano, así como Policía Federal, Policía Estatal y Municipal, 
mientras que otras personas implicadas siguen bajo investigación. 

Desapariciones forzadas (en el estado se tienen contabilizados 1,800 casos), fosas 
clandestinas, ejecuciones, enfrentamientos armados, cobros de rentas por uso de piso, 
hombres colgados de los puentes de la ciudad o metidos en cajuelas de vehículos, se 
han convertido en la alarmante cotidianidad de casi todas las ciudades de Coahuila y 
de su capital, Saltillo. 

La organización Casa del Migrante de Saltillo (Frontera con Justicia, A.C.) se ha 
distinguido por contar con un espacio de albergue a personas migrantes, al que hemos 
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denominado Área de Atención Humanitaria. Dicho espacio se ha convertido en una 
estadía de mediano plazo para las personas alojadas, debido a que el incremento de la 
violencia en las ciudades de cruce a Estados Unidos hace cada día más riesgoso que las 
personas esperen a sus traficantes. Es por eso que la ciudad de Saltillo, más en general, 
se ha convertido en un “espacio de espera” desde hace ya casi cuatro años. 

En la siguiente tabla, se resume la información relativa al número de personas 
atendidas en la Casa del Migrante mensualmente en 2012 (hasta agosto); el promedio 
de personas atendidas diariamente, y una estimación del número de gestiones realiza-
das en el periodo.

Meses Total de hombres 
atendidos

Total de mujeres 
atendidas

Promedio de 
mujeres y 

hombres atendi-
dos/as por día

Promedio de 
gestiones realiza-

das por mes

Enero 437 8 180 5400

Febrero 505 9 170 5100

Marzo 630 12 210 6300

Abril 645 5 190 5700

Mayo 671 13 185 5500

Junio 743 8 220 6600

Julio 790 8 265 7950

Agosto 578 10 230 6900

Tabla 1: El promedio de hombres y mujeres atendidos por día es resultado de sumar los nuevos ingresos de personas, 
restar las salidas de personas y colocar el número de beneficiados/as por día. El promedio de gestiones realizadas por mes: 
La atención que genera una persona se multiplica por el número de días que permanece como beneficiado/a.

Violaciones de los derechos de las personas migrantes

Secuestros y atención integral a migrantes

Luego de un descenso en los casos registrados de secuestros a personas migrantes, 
desde el primero de julio de 2012 estos han incrementado de manera significativa, 
pero con algunas variaciones importantes en el modus operandi de los secuestradores.
De acuerdo con la información recolectada, los secuestros de personas migrantes se 
están dando en el Estado de México, principalmente en el municipio de Lechería; las 
personas secuestradas son llevadas a ciudades fronterizas de los estados de Tamaulipas 
y Coahuila, donde algunas de las personas entrevistadas refirieron que fueron colo-
cadas en las llamadas “casas de seguridad”. En cada casa se pueden alojar más de 30 
personas secuestradas. 

Sin embargo, hemos registrado casos en los que personas migrantes ya no solo 
mencionan la participación del cartel de los Zetas como el único grupo delictivo que 
las priva de la libertad, sino que han sido secuestradas por otras bandas de la delin-
cuencia organizada que se nombran enemigos del cartel de los Zetas. Según los dichos 
de los secuestrados, estas bandas dicen ser protegidas por la actual administración 
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federal, y mientras golpean a los migrantes, les dicen que entre el gobierno y carteles, 
lograrán acabar con los Zetas. Luego de estas golpizas, los migrantes extrañamente son 
puestos en libertad. 

Las personas entrevistadas refirieron la existencia de ejecuciones masivas, tortu-
ra, tratos crueles, inhumanos y degradantes, desaparición de cuerpos en tambos con 
ácido, desmembramiento de cadáveres, existencia de fosas clandestinas,  reclutamiento 
forzado para sicariato, parejas sexuales y trabajos forzados. 

Debido a la situación tan delicada que se enfrenta en el norte de México, los 
casos que han llegado a la organización se han trabajado de manera conjunta entre la 
Procuraduría de Atención a Víctimas (ProVíctima), la Fiscalía Especial para los Delitos 
de Violencia Contra las Mujeres y la Trata de Personas (fevimtra), la siedo y la cndh. Sin 
embargo, aún existen grandes ausencias de protocolos y de actuación que de verdad 
beneficien a las víctimas y que no pongan en mayor riesgo a sus defensores; estas ins-
tancias siguen operando de manera ineficiente y desarticulada. 

Actuación del Instituto Nacional de Migración

Luego de seis meses de la puesta en marcha del último programa de regulación migra-
toria por oferta laboral (se dio por concluido en mayo del 2011), el inm empezó 
a otorgar regulaciones migratorias a las personas migrantes que cumplían con los 
siguientes supuestos: 

a)	 Extranjero con hijos/as mexicanos/as
b)	 Extranjero con cónyuge con concubinato con mexicana/o 
c)	 Otros

En el caso de nuestra institución, acompañamos los procesos de regulación mi-
gratoria de personas migrantes bajo el supuesto Visa “visitante otros”; el inm, con base 
en el artículo 133 de la Nueva Ley de Migración, otorgó las visas asumiendo que la 
población migrante era en esencia población vulnerable. 

Mientras se estaba dando seguimiento a las solicitudes de regulación migratoria, 
se empezó el diálogo con el recién nombrado (en enero del 2012) delegado del inm 
en Coahuila,  Lic.  José Guadalupe Martínez Valero, a quien señalaron las anomalías en 
las que incurría la Estación Migratoria de Saltillo, no sin antes haber informado de los 
hechos a la Oficina Foránea de Reynosa de la Quinta Visitaduría de la cndh y a su 
director general Mtro. Sergio Villareal Pinzón, a quienes les pedimos de manera formal 
llevar un seguimiento minucioso de los siguientes faltas: 

a)	 Faltas al artículo 26, fracción VIII, de las Normas para el Funcionamiento de las Esta- 
	 ciones Migratorias, en donde se señala la obligación de presentar servicios de asistencia 
 	 jurídica, médica y psicológica; al respecto, destaca la negación del derecho a la asistencia 
 	 jurídica solicitada por ciudadanos dominicanos en diciembre del 2011, así como la negación 
 	 de consultas médicas solicitadas por los asegurados. 
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b)	 Faltas al artículo 26, fracción VI, en el que señala el derecho que tienen los asegurados 
	 a estar comunicados; sin embargo, el mal estado de los teléfonos públicos que se encon- 
	 traban dentro de la Estación Migratoria, imposibilitaba la comunicación de las personas 
	 migrantes privadas de la libertad por el inm.
c)	 Faltas al artículo 45 y 46 de las Normas para el Funcionamiento de las Estaciones Migra- 
	 torias sobre espacios dignos, alimentos y enseres básicos para su aseo, en el que se señaló 
 	 que el mobiliario no era suficiente y que la gente tenía que ingerir sus alimentos en el 
 	 suelo; que el poco mobiliario en existencia ya no era funcional por el desgaste propio del 
 	 uso; los dormitorios eran inhabitables en el invierno (se llega a una temperatura de -25º C);  
	 fallas en los servicios del drenaje de los sanitarios que impedía el deshecho de excremento 
 	 y ropa de cama que permanecía de manera indefinida y usada por múltiples personas 
 	 aseguradas; artículos de aseo personal excesivamente restringidos, inclusive, los referentes 
 	 al higiene de mujeres.
d)	 Faltas al artículo 26, fracción VII, referente al estado de los alimentos, donde se encontraron:  
	 alimentos embazados caducos, verduras crudas oxidadas, embutidos en mal estado, restos de 
 	 cabello y restos de insectos en alimentos; alimentos calientes presentados fríos; alimentos que 
 	 se consumen cocidos se proporcionaban crudos, restricción del consumo de agua. 
e)	 Faltas a Convención de Viena sobre relaciones consulares, en diciembre del 2011, cuando a 
 	 ciudadanos ecuatorianos se les negó el derecho de ponerse en contacto con su consulado. 

El personal de la Casa del Migrante de Saltillo se fue encontrando con personas 
detenidas dentro de la estación migratoria que eran sometidas a tratos crueles e inhu-
manos ante la omisión de los agentes del inm; asimismo, dicho personal recibió insultos 
por parte de elementos de la Policía Federal que custodia el lugar. 

Al respecto, luego de percatarnos que no existió corrección alguna y las viola-
ciones a los derechos de las personas migrantes privadas de la libertad continuaron, 
se realizaron múltiples quejas ante la cndh, mismas que no cambiaron el patrón de 
actuación el inm. 

Como consecuencia de la lentitud de la cndh y del desinterés del inm en solu-
cionar los casos, desde el Albergue se realizaron acciones de denuncias públicas de lo 
que estaba ocurriendo, mismas que provocaron la reacción negativa del Delegado de 
Coahuila del inm, quien las descalificó públicamente, diciendo que los defensores de 
derechos humanos no nos conducíamos con la verdad. 

El día 07 de abril de 2012 nos fue notificado de manera verbal por la Jefa de 
Regulaciones del inm Coahuila, Lic. Dania Guadalupe Lara Arredondo, que las regula-
ciones por “visitante otros” por motivos de vulnerabilidad no se volverían a otorgar y 
que los criterios enumerados en los artículos 132 y 133 de la Ley de Migración para el 
otorgamientos de visados serían estrictamente analizados. 

Tras este acontecimiento, el viernes 13 de Julio se agendó una reunión con el 
Delegado Regional de Coahuila y con la Jefa de Regulaciones de la delegación y el 
equipo de trabajo de la Casa del Migrante de Saltillo, con presencia del personal de la 
cndh para tratar el tema de las regulaciones. Sin embargo, tanto el Delegado como la 
Jefa de Regulaciones, de acuerdo con consultas que hicieron con sus superiores en el 
Instituto, argumentaron que en el supuesto que se menciona en la Ley de Migración 
en su artículo 133 fracción IV,  como “personas vulnerables” se deberían reconocer 



 
SA

LT
IL

LO

59

únicamente niños, niñas, adolescentes, mujeres y personas de la tercera edad”, lo cual 
no daba lugar a los hombres migrantes adultos en dicha definición. Es importante 
señalar que esta argumentación fue la respuesta, prevenida por correo electrónico, de 
un funcionario federal del que el Delegado no aceptó dar a conocer nombre y cargo, 
y que en ningún momento se trató de una circular o documento oficial del Instituto. 
Sin embargo, la valoración de un funcionario hizo que la Delegación la asumiera como 
un argumento legal vigente. 

El día 19 de julio, en coordinación con el Centro de Derechos Humanos Fray 
Matías de Córdova, Sin Fronteras y la Dimensión Pastoral de la Movilidad Humana, 
el personal de la Casa se reunió en la ciudad de México con el Comisionado de Mi-
gración, Salvador Beltrán del Río, con el fin de llegar a acuerdos sobre los visados y 
regulaciones migratorias, las entradas a Estaciones Migratorias y la definición de “Vul-
nerabilidad” referente en el artículo 133 de la Ley de Migración, puesto que en el sur, 
centro y norte del país la discrecionalidad de los procedimientos migratorios estaba 
violando los derechos de las personas interesadas.  

Tras la reunión, el inm se ha limitado a regularizar solamente a las personas ex-
tranjeras que cumplen con la mencionada interpretación estricta de los supuestos 
mencionados en los artículos 132 y 133 de la Ley de Migración, contradiciendo el Plan 
Nacional de Desarrollo de la Presidencia de la República, en dónde se especifica a la 
población migrante como vulnerable, así como los lineamientos del Consejo Nacional 
para Prevenir la Discriminación, que mencionan como grupo vulnerable a la población 
migrante. 

Por otro lado, la Delegación del inm en Coahuila se ha propuesto obstaculizar 
todos y cada uno de los trámites de regulación migratoria presentados y acompañados 
por la Casa, aduciendo requisitos arbitrarios, incluidos en los casos de solicitudes de 
refugios, visas humanitarias por víctimas o testigos del delito y renovaciones de visas 
por víctimas o testigos del delito. 

Al mes de octubre de 2012, todos los casos mencionados tienen una queja abier-
ta ante la cndh y se ha solicitado al Órgano Interno de Control del inm una evaluación 
de los mismos. 
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Contexto

El análisis de los actores que están involucrados en la dinámica migratoria de Piedras 
Negras es sumamente complejo y representativo de lo que sucede en otras ciudades 
fronterizas del noreste de México, como Nuevo Laredo y Reynosa. Ciudad geográfi-
camente extensa, como cualquier otra ciudad del norte, las áreas pobladas se encuen-
tran sobre grandes extensiones de tierra, caracterizadas por un clima completamente 
desértico. 

Más que en otros lugares de la frontera norte, en la localidad se observa la con-
fluencia de dos de los principales componentes que conforman el flujo migratorio en 
nuestro país: las personas migrantes en tránsito y las personas migrantes deportadas. 
En ambos casos, la población migrante permanece en la ciudad con el objetivo de 
cruzar a los Estados Unidos, pero bajo un contexto de riesgo inminente.

En esta ciudad se observa, claramente, la agitada y violenta interacción entre los 
actores que perfilan el escenario de la migración internacional, es decir, el crimen orga-
nizado transnacional, que en esta ciudad está representado por el grupo de los Zetas; 
las fuerzas armadas, quienes están constreñidas a combatirlos; las fuerzas de seguridad 
pública, locales y federales; las redes de tráfico de personas; y, evidentemente, las per-
sonas migrantes.

Durante la presente investigación de campo se constató que el control territorial 
que ejerce el crimen organizado en esta ciudad es absoluto. En Piedras Negras, la 
población vive en una situación constante de violencia que tanto el crimen organizado 
como las fuerzas armadas han instaurado como escenario cotidiano: el nivel de tensión 
y peligro que vive la población de la localidad es resultado de los enfrentamientos en-
tre estos actores, que se pueden dar en cualquier parte del área urbana. 

En lo que respecta a la población migrante y las redes de tráfico de personas, éstas 
tienen que someterse a las reglas que impone el crimen organizado y que, por lo tanto, 
dirige y controla la dinámica migratoria en la localidad. No existe, en Piedras Negras, 

PIEDRAS NEGRAS 
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1Se trata tanto de actores estatales, es 
decir, autoridades locales, estatales y 
federales, como empleados directos 
del crimen organizado o civiles 
forzados. En Piedras Negras, a algunos 
de estos vigilantes se les llama “focas”, 
mientras que en otras localidades, 
como Nuevo Laredo, se les dice 
“halcones”.-

ninguna posibilidad de cruzar la frontera si no se les informa y paga a los agentes de 
los Zetas: cada persona migrante que llega o que ha sido deportada a este lugar es 
reportada a los miembros de esta organización criminal, mediante la red capilar de 
control que mantienen tanto en la ciudad como en la zona próxima al centro urbano. 
En efecto, dicha organización dispone de los recursos para controlar y vigilar territo-
rios enteros, tanto urbanos como rurales y, por supuesto, las vías de comunicación. En 
este sentido, se puede afirmar que los Zetas mantienen una red de vigilancia total en 
la ciudad. 

Dicha red se compone de diversos agentes1 quienes se dedican a vigilar sobre 
los que está pasando en la localidad. Estos agentes pueden tener un lugar estableci-
do como base de operación, desde que observan avenidas y calles; o pueden estar 
asignados a un perímetro determinado, el que deben de mantener vigilado a través 
de rondines. Estos informantes son colocados en puntos estratégicos de las vías de 
comunicación o en lugares específicos de particular interés para el crimen organizado. 
En definitiva, el control que se ejerce en el territorio puede asumir formas diferentes, 
y la violencia directa es el último de los “medios” empleados por el crimen organizado 
en la localidad, en el marco de un sistema más amplio y complejo de control. 

Crimen organizado y redes de tráfico

La economía de Piedras Negras se desarrolla tanto en la industria maquiladora como 
en los “mercados” ilegales y criminales. Sin importar en qué tipo de actividad trabaje 
la población de esta localidad fronteriza, las actividades cotidianas y la vida diaria de la 
ciudad están vigiladas y dominadas por los Zetas. Evidentemente, uno de los “sectores” 
más lucrativos e importantes en este lugar es el que corresponde al tráfico de perso-
nas, dominado, una vez más, por los Zetas y por las redes de tráfico vinculadas a estos. 
En lo que se refiere al tráfico de personas, la red de vigilancia está encargada de 
informar a los agentes del crimen organizado sobre cualquier grupo de personas o 
individuo que llegue a Piedras Negras, sin importar su nacionalidad. Como se dijo 
anteriormente, la red de vigilancia dispone para este fin de informantes en puntos 
estratégicos desde los cuales es posible supervisar la llegada de personas migrantes. 
En particular, cuatro son los principales puntos de control de personas migrantes, vigi-
lados permanentemente en la localidad: la central de autobuses; la Casa del Migrante 
y sus alrededores; los accesos a los puentes internacionales por los que se realizan las 
deportaciones, y ciertos tramos de las vías del tren. Sin embargo, el trabajo más rele-
vante realizado por esta red de vigilancia es el que está relacionado con el cruce de 
personas migrantes. Éste consiste en observar, a cualquier hora del día, los movimien-
tos de las patrullas fronterizas estadounidenses, e informar sobre dichos movimientos 
a los actores encargados del cruce de personas migrantes a los Estados Unidos. 

De la misma manera, la red se encarga de informar a los agentes del crimen or-
ganizado sobre los individuos o grupos de personas migrantes que llegan a la ciudad 
sin haber sido precedentemente reportados. En otras palabras, en Piedras Negras 
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el conocimiento de los agentes del crimen organizado: los “coyotes” o “polleros” y los 
“guías” deben especificarles el número exacto de personas que han traído a este lugar 
para cruzar. Si los grupos o individuos llegan por su cuenta, igualmente, deben mostrar 
alguna referencia de que están debidamente incluidos en la larga lista de personas por 
las que se va a pagar “cuota”.

Cabe señalar que si bien el tráfico de personas y, en específico, los coyotes o 
polleros, se han relacionado con el crimen organizado, originalmente no forman parte 
de él, sino que constituyen uno de los tantos agentes que, como se dijo, deben pagar 
cuota a las grandes estructuras criminales para poder operar. En Piedras Negras, como 
en el resto de las ciudades fronterizas del noreste, se encuentran las figuras de los “en-
cargados de cruce”, a quienes cualquier agente de las redes de tráfico debe acudir para 
que las personas migrantes realicen el cruce a los Estados Unidos. Posteriormente, los 
“encargados” se comunican con quienes recogen y trasladan a las personas migrantes 
fuera de la zona fronteriza de ese país. Los traficantes de personas deben informar 
debidamente a los encargados de cruce sobre cuántas personas pretenden pasar a 
los Estados Unidos: por cada una, los traficantes deben pagar al crimen organizado 
aproximadamente entre 300 y 400 dólares. 

Asimismo, dentro de esta red de informantes y agentes se encuentran elementos 
de las corporaciones policíacas, tanto locales como estatales y federales. En la ciudad 
de Piedras Negras, se pudo documentar cómo agentes de policía local forman parte 
de esta red de vigilancia. A título de ejemplo, en materia de tráfico de personas, algunos 
agentes de la policía se encargan de vigilar que dicha actividad se realice conforme a lo 
establecido por los Zetas, es decir, que todos los traficantes reporten correctamente el 
número de personas que conducen hasta la frontera y que paguen la cuota establecida 
para recibir “la protección” de los grupos criminales. 

Esta última acción es esencial para entender la relación entre autoridades y crimen 
organizado en la localidad. En efecto, antes de la llegada de los Zetas a Piedras Negras, 
las redes de tráfico sobornaban directamente a las autoridades para poder operar. En 
la actualidad, ese pago se va directo a las arcas de los Zetas, quienes se encargan de pa-
gar a todos los actores vinculados en el tráfico de personas, entre ellas los agentes poli-
ciales. Por ejemplo, agentes no estatales dedicados al tráfico de personas, entrevistados 
durante el trabajo de campo, mencionaron que si algún guía o traficante no reportó 
el número exacto de personas que ingresarían a Piedras Negras, las autoridades están 
encargadas de identificarlo, detenerlo y notificar la detención de ese guía o traficante 
a los miembros del crimen organizado. El castigo por no informar correctamente so-
bre los migrantes puede ir desde la tortura hasta la muerte. Los mismos informantes 
afirmaron que la policía municipal está sujeta a las reglas establecidas de los Zetas: por 
ejemplo, de acuerdo con la información proporcionada, si algún agente policial comete 
algún error al identificar a alguna persona “buscada”, también es objeto de castigo. Por 
lo tanto, elementos de las autoridades locales son a la vez controladores y controlados 
por el crimen organizado. 
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Sin embargo, es necesario señalar que existen agentes que no están involucrados 
con el crimen organizado, aunque es muy difícil establecer la diferencia, ya que la mayo-
ría están inmersos en actos de corrupción y, por lo tanto, no se puede afirmar que no 
se involucren –de manera intermitente o constate– con el crimen organizado.

Por otro lado, la participación y el control del crimen organizado sobre las redes 
de tráfico de personas, y la ulterior criminalización de la migración, agrava la vulne-
rabilidad de las personas migrantes: en efecto, las autoridades están en posibilidad 
de justificar las acciones emprendidas en contra de la población migrante, como las 
detenciones arbitrarias o ilegales, las redadas, o el uso desproporcionado de la fuerza, 
en virtud del marco de la lucha contra el crimen organizado. En Piedras Negras, por 
ejemplo, las fuerzas armadas o la policía federal realizan redadas, cateos a casas y ho-
teles sin órdenes judiciales y, por lo tanto, completamente fuera de la ley. Además, se 
documentaron casos en los que elementos pertenecientes a estas autoridades, en el 
marco de los operativos mencionados, llegaron a extorsionar a las personas migrantes 
detenidas.

CASO: PIEDRAS NEGRAS 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Detenciones ilegales por parte de las fuerzas 
armadas y corrupción de las fuerzas de seguridad pública federal.

TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“[…] Éramos 25, estábamos en un hotel en Piedras Negras, ya estábamos para cruzar y llegó 
la marina junto con unos que eran federales, pero vestidos de civil […] eso decían. Llegaron 
a espantarnos a todos, no sabíamos ni qué pasaba, sólo nos gritaban que no nos moviéramos 
y nos esposaron […] nos llevaron a una oficina de los federales y ahí estuvimos todo el día y 
toda la noche. Ahí también estaban los “guachos” [miembros del ejército] y los de la marina 
[…] Ahí en la comandancia, los federales nos dijeron que si queríamos irnos, que les teníamos 
que pagar lo que es 1,500 dólares por cada uno y si no, pues a migración […]”.

En definitiva, en Piedras Negras la población migrante es víctima tanto del crimen 
organizado como de la violencia que se ha generado a causa de la lucha en contra del 
mismo llevada a cabo por el Gobierno de México. 
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1Este apartado fue elaborado 
por el personal del -Centro de 
Derechos de Migrante, A.C., en el 
marco del Programa de Defensa 
e Incidencia Binacional de la 
Iniciativa Norte de México.

Contexto

Ciudad Juárez, Chihuahua, siempre ha sido una ciudad de trabajo y, por lo tanto, de 
migrantes. Hay una fuerte relación entre la industrialización de las últimas décadas –por 
la instalación en la ciudad de empresas maquiladoras extranjeras– con el fenómeno 
de la inmigración. Las cuestiones económicas y laborales son las principales causas 
para migrar en busca de una mejor calidad de vida y empleo, y la disponibilidad de 
trabajo hace a esta ciudad atractiva por las oportunidades económicas que ofrece. 
Con los años, Ciudad Juárez ha atraído no sólo a la población rural del estado, sino que 
también a muchas personas procedentes de otros estados: Coahuila, Durango, Vera-
cruz y Oaxaca. A éstas, hay que añadir las personas migrantes originarias de Centro y 
Sudamérica (principalmente de Honduras, Guatemala, El Salvador y Nicaragua), quie-
nes han llegado a la frontera juarense en su camino hacia los Estados Unidos o bien, 
han decidido establecerse de manera definitiva en esta ciudad enriqueciéndola con 
una vasta diversificación cultural que la hace única.

Debido a los niveles tan altos de violencia que se vivieron desde principios del 
sexenio del presidente Felipe Calderón Hinojosa, una gran cantidad de habitantes de la 
ciudad se vio forzados a desplazarse: algunos regresaron a sus comunidades de origen 
y otros emigraron a los Estados Unidos, especialmente a la localidad de El Paso, Texas, 
usando su tarjeta de cruce fronterizo –conocida como visa láser– con las consecuen-
cias negativas de que, al haber permanecido sin permiso más de seis meses, se acumula 
“presencia ilegal” en el país norteamericano. La penalización puede ir de tres años 
para las personas que superaron los 180 días previstos por la visa, a los diez años de 
castigo (no poder solicitar ningún tipo de visado para ingresar a los Estados Unidos de 
América) para quienes hayan superado el año. 

Asimismo, aumentaron significativamente las solicitudes de asilo en Estados Uni-
dos: de las 254 en 2009, pasaron a 2,973 en 2011 y a casi 5,000 hasta septiembre del 
2011. La causa principal es el narcotráfico, según lo informa el Servicio de Ciudadanía e 

CIUDAD JUÁREZ1 
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Inmigración de Estados Unidos (uscis, por sus siglas en inglés), quien también señala 
que en el año 2009 se autorizaron 49 solicitudes de asilo solamente, por lo que 
la diferencia entre la cantidad de solicitudes y los otorgamientos es abismal. Según 
una encuesta de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, en el año 2011 más 
de 24,416 personas salieron de esta urbe, ya sea por haber sido víctimas del crimen 
o bien por temor a sufrir un ataque en sus propiedades, personas o familias. Fue 
un éxodo sin precedentes, que dejó aun más debilitada la economía de la ciudad y 
produjo una sensación constante de temor y desconfianza entre las personas que 
no tuvieron opción de irse. Resultado de este proceso fueron las miles de casas 
abandonadas y vandalizadas, así como el cierre masivo de negocios particulares 
por el cobro de derecho de piso –conocido como “cuotas”– por parte del crimen 
organizado.

Sin embargo, en los últimos tiempos la economía juarense se ha reactivado len-
tamente: la apertura y reapertura de negocios que está viviendo actualmente Ciudad 
Juárez no es producto de una estrategia por parte de ninguno de los niveles de go-
bierno, sino de la fortaleza de sus habitantes y su arraigo a la ciudad que los ha acogido, 
quienes siguen dispuestos a apostar por esta ciudad de infinitos contrastes.

Discriminación y violaciones de los derechos 
humanos de las personas migrantes

En este contexto de violencia e impunidad, las personas migrantes expulsadas 
desde los Estados Unidos siguieron siendo repatriadas por Ciudad Juárez, hasta que 
en agosto del año 2009 el entonces presidente municipal de esta ciudad, José Reyes 
Ferriz, pidió durante la Sexta Conferencia Anual sobre Seguridad Fronteriza –ante 
decenas de oficiales federales estadounidenses, incluida Janet Napolitano, responsa-
ble de la seguridad interna de los Estados Unidos– que se detuvieran las deporta-
ciones por esta frontera, diciendo textualmente: “Debemos parar la concentración 
de criminales en Juárez”. 

El entonces presidente municipal afirmó que se estaban repatriando “crimina-
les” a Ciudad Juárez, ignorando que en las leyes de migración norteamericanas se 
considera el “ilegal reentry”, es decir, la entrada indocumentada después de haber 
sido deportado alguna vez, como delito federal agravado que se sanciona con pri-
sión y la imposición de un castigo (la imposibilidad de regresar a Estados Unidos) 
que puede ir de 10 años a de por vida, y la deportación. 

La petición del presidente municipal generó una postura xenófoba y antiinmi-
grante en determinados sectores de la población juarense. Par te de la población 
esperaba que con el cese de las repatriaciones se disminuyeran los índices de 
delincuencia, lo cual jamás ocurrió. Al contrario, Ciudad Juárez fue considerada 
en el 2012 como la ciudad más violenta del mundo: en efecto, por tres años 
consecutivos, Ciudad Juárez tuvo la tasa más alta de homicidios en relación con 
el número de habitantes (entre otros muchos más delitos graves cometidos en 
contra de la población).
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	 Año	 Población de Juárez	 Homicidios	 Tasa x 100,000

	 2008	 1,324,582	 1,569	 118
	 2009	 1,328,351	 2,371	 178
	 2010	 1,332,131	 2,980	 224
	 2011	 1,443,104	 1,956	 136

Fuente: Observatorio de Seguridad y Convivencia Ciudadana, registro hemerográfico con datos de población de 
inegi y conapo.

Esta decisión, junto con la pésima argumentación del gobierno municipal, discri-
minante y criminalizadora hacia la población migrante, trajo como consecuencia que la 
percepción social de las personas migrantes en la ciudad se viera aún más dañada: en 
primer lugar, de acuerdo con este argumento, la gran mayoría de personas repatriadas 
debían ser consideradas como “delincuentes”. 

Por otro lado, el número de repatriaciones se redujo en un 80%: la negativa de 
que pasaran por Ciudad Juárez provocó que las personas migrantes fueran deportadas 
por otros puertos aun más peligrosos, como el estado de Tamaulipas, escenario de la 
guerra entre los narcotraficantes del Cartel del Golfo y los Zetas, y en donde las per-
sonas migrantes representan una mercancía para el crimen organizado, además de ser 
víctimas de forma constante de robos, secuestros asesinados. 

EVENTOS DE REPATRIACIÓN DE MEXICANOS DESDE ESTADOS UNIDOS, SEGÚN  
ENTIDAD FEDERATIVA Y PUNTO DE RECEPCIÓN, 2012

Entidad federativa/
Punto de recepción

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Total

Total general 28740 32064 42418 38408 35877 29797 26357 233661

Baja California 10770 11686 13733 12916 12286 10889 9061 81341

Mexicali I 6068 7028 8183 7671 6811 5740 4157 45658

Tecate 3 9 13 8 15 17 13 78

Tijuana, Puerta 
México

 
4699

 
4649

 
5537

 
5237

 
5460

 
5132

 
4891

 
35605

Chihuahua 584 974 1214 1378 1319 920 831 7220

(Cd. Juárez, Libertad 
Paso del Norte)

 
525

 
929

 
1130

 
1304

 
1247

 
876

 
763

 
6774

Ojinaga 59 45 84 74 72 44 68 446

Coahuila 3234 3151 3797 3255 3350 3811 3734 24332

Cd. Acuña 2972 2801 3442 3016 2996 3435 3538 22200

Piedras Negras II 262 350 355 239 354 376 196 2132

Sonora 5611 7244 10553 7489 5339 3754 3429 43419

Agua Prieta 197 361 2964 2226 714 438 455 7355

Naco 58 46 25 12 2 1 1 145

Nogales Uno 3970 5583 6010 4033 3487 2661 2257 28001

San Luis Río 
Colorado

 
1383

 
1241

 
1548

 
1214

 
1134

 
652

 
710

 
78882

Sonoyta 3 13 6 4 2 2 6 36
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2Art. 1: “[…] Queda prohibida 
toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, 
la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, 
las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga 
por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las 
personas […]”.
3Art. 11: “Toda persona tiene 
derecho para entrar en la republica, 
salir de ella, viajar por su territorio y 
mudar de residencia, sin necesidad 
de carta de seguridad, pasaporte, 
salvoconducto u otros requisitos 
semejantes. El ejercicio de este 
derecho estará subordinado a las 
facultades de la autoridad judicial, en 
los casos de responsabilidad criminal 
o civil, y a las de la autoridad 
administrativa, por lo que toca a 
las limitaciones que impongan las 
leyes sobre emigración, inmigración 
y salubridad general de la republica, 
o sobre extranjeros perniciosos 
residentes en el país […]”.
4Art. 16: “Nadie puede ser 
molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino 
en virtud de mandamiento escrito 
de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del 
procedimiento […]”.

Tamaulipas 8541 9009 13121 13370 13583 10423 9302 77349

Miguel Alemán — 2 1 2 2 — 1 8

Nuevo Laredo I 
“Miguel Alemán

 
122

 
146

 
186

 
119

 
112

 
94

 
97

 
876

Nuevo Laredo I1 
“Juárez - Lincoln”

 
3407

 
3691

 
4453

 
4493

 
4235

 
3766

 
3612

 
27657

Nuevo Progreso - 
Las Flores

3 4 8 3 13 13 14 58

Puerta México  
(Matamoros 11)

 
4594

 
2805

 
7813

 
6385

 
8491

 
4620

 
4931

 
39639

Reynosa - Hidalgo, 
Benito Juárez I y II

 
415

 
2361

 
660

 
2368

 
730

 
1930

 
647

 
9111

(-) Significa cero.
Nota: Los lugares en la frontera norte donde se lleva a cabo la repatriación de mexicanos desde Estados Unidos se 

encuentran establecidos en el “Memorándum de entendimiento entre la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Departamento 
de Seguridad Interna de los Estados Unidos de América sobre la repatriación segura, ordenada, digna y humana de nacionales 
mexicanos”, suscrito el 20 de febrero de 2004 y en los “Arreglos locales para la repatriación de nacionales mexicanos desde 
Estados Unidos”. Según el Memorándum y los arreglos locales, existen 26 puntos oficiales, sin embargo, en el estado de Baja 
California actualmente no existen repatriaciones por el punto de Mesa de Otay; en el estado de Chihuahua, en los puntos de 
internación de Puerto Palomas, Zaragoza y Porfirio Parra, las repatriaciones son esporádicas; mientras que en el estado de 
Tamaulipas los puntos de Miguel Alemán, Puente Camargo y Puente B&M, únicamente funcionan como puntos de repatriación 
en casos de emergencia; en el estado de Sonora, las repatriaciones por los puntos de Sásabe y Sonoyta las repatriaciones son 
esporádicas, y en el punto de Nogales Tres, quedaron suspendidas de forma definitiva por la autoridad estadounidense hasta 
nuevo aviso. 

Las cifras se refieren a eventos, debido a que una misma persona pudo haber sido repatriada en más de una ocasión.

Fuente: Centro de Estudios Migratorios del Instituto Nacional de Migración, con base en información registrada en 
los puntos oficiales de repatriación.

Actualmente, en Ciudad Juárez las personas migrantes son víctimas de acoso por 
parte de las corporaciones policiacas, especialmente de la policía municipal –a cargo 
de Julián Leyzaola Pérez, actual Secretario de Seguridad y quien antes laboró para el 
municipio de Tijuana con el mismo cargo, recibiendo críticas y recomendaciones por 
organismos públicos y civiles de derechos humanos, hasta que fue retirado de su cargo. 
Una de las medidas de seguridad instrumentadas por este funcionario en Ciudad Juá-
rez es la exigencia de portar una identificación oficial vigente. Lo anterior ha afectado 
a toda la población y especialmente a personas de bajos recursos, que por alguna 
razón no han podido tramitar su credencial para votar ; y por supuesto ha afectado a 
las personas migrantes, tanto originarias de Centro y Sudamérica como a los conna-
cionales, quienes en una gran mayoría son repatriados sin que se les haya devuelto sus 
pertenencias, entre ellas sus identificaciones.

Esta medida, violatoria de los derechos humanos y de lo establecido en los 
ar tículos 12, 113 y 164 de la Constitución Mexicana, ha provocado un sinfín de abu-
sos, como extorsiones y robos, por parte de policías municipales, quienes al darse 
cuenta que las personas no pueden ni darles dinero, ni portan ar tículos de valor, 
los arrestan y los presentan ante el Juez de barandilla por faltas al Bando del Policía 
y Buen Gobierno, alegando que han “escandalizado” en la vía pública, o bien que 
han cometido la falta administrativa de vagancia, por lo que el juez les sanciona con 
algunas horas de arresto.

En dos casos, el Centro de Derechos Humanos del Migrante (cdhm) intervino 
logrando en un caso la liberación de un ciudadano mexicano; en otro caso, no fue 
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tervención de la Oficina Regional de la cndh. En ambos casos las personas migrantes 
no han deseado interponer queja o denuncia alguna. De acuerdo con información 
publicada recientemente, la medida de la “obligatoriedad” de la identificación, tan 
sólo en el mes de julio de 2012, determinó la detención de más de 13,000 personas.

CASO: CIUDAD JUAREZ 01
Importancia del caso: Robo, agresión física y arresto injustificado.

G., un hombre originario de México, D.F., tenía un trámite de VISA tipo U de los Estados 
Unidos de América, por haber sido víctima de delito y haber colaborado con las autoridades 
(requisito para obtener este tipo de visado): fue repatriado aproximadamente un año antes y 
estaba en espera de que se resolviera el trámite para poder ingresar de nuevo a los Estados 
Unidos en donde se encuentran su esposa e hijos.

Al llegar a Ciudad Juárez, lugar por el que fue deportado, G. no tenía acta de nacimiento 
ni identificación oficial mexicana vigente, pues llevaba casi 20 años viviendo en los Estados 
Unidos: en varias ocasiones ha sido arrestado por falta de identificación, y en dos ocasiones 
ha sido detenido por supuestas faltas al bando de policía y buen gobierno.

La primera vez que fue arrestado, G. fue interceptado a mediodía en la zona centro de la 
ciudad por oficiales municipales que le pidieron que se identificara, y sin más lo empezaron a 
registrar corporalmente y le encontraron dos celulares, que intentaron robarle. Al negarse, G. 
fue arrestado y presentado ante barandilla con el cargo de haber estado “escandalizando en 
la vía pública”. Afortunadamente G. se puso en contacto con el cdhm, que pudo comunicarse 
con el Juez de barandilla. Este escuchó la versión de G. y lo dejó libre. 

La segunda vez que fue arrestado fue en la zona centro, siendo aproximadamente las 10 de la 
mañana. G. fue interceptado por dos oficiales de la policía municipal mientras se encontraba 
cenando. Los oficiales volvieron a solicitarle identificación y al registrarlo, intentaron nueva-
mente quitarle sus celulares: al negarse lo subieron a la unidad de la policía, lo condujeron a 
un lugar baldío en donde le dijeron que ahí se quedaría sin sus celulares y que le estaba yendo 
bien, pues no se lo llevarían preso. Él se negó a quedarse ahí y fue golpeado por los oficiales en 
varias partes del cuerpo. Después, los oficiales lo subieron de nuevo a la unidad en donde lo 
trajeron por varias horas hasta ser presentado a las 2:00 de la mañana del día posterior, junto 
con otras personas que los oficiales estuvieron arrestando en su recorrido. En esta ocasión, se 
les imputó haber participado en una riña con las cinco personas presentadas con él.

Una vez más, G. se puso en contacto con el cdhm. Personal del Centro acudió a la cárcel muni-
cipal conocida como “Cárcel de piedra”, donde estaba detenido G., acompañados por dos 
funcionarios de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en la ciudad, y pudieron hablar 
con la víctima. G. explicó ante el Juez de barandilla en turno los hechos como habían ocurrido; 
aun así, no hubo buena disposición por parte del Juez. Sin embargo, cuando se presentó en el 
lugar el Secretario de Seguridad Julián Leyzaola, el personal del cdhm le pidió que les atendiera 
y así lo hizo: escuchó de propia voz de G. lo que había pasado y ordenó que se les entregara 
copia de todo lo que se necesitara para poner una denuncia en contra de los oficiales. Además, 
comentó que estos oficiales estaban prácticamente despedidos de la corporación, pues para 
empezar su presencia en donde se dio el arresto no tenía razón de ser, y además pidió al 
personal del Centro que le hiciera llegar un escrito con lo sucedido.

Sin embargo, G. tuvo que pasar unas horas más arrestado, siendo que disponía de dinero para 
pagar la fianza. Al día siguiente, la víctima habló con el cdhm y los visitadores de la cndh, y 
les manifestó que no quería poner denuncia contra los oficiales debido a que no quería más 
problemas y temía a represalias. 

Actualmente, G. sigue en Ciudad Juárez: tomó algunas medidas de seguridad, como cambiarse 
de domicilio, y sigue esperando que se resuelva su trámite de VISA U para reunirse con su 
familia en los Estados Unidos.
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Dinámica de recepción, traslado seguro y regreso a lugar 
de origen de los y las migrantes

Al ser repatriados por esta frontera –específicamente por el Puente Internacional 
Paso del Norte, conocido como Puente Santa Fe– los y las migrantes son recibidos 
por el inm a través del Programa de Repatriación Humana. Los oficiales del inm les 
brindan orientación, proporcionan teléfono para que se comuniquen con sus familiares, 
atienden a quien necesite ayuda médica y finalmente se apoyan en el Grupo BETA, 
quien se encarga de trasladar de manera segura a las personas repatriadas a la Casa 
del Migrante o bien a la central camionera o aeropuerto, en caso de que la persona 
migrante cuente con los recursos para viajar inmediatamente.

Al llegar a Casa del Migrante, se les registra y se les asigna una habitación. En la casa 
hay áreas separadas para hombres y mujeres y sus hijos e hijas; se les da la asistencia y 
ropa en caso de necesitarla. Por lo general las personas repatriadas solo pernoctan en 
la Casa, en donde el personal del cdhm les brinda asesoría y apoyo para la recupera-
ción de sus pertenencias: en la mayoría de los casos estas personas son repatriadas sin 
ellas. Asimismo, desde el Centro se les auxilia en la localización de familiares, parejas o 
acompañantes de viaje que aun se encuentren detenidos. 

Al día siguiente, a primeras horas de la mañana, las personas repatriadas son trasla-
dadas por el grupo BETA, o bien por personal del Departamento de Servicio Nacional 
de Empleo del Gobierno Federal, a las oficinas de este último. Por medio del Programa 
Especial para Repatriados reciben un apoyo económico de 1,000 pesos y una plática 
respecto de cómo reincorporarse a la vida laboral en México. Asimismo, se les explican 
los posibles apoyos que ofrece esta dependencia del Gobierno Federal para iniciar un 
pequeño negocio y se les paga el boleto de autobús a su lugar de origen, sin costo 
alguno para la persona. El hecho de poder regresar a su casa, donde serán tratados 
con la dignidad debida, ayuda a bajar la presión y estrés a las personas migrantes. Sin 
embargo, estas personas se van de Ciudad Juárez con todos los conflictos internos que 
se les genera haber fracasado en su intento de trabajar en los Estados Unidos y con 
ello mejorar las condiciones propias y de sus familiares.

En general, este mecanismo de protección a las personas migrantes ha ayudado a 
que en Ciudad Juárez bajen los niveles de riesgo para la población migrante (crímenes, 
asaltos, extorsiones, secuestros, etc.) que se dan en otras fronteras.

ACTORES DE ESTA DINÁMICA DE RECEPCIÓN, TRASLADO SEGURO Y REGRESO A 
LUGAR DE ORIGEN DE LOS Y LAS MIGRANTES

Programa de Repatriación Humana: Surgido en diciembre de 2007, depende del 
inm. La finalidad del Programa es generar las condiciones que lleven a las personas mexicanas 
repatriadas por los Estados Unidos a reincorporarse al desarrollo productivo del país en 
condiciones dignas. Este Programa se ha convertido en un mecanismo que busca coordinar 
las acciones de diferentes actores para atender a las y los connacionales. Se trabaja para cubrir 
las necesidades inmediatas de las y los mexicanos que son devueltos por Estados Unidos a 
través de servicios de orientación, alimentación, albergue, atención médica, comunicación con 
familiares, y vinculación con ofertas de empleo temporal. El Programa también brinda apoyos 
económicos y descuentos para traslados locales.
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Grupo BETA: Dependiente del inm, es encargado de proveer protección y defensa de los 
derechos humanos de las personas migrantes, así como de su integridad física y patrimonial, 
sin importar su situación migratoria. El grupo actúa prioritariamente en las zonas fronterizas 
y lugares de tránsito de personas migrantes del país.

Casa del Migrante en Juárez, A.C.: Es una institución religiosa, católica, a cargo de la 
Diócesis de Ciudad Juárez. Originalmente fundada por el Beato Juan Bautista Scalabrini, en 
1887, para el servicio de las personas migrantes y refugiadas. 

Centro de Derechos Humanos del Migrante, A.C. (cdhm): Fue fundado el 19 de 
noviembre del 2001 por iniciativa de los Misioneros Scalabrinianos, quienes para ese tiempo 
dirigían la Casa del Migrante en Juárez, A.C. El objetivo del Centro es la promoción y defensa 
de los derechos humanos de las personas de origen nacional y extranjero. Si bien en sus 
inicios se enfocó principalmente en la atención a personas migrantes procedentes de Centro 
y Sudamérica en Ciudad Juárez, el cambio en los flujos migratorios en esta ciudad le ha permi-
tido a la organización dar servicio prioritariamente a las personas repatriadas desde los E.U.A.

Servicio Nacional de Empleo (sne): Es la institución pública a nivel nacional que atien-
de, de manera gratuita y personalizada, los problemas de desempleo y subempleo en el país. 
Su misión consiste en ofrecer servicios de información, vinculación y orientación, así como 
proveer apoyos de tipo económico, de capacitación y de movilidad laboral. Entre sus progra-
mas está el “Programa Especial para Repatriados”.
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1Anteriormente, Altar era un pueblo 
ganadero y agrícola.

Contexto

En la dinámica migratoria que caracteriza a México, Altar ocupa un lugar importante. Esta 
localidad está ubicada en el Estado de Sonora, a tan solo unas horas de distancia de la fron-
tera con los Estados Unidos. Aquí converge el flujo migratorio compuesto por personas 
originarias de otras zonas de México y parte del flujo compuesto por personas provenien-
tes mayoritariamente de Centroamérica, vía la frontera sur mexicana. El principal medio de 
trasporte de las personas migrantes extranjeras es el tren de carga. Este tren llega al munici-
pio de Caborca, en donde muchas personas migrantes siguen su marcha hacia los distintos 
puntos fronterizos, siempre que ya tengan el cruce fronterizo arreglado. Otros, se dirigen 
hacia Altar mediante el trasporte local, o llegan a este lugar en los autobuses dirigidos hacia 
las localidades fronterizas y que en su ruta pasan por el municipio. 

En contraste con otras localidades próximas a la frontera con Estados Unidos, o 
con las mismas ciudades fronterizas, Altar se caracteriza por una actividad económica 
basada casi exclusivamente en el tráfico de personas.1 En efecto, durante el trabajo de 
campo realizado en esta localidad, fue posible observar la dinámica diaria de interacción 
entre la población local con las personas migrantes en tránsito por el municipio. En Altar 
abundan los hoteles y lugares de hospedaje que albergan a las personas migrantes que 
llegan a este lugar, antes de realizar el último viaje a la frontera. Muchos de los numerosos 
comercios que predominantemente ofrecen alimento, ropa y calzado a la población mi-
grante están abiertos casi las 24 horas del día. Uno de los servicios más solicitados por las 
personas migrantes en la localidad es el que provee el traslado hasta la zona fronteriza y 
el cruce a los Estados Unidos. En general, la personas migrantes (tanto las originarias de 
otros lugares de México como las extranjeras) encuentran en Altar una población local 
abierta y receptiva al tránsito migratorio y, por lo tanto, gozan de cierta libertad personal 
en comparación con otras localidades de tránsito migratorio en el país.

Las entrevistas realizadas con actores locales no estatales evidenciaron que el auge 
de Altar como último punto del tránsito migratorio antes de llegar a la franja fronteriza 

ALTAR 
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2Véase al respecto el artículo de 
Eileen Truax, Primera parte: Altar, la 
economía de la migración, publicado 
el 19 de junio de 2006 en el blog 
de la autora. Disponible en línea 
en: http://eileentruax.wordpress.
com/2006/06/19/primera-parte-
altar-la-economia-de-la-migracion. 
3Martínez O., Los migrantes que no 
importan, Icaria, 2010, p. 58.

que va desde la localidad de Sonora hasta Nogales, en el Estado de Sonora, empezó 
a finales de los años noventa y principios de la primera década del 2000. El sacerdote 
Prisciliano Peraza explicó que Altar, como punto de tránsito de personas migrantes, 
llegó a su clímax en los años 2005 y 2006: en estas fechas se reportaron alrededor de 
2,000 personas migrantes transitando al día por la zona.2

En paralelo, en dichas fechas, el número de hoteles, casas de huéspedes (casas ha-
bilitadas para la recepción de personas migrantes, generalmente vinculadas a la dinámi-
ca del tráfico de personas), tiendas de ropa, calzado y alimento destinadas a atender a 
la población migrante se multiplicaron en el municipio. Asimismo, el flujo migratorio se 
redireccionó hacia Altar y la franja fronteriza Sonora-Nogales, a partir del reforzamien-
to de la vigilancia del lado estadounidense de la frontera entre San Diego y Tijuana.3 En 
definitiva, las políticas estadounidenses en materia migratoria terminaron trazando la 
nueva ruta para las personas migrantes rumbo a los Estados Unidos.

En este contexto, el tráfico de personas comenzó a convertirse en un oficio para 
la población de Altar. El flujo de personas migrantes (llamadas “pollos”), que anterior-
mente se dirigían en autobuses hasta la ciudad de Tijuana, comenzó a dirigirse a Altar 
hasta convertirlo en su principal destino en la zona. Durante la visita de campo reali-
zada, frente a la parroquia y la plaza central de Altar, así como en otros puntos de la 
avenida principal, los “juntapollos” o “enganchadores” ofrecían a las personas migrantes 
los servicios de hospedaje, el “raite” –como se le llama al viaje desde Altar hasta algún 
punto de la frontera Sonora-Nogales– y el cruce fronterizo, a cambio del monto solici-
tado por el traficante de personas para el que trabajaban. En los mencionados puntos 
fronterizos, un guía se encarga de llevar a las personas migrantes a través del desierto 
hasta el lugar, ya en territorio estadounidense, acordado con los responsables de la 
etapa final del trayecto. Aquí las personas migrantes son entregadas a los traficantes 
encargados de “levantarlos” y llevarlos hasta el punto de pago en Estados Unidos.  

El tráfico de personas migrantes como actividad económica principal de esta loca-
lidad es innegable, así como el nivel de eficiencia con el que se lleva a cabo. Durante la 
presente investigación se observó que, desde la llegada de los autobuses provenientes 
de distintas partes del país, los “enganchadores” comienzan a ofrecer los servicios de 
hospedaje y cruce a las personas migrantes que bajan de estos transportes, aunque la 
mayoría ya hayan contratado a algún traficante de la zona. En ambos casos, las personas 
migrantes son trasladadas en camionetas hasta algún hotel o lugar de hospedaje: aquí 
esperan el día en el que el traficante las traslade en alguna van –como suelen llamar a 
las camionetas– hasta algún punto de la franja fronteriza, en donde aguardarán al guía 
al que seguirán para cruzar a los Estados Unidos.

Inseguridad y violaciones de los derechos humanos 
de las personas migrantes

El recrudecimiento de las disputas por el dominio del territorio para el trasiego de 
drogas, por parte del crimen organizado transnacional, ha modificado la dinámica del 
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4Archivo periodístico del Centro 
Comunitario de Atención al 
Migrante y Necesitado (cammyn).

tráfico de personas en la zona de Altar. Si bien la presencia del crimen organizado en 
la región no es algo novedoso, sí lo es el control que ahora ejerce sobre el tráfico de 
personas y, en consecuencia, sobre la población migrante y la local. A diferencia de la 
frontera noreste, controlada por los Zetas, esta zona está dominada por el cartel de 
Sinaloa, al que los traficantes locales tienen que pagar una cuota por cada persona 
migrante que desee cruzar hacia los Estados Unidos.

Anteriormente, de acuerdo con la información recolectada, los traficantes pagaban 
cierta cantidad de dinero a las autoridades migratorias o a las corporaciones policiacas para 
operar, como también ocurria en otras localidades (por ejemplo, Piedras Negras). Sin em-
bargo, actores locales no estatales entrevistados durante el trabajo de campo aseguraron 
que esta dinámica fue cambiando en paralelo con la llegada de personas provenientes del 
estado de Sinaloa a la zona de Altar. Estas personas comenzaron a integrarse a la dinámica 
local del tráfico de personas, principalmente como “enganchadores” o “juntapollos”, aun-
que en la localidad se refirieran a ellos como “robapollos”, ya que intentan convencer por 
todos los medios a las personas migrantes de irese con ellos y, por consiguiente, con el 
coyote para el que trabajan. Esto sin importar que las personas ya tengan el viaje arreglado 
con alguien más. Asimismo, llegaron a Altar desde el Estado de Sinaloa quienes que se 
encargarían de controlar tanto el tráfico de drogas como de personas en la zona: la infor-
mación recolectada durante el trabajo de campo permitió evidenciar el vínculo existente 
entre estas personas y las autoridades locales. 

Por ejemplo, la caseta instalada por el gobierno local a la entrada de la brecha Altar-
Sásabe, principal camino usado por los coyotes para transportar a las personas migrantes a la 
frontera, es el último punto de revisión que tienen que pasar los choferes de las vanes en las 
que transportan a la gente. Quienes están en la caseta son los encargados de realizar el último 
conteo de personas dentro de la van: si en la plaza el coyote reportó que iban diez, entonces 
en esa van deben ir diez, porque por cada persona se paga cuota para el crimen organizado.4

En la actualidad, antes de llegar al municipio de Altar, las personas migrantes sufren 
asaltos y agresiones; por ejemplo, cuando el tren en el que viajan pasa por la ciudad de 
Mazatlán, en el Estado de Sinaloa.

CASO: ALTAR 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Asalto al tren por grupos de la delincuencia local.

SÍNTESIS DEL CASO Y/O TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

Cinco personas migrantes de origen hondureño venían en el tren y se juntaron en el camino 
para llegar hasta Altar. Todos fueron víctimas o testigos de dos asaltos ocurridos en Mazatlán, 
Sinaloa. Del testimonio de una de las personas entrevistadas:

“[…] De Lechería uno se va a Irapuato, luego a Guadalajara, Tepic, Mazatlán, Sufragio, Empalme, 
Hermosillo y Caborca. Después, ahí tomamos una combi para acá. En Tepic a uno le advierten 
de los cholos que están ahí en Mazatlán. Yo ya he pasado por acá, los garroteros no hacen nada 
porque les da miedo. Pues nos asaltaron entrando a Mazatlán, cuando pasamos por la colonia 
Felipe Madero; eran muchos; andan niños de quince años y más años, con cuchillos y pistolas 
y todo. Se subieron y nos gritaban de cosas […] yo no traía nada, pero la demás gente sí”.
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Al llegar a Altar, las personas migrantes aparentemente pueden circular de manera 
tranquila y sin inconvenientes por las calles del municipio, para realizar compras de equipaje 
y alimentos, sin ser molestados por las autoridades locales o agentes del crimen organizado 
–o la “mafia”, como los denominan los habitantes del lugar. A partir de la presente inves-
tigación se observó con claridad que el control del crimen organizado sobre el municipio, 
sus habitantes, las presonas migrantes y las actividades que se desarrollan, es permanente. 
En efecto, según se pudo documentar, para las personas migrantes no hay forma de salir de 
Altar sin pagar la cuota correspondiente al crimen organizado.

Las personas entrevistas durante la investigación señalaron que antes de la llegada 
del crimen organizado a Altar los traficantes de personas pagaban dinero a las autori-
dades para realizar sus actividades; actualmente, las autoridades están controladas por 
el crimen organizado y éste es ahora el que cobra una cuota a los traficantes para 
dejarlos operar. Cualquier persona migrante que llegue a Altar debe pagar una cuota 
que asciende, aproximadamente, a $3,500 pesos para salir de Altar, sin importar que se 
dirija a la línea fronteriza o quiera regresar a su lugar de origen. Al igual que en otras 
localidades del este de la frontera norte mexicana, en Altar también existe la figura del 
encargado de cruce o cobrador, que tiene la tarea de cobrar la cuota a los traficantes 
y entregarla a los agentes del crimen organizado. La situación a ambos lados de la 
frontera en cuanto al tráfico de personas y el control que ejerce sobre esta actividad 
el crimen organizado, es la misma. Aunque se trate de distintos grupos.

Ante la llegada del crimen organizado y debido a la presión que este comenzó a 
ejercer sobre las redes locales de tráfico de personas –y, por lo tanto, sobre las perso-
nas migrantes–, algunas de éstas, por diversas razones, se encontraron en la situación 
de no tener los medios para pagar la “cuota de salida” de Altar : no han tenido otra 
opción mas que cruzar droga (“burrear”), asumiendo los riesgos que dicha actividad 
conlleva. La población migrante que se queda sin recursos en Altar es la más vulnerable 
y suceptible a terminar engrosando las filas de los grupos que se dedican específica-
mente a “burrear”.

CASO: ALTAR 02
IMPORTANCIA DEL CASO: Asaltantes confabulados con traficantes de personas.

SÍNTESIS DEL CASO Y / O TRANSCRIPCIÓN PARCIAL: 

J. fue deportado de los Estados Unidos aproximadamente un mes y medio antes de ser entre-
vistado. La expulsión de Estados Unidos se realizó por la ciudad de Matamoros, Tamaulipas, 
territorio conocido por estar bajo el control del crimen organizado. En el momento de la 
entrevista, J. era “burrero” en Altar, Sonora.

J. llegó a Altar en su tentativa de volver a cruzar a los Estados Unidos; sin embargo, se quedó 
sin dinero para pagar la salida de esta localidad y el hospedaje. Entre las personas que se 
encontraban en la casa de huéspedes en la que residía, había varios muchachos que se dedica-
ban a llevar droga al otro lado de la frontera. Uno de ellos le dijo que le iban a pagar dos mil 
dólares por el viaje, así que decidió irse a “burrear”.

“[…] Pues no es que tuviera muchas opciones […] de todas maneras algo tenía que hacer 
para mantenerme vivo en este pinche pueblo […] imagínate, sin dinero, sin techo y luego en 
la calle […] no […] aquí no se puede eso. A la mafia hay que pagarle o buscarse qué hacer y 
pues así fue como me metí […] sí, yo lo decidí, pero ¿qué otra?”.
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Contexto

La ciudad fronteriza de Agua Prieta se ubica en el noreste del estado de Sonora, 
colinda al oriente con el estado de Chihuahua, al poniente y sur con los municipios de 
Naco y Fronteras, Sonora, respectivamente, y al norte con el estado norteamericano 
de Arizona. Esta localidad se ha distinguido históricamente por ser un punto fronterizo 
caracterizado por la gran afluencia de personas migrantes que buscan entrar de forma 
indocumentada a Estados Unidos, así como personas foráneas que llegan a estable-
cerse a la ciudad en busca de un trabajo mejor remunerado, encontrándolo muchas 
veces en las empresas maquiladoras. Al lado de esta fuente de ingresos, en la ciudad se 
encuentran también las actividades ilícitas, tales como el tráfico de droga y de personas. 

Agua Prieta se ha conocido como “paso seguro” hacia Estados Unidos, siendo 
que en años anteriores no existía la infraestructura de control fronterizo que hoy 
se encuentra. Fue en 2011 cuando el gobierno de los Estados Unidos levantó una 
nueva barda a lo largo de la frontera, que dobla la altura de la anterior. Asimismo, 
en el mes de mayo de 2010, el Presidente de Estados Unidos, Barack Obama, 
ordenó el despliegue de la Guardia Nacional hacia la frontera con México, con el 
objetivo declarado de fortalecer la seguridad del país, enviando para ello 1,200 
efectivos militares, en respuesta a las demandas de los dirigentes de los estados 
fronterizos del sur de Estados Unidos (entre ellos, la gobernadora de Arizona, Jan 
Brewer). El gobierno federal de los Estados Unidos incrementó además en 1,000 
agentes a la Patrulla Fronteriza, en 160 efectivos a las aduanas, asignó dos aerona-
ves no tripuladas y un presupuesto de 600 millones de dólares para la vigilancia 
en la frontera.2 Lo anterior, obligó en muchos casos a las personas migrantes a 
enfrentarse a caminos desconocidos y duraderos, con más peligro para cumplir el 
llamado “sueño americano”. 

De acuerdo con información extraoficial proporcionada por agentes consulares, 
a partir de junio de 2010 cesaron temporalmente las repatriaciones de personas mi-

››››››››››››››››› 

1Este apartado fue elaborado por 
el personal del Centro de Recursos 
para Migrantes de Agua Prieta, en el 
marco del Programa de Defensa e 
Incidencia Binacional de la Iniciativa 
Norte de México.
2Observatorio de la Migración, 
Arizona contra Obama, 2010. 
Disponible en línea en: http://www.
observatoriodelamigracion.org/OM/
Arizona_contra_Obama.html
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3El Programa de Repatriación 
Lateral pone en riesgo la integridad 
de las personas deportadas, puesto 
que los puntos de repatriación 
usados por este programa son 
las fronteras del noreste del país, 
tales como Ciudad Acuña, Piedras 
Negras (Coahuila), Nuevo Laredo, 
Reynosa y Matamoros (Tamaulipas). 
La estancia en estas últimas genera 
en las personas repatriadas miedo 
que encuentra su sustento en la 
violencia generalizada de la que 
es víctima la población migrante. 
Esta violencia se ha visto reflejada 
en diversos hechos delictivos 
acontecidos en la zona, de los que 
son víctimas grupos de migrantes, 
tanto mexicanos como extranjeros. 
Las organizaciones civiles han 
expresado el repudio a este 
Programa, pero faltan acciones a 
nivel gubernamental que lo dejen 
sin efecto, con el fin de lograr 
una repatriación verdaderamente 
segura, digna y humana.
4Información disponible en: 
www.aguaprieta.gob.mx/index.
php?option=com_content&view=
article&id=770:recibe-el-alcalde-
vicente-teran-reconocimiento-de-la-
oficina-de-la-border-patrol&catid=4
8:comunicados&Itemid=72
5Los abusos fueron documentados 
por el Centro de Recursos para 
Migrantes en Agua Prieta, Sonora, 
en el marco del Programa de 
Defensa e Incidencia.

grantes expulsadas desde los Estados Unidos por esta frontera: la razón fue la 
puesta en marcha de distintos programas para expulsar a personas de Estados 
Unidos, entre ellos la Repatriación Lateral.3 Este último programa supone la repa-
triación por una frontera diferente y distante de donde las personas migrantes in-
gresaron a territorio norteamericano. Como consecuencia, los centros de atención 
para personas migrantes de la ciudad de Agua Prieta atendieron mayormente a 
personas migrantes en tránsito (mexicanas y extranjeras) que llegaban a la ciudad 
provenientes de su lugar de origen, así como a personas migrantes expulsadas 
desde Estados Unidos. 

El flujo de repatriaciones de personas desde los Estados Unidos, que se 
mantuvo relativamente constante durante todo 2011, se incrementó conside-
rablemente en 2012, al grado que en el mes de marzo se registró el número 
más alto de migrantes atendidos por el Centro de Recursos para Migrantes, 
ascendiendo a 2,008 personas. En comparación con las 699 personas recibidas 
durante 2011, solamente en el mes de abril de 2012 el Centro recibió a 1,248 
personas, y a otras 501 en el mes de mayo. De acuerdo con estadísticas del inm, 
el Centro de Recursos para Migrantes atiende en promedio al 65% de la pobla-
ción repatriada por la frontera de Agua Prieta: de enero a agosto de 2012 fueron 
atendidas 5,240 personas, en relación con los 8,001 eventos de repatriación por 
esta frontera en el periodo señalado. Cabe señalar que la población repatriada 
por este punto fue detenida en la frontera en su intento de cruce hacia territorio 
estadounidense, y no quienes han enfrentado un proceso de expulsión desde el 
interior de aquél país.

Violaciones de los derechos humanos de las personas 
migrantes

A finales de 2011 la Patrulla Fronteriza del sector Douglas, Arizona, entregó un reco-
nocimiento al Presidente Municipal de Agua Prieta por la labor de patrullaje realizada 
por la policía municipal en la frontera del lado mexicano, labor que se manejó con el 
objeto de evitar y/o reducir el asalto a personas migrantes y otros delitos.4

En realidad, incluso durante las épocas caracterizadas por flujos migratorios más re-
ducidos numéricamente, en la ciudad de Agua Prieta se registraron detenciones arbitrarias, 
actos de abuso de autoridad, así como agresiones físicas y verbales: en particular, entre mayo 
de 2010 y mayo de 2011 se detectaron 12 actos violatorios perpetrados en contra de 
personas migrantes, entre las que destacaron el abuso físico, emocional y económico per-
petrados por agentes de la policía municipal5 e incluso un secuestro en el que, de acuerdo 
con las víctimas, estuvieron involucrados estos agentes. Estos números de ninguna manera 
representan la totalidad de los casos de violaciones de derechos sufridos por las personas 
migrantes de parte de las autoridades en la zona: el número considera solamente las perso-
nas que fueron recibidas en los centros de atención, quedando afuera aquellas que no fue-
ron atendidas en dichos centros o que decidieron no denunciar las violaciones sufridas. 
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CASO: AGUAPRIETA 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Nexos entre policía municipal y traficantes de 
personas.

TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“El día 15 de marzo de 2012 a las 19:40 horas fui detenido, frente a la puerta de entrada de la Casa 
del Migrante de esta ciudad por una patrulla de la policía (…) él me dijo que quería hablar conmigo 
y más adelante se orilló, me preguntó que de dónde venía y si quería ir para arriba, a cruzar al otro 
lado, yo le dije que no, lo que quería era ir de regreso a Puebla. Me alejé de la patrulla y me acerqué 
a las personas que se encontraban en la puerta de la oficina del albergue, siendo ellos el encargado 
de la casa y la abogada, y la patrulla no se fue, se quedó estacionada esperándome (…) me volví 
a ella, el agente me ofreció que si quería ir al otro lado, él conocía a un amigo que me podía llevar, 
yo le dije que no, que me sentía cansado, y él me insistió, le habló por teléfono a su papá para que 
se arreglara con la persona que pasa la gente y me dijo que lo esperara un rato en lo que venía, así 
que me senté en una de las jardineras de la banqueta y fue cuando se acercaron el encargado y la 
abogada a preguntarle al agente si había algún problema conmigo y él dijo que no, diciéndome a mí 
que me daría la vuelta y se fue”.

Al respecto, cabe destacar los casos registrados de detenciones arbitrarias reali-
zadas por la policía municipal de las que son víctimas las personas migrantes por no 
llevar identificación que acredite su identidad. En algunos casos esas detenciones son 
consecuencia directa de los abusos sufridos en Estados Unidos (los agentes migratorios 
norteamericanos no les devuelven las pertenencias e identificaciones); o bien, se deben 
a que las personas en tránsito hacia Estados Unidos, usualmente, prefieren no portar sus 
identificaciones por el riesgo que existe de que la información personal y datos de sus 
familiares contenida en sus documentos termine en manos de bandas criminales. 

Las detenciones de personas indocumentadas se realizaban bajo la figura de “van-
dalismo”, de acuerdo con la normativa del Bando de Policía y Buen Gobierno de Agua 
Prieta, lo que constituye un claro ejemplo de la criminalización de la que son víctimas 
las personas migrantes en esta frontera. Para justificar las detenciones, las autoridades 
se escudaban en la recepción de llamadas ciudadanas que alertan sobre una per-
sona “sospechosa” que “merodea” por el vecindario y que argumentan que puede 
representar un peligro a la seguridad de esa zona. Estas detenciones cesaron tras la 
interlocución que el Centro de Recursos para Migrantes realizó con las autoridades 
correspondientes, a partir de los abusos documentados. 

CASO: AGUAPRIETA 02
IMPORTANCIA DEL CASO: Criminalización de las personas migrantes.

Un hombre migrante indicó que el 22 de mayo de 2012, al caminar por un fraccionamiento de 
Agua Prieta, Sonora, un agente de la Policía Municipal se le acercó, preguntó dónde vivía, de 
dónde era y solicitó su identificación. Él le mostró su CURP al agente y este preguntó si era 
mexicano o centroamericano. El agente le pidió que subiera a su unidad, que sólo lo llevarían 
a verificar sus datos y si tenía antecedentes penales. Él accedió y estuvo detenido desde las 
11:30 horas hasta las 4:30 horas del día 24 de mayo.
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La abogada del Programa de Defensa e Incidencia Binacional acudió el día 24 de mayo a 
la sección de Barandilla de Seguridad Pública para solicitar información sobre la detención de 
esta persona. Aquí la atendió un Juez Calificador, quien indicó que a la persona se le había dete-
nido por “vagancia”, porque en el lugar donde fue detenido se han cometido algunos robos y 
hay personas residentes de esa zona quienes alertan con llamadas telefónicas a la Policía, sin 
proporcionar mayor información al respecto.

Sin embargo, a principios de 2012 se detectaron casos de detenciones de personas mi-
grantes por parte de los agentes municipales ya no en la calle, sino directamente en las casas de 
huéspedes donde se albergaban, para ser llevados a disposición de Seguridad Pública. Este modus 

operandi de la corporación policiaca, lesivo de los derechos fundamentales de las personas de-
tenidas, fue declarado ante organizaciones gubernamentales de los tres niveles de gobierno, lo 
cual bastó para que a la fecha de septiembre 2012 no se tenga registro de otro caso semejante. 

Un caso particularmente grave se documentó a principios del mes de marzo de 2012, 
cuando se detectó a un agente municipal mientras intentaba capturar a un hombre frente a 
la puerta de la casa del migrante, Centro de Atención al Migrante Éxodus, para entregarlo 
a un traficante de personas. De lo anterior se deducen las relaciones existentes entre trafi-
cantes de personas y miembros de corporaciones policiales: de acuerdo con la información 
disponible, en esta red de abusos que atentan contra la integridad física, emocional y patri-
monial de las personas migrantes que transitan por Agua Prieta, participan también algunos 
prestadores de servicios, tales como taxistas y gestores de casas de huéspedes.

En 2011, se registraron en Agua Prieta 13 personas víctimas de traficantes de personas: 
en lo específico, víctimas de actos violatorios, como abuso de confianza, robo, amenazas, uso 
de armas de fuego, infiltración en los centros de atención a migrantes e incluso extorsiones, 
secuestro y tentativa de homicidio, así como 18 personas víctimas de asalto y amenazas por 
personas comúnmente llamadas “bajadores” en su camino hacia Estados Unidos con la clara 
confabulación con los “guías”.

CASO: AGUAPRIETA 03
IMPORTANCIA DEL CASO: Asaltantes confabulados con traficantes de personas.

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

En la zona de Agua Prieta es común que la población migrante se vea afectada por los llamados 
“bajadores”, que son aquéllas personas que, normalmente en grupo, asaltan, amenazan y agreden físi-
camente a las personas migrantes en una zona desértica o deshabitada cuando caminan hacia la barda 
fronteriza para cruzar hacia Estados Unidos. Se presume, de acuerdo con los testimonios recabados, 
que estos actúan con anuencia o confabulación de los traficantes de personas.

“El hombre que nos llevaba, apodado ‘El Canelo’, nos dijo que nos esperáramos ahí (lado mexicano 
cerca de la barda fronteriza) hasta que se calmara la migra. Ahí estuvimos como veinte minutos y 
llegaron cuatro hombres con pistola y empezaron a golpear a los muchachos, y a las mujeres no. A los 
muchachos los tiraron al suelo apuntándoles con la pistola y a las mujeres nos metieron la mano hasta 
por donde no, para ver dónde traíamos el dinero. A los hombres los dejaron en calzoncillos y a las 
mujeres nos desnudaron, pensamos que nos iban a hacer algo más. Al único que no le hicieron nada 
fue al “Canelo”, él sólo se quedó viendo. A mí me quitaron 26,000 pesos, una licencia de manejo y una 
bolsa con cosméticos. A hombres y mujeres nos metieron las manos en las partes íntimas buscando 
dinero, diciendo que ahí lo esconden, a todos nos quitaron dinero”.
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De la misma manera, durante el último año varias personas migrantes entrevista-
das han declarado haber sido víctimas de extorsión por agentes federales en retenes 
que se encuentran en las vías terrestres que conducen hacia Agua Prieta. En algunos 
de los casos mencionados, estuvieron involucrados los choferes de taxis y autobuses, 
convirtiéndose en cómplices de tal delito. De la misma manera, en 2012 se han regis-
trado 6 casos en los que agentes federales bajaron en retenes a las personas migrantes 
del autobús comercial en el que se dirigen a la frontera para extorsionarlas, pidiéndoles 
cantidades de dinero para dejarlas seguir con su camino, bajo la amenaza de que de no 
cooperar perderán el autobús, situación que las orilla a entregar su dinero.

CASO: AGUAPRIETA 04
IMPORTANCIA DEL CASO: Extorsión por agentes federales y pago de cuota 
de paso.

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

En los retenes que se encuentran en las vías de comunicación terrestre hacia Agua Prieta, 
agentes federales extorsionan a las personas migrantes cuando ellas indican que se dirigen a 
esta frontera, o que quieren ir a Estados Unidos. Los agentes les exigen el pago de cuota para 
dejarlos seguir su camino.

“El 28 de enero de este año (2012) veníamos en un Ómnibus de México con destino final a 
Nogales. Se paró en el retén y se subieron dos agentes al autobús y pidieron credenciales y a todos 
dijo: ‘Hoy estoy de buenas’. Después dijo: ‘Ustedes cinco bájense’ y también a otros dos. Ya abajo los 
dos agentes nos llamaron y nos metieron a un cuartito y nos preguntaron a dónde íbamos y dijimos 
que a Agua Prieta y se empezaron a poner agresivos y que a qué veníamos a Agua Prieta, y dijimos 
que veníamos a trabajar, y querían saber el número o nombre de la compañía a donde vendríamos a 
trabajar, y ya dijimos que cruzaríamos al otro lado y fue cuando nos dijeron que eran $500 pesos por 
persona de cuota para dejarnos pasar; si no, que nos tendrían que investigar […] así que tuvimos que 
pagar $500 pesos por cada uno para que nos dejaran ir y poder subir al camión”.

A partir de información recolectada recientemente, se puede afirmar que las 
redes del tráfico de personas contratan autobuses de turismo en el centro del país, 
específicamente en Michoacán y Puebla, para transportar a las personas que desean in-
gresar a Estados Unidos de forma indocumentada –servicio que les es proporcionado 
al pagar un 50% más que los autobuses comerciales– bajo la falsa promesa de que en el 
precio están incluidos los pagos de “cuota” de los retenes federales. Estos autobuses no 
cuentan con los servicios de sanitarios ni aire acondicionado. En los retenes federales, 
sobre todo los que se encuentran al llegar a Agua Prieta, cada guía recolecta la “cuota” 
de cada uno de sus clientes; la entrega al chofer, y este al agente federal, quien los deja 
seguir su camino sin realizar registro ni cuestionamiento alguno.

Otra de las situaciones latentes en Agua Prieta son los denominados “menores de 
circuito”, es decir, aquellos adolescentes que comúnmente radican en la zona fronteri-
za, en su mayoría originarios de Agua Prieta, Naco y Cananea (Sonora) y que son usa-
dos por las redes del narcotráfico para ingresar drogas hacia territorio estadounidense, 
debido a la supuesta no imputabilidad por su minoría de edad. En realidad, la minoría 
de edad no representa alguna garantía de impunidad, ya que en Estados Unidos recien-
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temente el Poder Judicial empezó a procesarlos cuando fueron detenidos en flagrancia 
o con la evidencia de este delito. Sin embargo, muchos de estos jóvenes logran su 
objetivo exitosamente sin ser descubiertos y, una vez entregada la mercancía, se dejan 
detener por agentes migratorios para ser repatriados por la misma frontera por la 
que ingresaron, en un tiempo no mayor a 24 horas. De acuerdo con la información 
disponible, en 2012 cerca del 40% de los adolescentes repatriados por Agua Prieta se 
dedicó al tráfico de drogas: por su condición de menores de edad son entrevistados y 
repatriados por el Consulado de México y luego canalizados al Módulo de Atención 
para Menores Migrantes, del Sistema DIF Sonora; ante estas dos instancias, confiesan el 
motivo por el que cruzaron la frontera. 

En este ambiente operan el Centro de Atención al Migrante Éxodos, A.C., y el 
Centro de Recursos para Migrantes, instituciones de asistencia humanitaria que abrie-
ron sus puertas en los años 2000 y 2006, respectivamente. Debido a la problemática 
expuesta anteriormente, los centros vieron la necesidad de convertirse también en 
defensores de los derechos de las personas migrantes. Hasta ahora, las personas que 
operan en dichos centros no han necesitado acudir a ninguna instancia para garantizar 
su integridad como defensoras de derechos humanos. Sin embargo, han sido testigos 
de la falta de sensibilidad y competencia, así como de la ignorancia y prepotencia con 
la que agentes de seguridad ejercen sus cargos de poder, despreocupados de la situa-
ción migratoria que acontece en la ciudad. Por otro lado, el reto más grande al que se 
enfrentan las organizaciones de atención a migrantes es que el primer contacto que 
tienen quienes migran son siempre los traficantes de personas, a quienes depositan su 
confianza, lo cual abona en gran medida a que se sigan cometiendo los actos violato-
rios mencionados.

Pese a lo anterior, cabe destacar que existe una red de colaboración entre ins-
tancias gubernamentales (estatales y federales) y organismos de la sociedad civil para 
la atención a la población migrante. Entre las instituciones involucradas, se pueden 
destacar al Consulado de México en Douglas, Arizona; inm; Grupo Beta; Módulo de 
Atención a Menores Migrantes del Sistema DIF Sonora, y Transportes Fronterizos de 
Sonora (empresa de transporte que otorga precios accesibles para que las personas 
mexicanas repatriadas puedan regresar a lugar de origen). El espíritu de apoyo mutuo 
y coordinado se ve reflejado en la cantidad de personas migrantes asistidas y la calidad 
del servicio proporcionado. 
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1Este apartado fue elaborado por el 
personal del Coalición Pro defensa 
del Migrante, A.C., en el marco del 
Programa de Defensa e Incidencia 
Binacional de la Iniciativa Frontera 
Norte de México, y de i(dh)eas..

Contexto

Tijuana es una ciudad fronteriza cuya economía se basaba principalmente en el turismo; 
sin embargo, la economía de la ciudad se ha diversificado. La industria tiene un papel 
significativo en la generación de empleos: simplemente el sector eléctrico-electrónico 
(con la fabricación y ensamblaje de productos como teléfonos celulares, sonares mari-
nos, microchips, tableros, semiconductores, pantallas de plasma y ensamblaje de compu-
tadoras) genera más de 91 mil empleos formales. Actualmente, Tijuana recuperó su 
primacía en ciertos sectores de la industria electrónica: tiene un parque de 193 plantas 
industriales y ocupa el 62% del empleo en ese sector. En el año 2011 llegaron a la ciudad 
inversiones superiores a los mil millones de dólares, y en lo que va del 2012, han ingre-
sado 600 millones de dólares en inversión extranjera, especialmente en la manufactura. 
A pesar de que las y los visitantes siguen siendo extranjeros, el turismo ha caído sustan-
cialmente por la imagen de inseguridad que se dio a la ciudad durante toda la década. 

Dentro de la complejidad de la migración internacional –producto de las políticas 
migratorias regional– hay que destacar en Tijuana el flujo compuesto por las personas 
deportadas desde los Estados Unidos, que de acuerdo con sus características, se van 
distribuyendo en el entramado social de la población receptora. El Centro Binacional 
de Derechos Humanos de Tijuana (cbdh) ha clasificado a las personas deportadas de 
acuerdo con aspectos relacionados con el tiempo de estancia y actividades en el país 
de destino. Sin embargo, con el objetivo de ordenar los elementos observados durante 
la presente investigación, los conceptos establecidos por el cbdh se podrían reformular 
de la siguiente manera:

Migrantes permanentes

Personas migrantes que han residido en el país de destino (Estado Unidos) hasta por 40 
años y/o tomaron la decisión de migrar por consenso familiar (como en el caso de los me-
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nores de edad). En general, debido a la permanencia en el país de destino, estas personas 
nunca han tramitado documentos de identidad oficiales del país de origen, o únicamente 
poseen su acta de nacimiento. En su mayoría, han intentado o han estado sujetos a algún 
proceso de regularización migratoria y/o la han obtenido por algún periodo de tiempo en 
el país de destino. Asimismo, tienen pocos o ningún vínculo familiar en el país de origen.

Migrantes recientes

Personas migrantes que han residido en el país de destino hasta por dos años, poseen 
documentos de identidad del país de origen, y mantienen fuertes vínculos familiares 
en el mismo.

Violaciones de los derechos de las personas 
migrantes

Uno de los principales problemas observados se relaciona con el flujo de perso-
nas migrantes que han sido deportadas –en específico, migrantes permanentes– y los 
procesos previos a su ingreso a México. Concretamente, las representaciones consu-
lares mexicanas no efectúan los trámites necesarios para que las personas migrantes 
permanentes en proceso de ser deportadas de los Estados Unidos ingresen al país 
con documentos oficiales de identidad, válidos para cualquier gestión y con un amplio 
periodo de vigencia. Además, a las personas que ya cuentan con identificaciones mexi-
canas,  en muchas ocasiones éstas no les son regresadas por las autoridades de migra-
ción norteamericana. 

Asimismo, el inm y el Sistema de Desarrollo Integral para la Familia del Ayunta-
miento de Tijuana (dif) expiden a estas personas, una vez deportadas, documentos 
que tienen poca vigencia; no son reconocidos por la mayoría de las autoridades 
locales, y no sirven para efectuar trámites de identificación, como por ejemplo para 
solicitar trabajo. La falta de un documento formal que identifique a las personas 
migrantes, en especial las permanentes, genera un alto nivel de inseguridad con res-
pecto a su situación en la sociedad receptora: en el caso específico, en la ciudad de 
Tijuana las personas deportadas no tienen posibilidad de trabajar si no cuentan con 
algún documento de identidad. En consecuencia, no tienen recursos para sufragar 
los gastos básicos de vivienda y alimento y tampoco para regresar a sus lugares de 
origen, a pesar del programa de apoyo a las personas migrantes que desean regresar 
a su lugar de origen implementado por el inm, el cual, cabe señalar, no es suficiente 
para satisfacer adecuadamente la demanda. 

En muchas ocasiones, estas personas recurren al apoyo proporcionado por los alber-
gues; sin embargo, éste puede representar solamente una solución a corto plazo, ya que si 
no se ejerce alguna actividad remunerada, no hay posibilidad de integrarse a la dinámica so-
cial ni de desplazamiento a otro lugar. Por lo tanto, esta población es percibida por la socie-
dad tijuanense como marginal, lo cual genera serios de problemas sociales y de convivencia.
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2Rafael Alarcón, William Becerra 
(ex colaborador de la Casa del 
Migrante) y José A. Moreno Mena. 
Revista migrantes (www.migrante.
com.mx).

Las constantes declaraciones realizadas por el gobierno estadounidense, especial-
mente por la Secretaria de Seguridad Nacional, Janet Napolitano, en donde se afirma 
que las deportaciones desde los Estados Unidos se enfocan en personas migrantes 
que poseen antecedentes penales y/o son miembros de pandillas, son desmentidas por 
las estadísticas elaboradas por la institución Casa del Migrante en Tijuana, A.C., y los 
análisis elaborados por distintos especialistas:2 en efecto, los datos demuestran que más 
del 80% de los supuestos “criminales” que son deportados por el U.S. Immigration and 
Customs Enforcement (ice) a México son personas que cometieron faltas administra-
tivas, como por ejemplo no traer documentos de residencia en el estado de Arizona, 
manejar sin licencia siendo indocumentados, no pagar infracciones de tránsito, trabajar 
sin la documentación apropiada, manejar en estado inconveniente, violencia intrafami-
liar, posesión de pequeñas cantidades de droga, etc. Cabe mencionar que, a pesar de 
que en muchos casos los cargos imputados a estas personas son desechados, éstas se 
encuentran igualmente bajo la custodia de la autoridad migratoria norteamericana, por 
lo que su deportación es inevitable.

En general, las personas migrantes mexicanas (permanentes o recientes) que 
han sido deportadas a Tijuana buscan permanecer cerca de la línea fronteriza, para 
intentar cruzar de nuevo a Estados Unidos. Muchas de ellas se hospedan en hoteles 
cercanos a este punto. Sin embargo, debido al reforzamiento del control migratorio 
en toda esta parte de la frontera, la probabilidad de no ser atrapados disminuye y 
aumenta la incertidumbre con respecto a la fecha de cruce. Quienes han intentado 
cruzar más de una vez y ya han sido deportados se exponen a ser encarcelados 
en caso de que sean interceptados. Esto es producto del sistema de detención por 
reingreso ilegal implementado por el gobierno estadounidense, que criminaliza la 
migración indocumentada. En consecuencia, una buena parte de esta población se 
mantiene en Tijuana: desafortunadamente algunas personas terminan en la indigen-
cia, específicamente, en un lugar denominado “El bordo”. Este espacio es parte de 
un canal que atraviesa la ciudad de Tijuana del sureste al noroeste. A sus costados 
corren las principales vías rápidas que se conectan con las avenidas y bulevares más 
importantes de la ciudad.

Está ubicado en la región turística que comprende tanto la zona norte como la 
zona centro de la ciudad de Tijuana, y está localizado debajo de la principal vía pea-
tonal que cruza la línea fronteriza, cerca de la Garita de San Ysidro, el principal punto 
de internación de la frontera entre México y Estados Unidos. “El bordo” es la caldera 
de la marginación en la que termina un porcentaje de las personas deportadas –
principalmente migrantes permanentes– a quienes la autoridad mexicana no tramitó 
ningún documento de identidad y, por esta razón, no pueden viajar ni trabajar. En este 
lugar se concentran personas que agotaron sus recursos económicos para hospedar-
se en hoteles de segunda, que no pudieron volver a cruzar la línea, que no cuentan 
con un núcleo familiar de apoyo en México o en Estados Unidos, que cayeron en la 
mendicidad, la depresión, la drogadicción y que se quedaron en Tijuana creyendo que 
por permanecer ahí, algún día volverían a cruzar. O simplemente porque, aunque no 
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vuelvan a cruzar nunca, es el único lugar a donde pueden ir. Además, estas personas se 
encuentran  en situación de vulnerabilidad ante bandas locales de criminales.

CASO: TIJUANA 01
IMPORTANCIA DEL CASO: Robo.

SÍNTESIS DEL CASO:

Un hombre de 45 años de edad, originario de Michoacán, reportó que durante su intento de 
cruce por el cerro en el área de Tijuana (junto con seis personas y dos guías), fueron inter-
ceptados por tres hombres encapuchados y armados. Estos les dijeron que se quitaran la ropa 
y se tiraran al suelo. Los hombres revisaron la ropa, les tiraron las pertenencias al piso y les 
dijeron que tenían medio minuto para desaparecer o les iban a disparar. El señor fue despoja-
do de poco más de mil pesos y otros objetos personales.

En consecuencia, las autoridades locales han recrudecido las acciones en contra del 
flujo de personas deportadas que circulan por el espacio turístico que comprende “El 
bordo”, la zona centro y norte. Conforme a uno de los casos documentados de perso-
nas deportadas, en el mes de septiembre de 2012 la policía municipal realizó la primera 
gran redada para eliminar los conglomerados de techos de lámina de las personas que 
se mantenían en el bordo. A partir de ese momento, no solo las redadas se hicieron 
más frecuentes, sino también las detenciones en la vía pública como los parques, vías 
peatonales, calles y otros lugares. Una vez realizadas las detenciones, la policía municipal 
traslada a las personas a las oficinas de tránsito en donde se les imputan cargos frente 
a un juez administrativo que impone la sanción. De manera automática, los policías 
son quienes señalan al juez cuál es el delito que cometió la persona que presentan. En 
general, la falta de identificación oficial, ser captado por las cámaras, la mendicidad, la 
drogadicción, ser persona sospechosa, son algunos de los cargos que les imputan los 
policías. Los jueces imponen arbitrariamente el número de horas que irán a la cárcel, 
sanción mejor conocida como “La veinte”. Aunque, constitucionalmente, las y los ciuda-
danos mexicanos no requieren documentos de identificación para transitar por el país 
o circular por las ciudades, es necesario orientar de manera efectiva a las personas mi-
grantes deportadas sobre sus derechos y exigir a las autoridades locales que los respete.

CASO: TIJUANA 02
IMPORTANCIA DEL CASO: Detención arbitraria. 

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

Un joven fue detenido por la policía municipal de Tijuana. Iba caminando por la zona centro 
junto con otros dos hombres cuando se dieron cuenta que los seguía una camioneta de la 
policía municipal. Uno de los acompañantes corrió, y los detuvieron. Una oficial le quitó el 
celular y le dijo: “Todas tus chingaderas son mías”. Le pidieron una identificación, él mostró la 
proporcionada por la Casa del Migrante, la emitida por el DIF y el comprobante de deporta-
ción otorgado por el inm, a lo que el oficial le respondió: “Esas chingaderas no sirven”. A él y 
sus compañeros los llevaron a la delegación, en donde vieron al Juez, quien hizo caso omiso 
cuando le dijo que le habían quitado sus pertenencias. 
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CASO: TIJUANA 03
IMPORTANCIA DEL CASO: Detenciones arbitrarias.

SÍNTESIS DEL CASO:

Aproximadamente a las once de la mañana, la víctima se encontraba hablando por teléfono 
enfrente de la catedral en el centro de la ciudad de Tijuana, Baja California. De pronto, llegó un 
policía y le dijo: “Vámonos”. La víctima le preguntó que a dónde lo llevaban, pero el policía no le 
respondió, solo lo esposó y lo aventó a la batea de una patrulla estilo pick up. En el vehículo iban 
otras 15 personas, eran los policías municipales que iban levantando gente. Cuando él les decía 
que quería hablar con personal de Derechos Humanos, los policías le gritaban que se callara y 
que cuando saliera fuera a hablar con ellos si quería.

Llevaron a todos a las “fuerzas especiales”, la delegación municipal. En este lugar, un juez le 
preguntó a los policías la razón por la que los habían detenido, estos le decían que por estar en 
una zona conflictiva, por dormir en la vía pública, etc. Alrededor de la una de la tarde, le dieron 
sentencia de veinticuatro horas de cárcel y lo llevaron a “La veinte” para cumplir su tiempo.  

CASO: TIJUANA 04
IMPORTANCIA DEL CASO: Detenciones, discriminación y corrupción.

TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

“[…] cuando llegas a ‘La veinte’ los polis te preguntan ‘¿Cuánto quieres dejar?’. Si dejas dinero, 
te dejan libre. Cuando te paran, algunos policías te llevan directo a ‘la veinte’; otros te piden 
dinero y te dejan ir, pero si te llevan, de todas formas en ‘la veinte’ los policías te piden.”

“Yo venía del centro; estaba trabajando con la mudanza del señor A. C. Eran como las siete de la 
noche. Iba hacia el Ejército de Salvación. Bueno, pues en una de las calles que tenía que atravesar había 
una patrulla pick up con cuatro policías municipales. Cuando pasé por ahí, uno me preguntó que a 
dónde iba, yo le dije que al Ejército de Salvación. Entonces, me pidió mi identificación y le dije que no 
tenía y entonces me revisaron. Encontraron mi dinero que me habían pagado, $500 pesos, en mi bolsi-
llo izquierdo. Ese policía, el que me revisó, me dijo que guardara bien mi dinero; se me quedó viendo 
y me dijo ́ ¡Súbete!’, yo le pregunté que por qué y él me dijo ‘¡Súbete, vamos a ver si el juez te deja ir!’, 
yo le volví a preguntar que por qué me llevaba y me dijo que porque no traía identificación […] No 
sabía bien a dónde me habían llevado y pues iba agitado porque no me creían que venía de trabajar. Yo 
me bajé de la patrulla sin ganas y vi un pasillo angosto que no parecía ni oficina ni la cárcel. Entonces 
me volteé como sacado de onda y me paré; uno de los policías que iba detrás de mi me empujó y me 
gritó ‘¡Camínale, camínale!’. Se enojó porque yo me quedé parado, pues estaba viendo dónde estaba, 
y me volvió a empujar. Bueno, por ahí por donde estaba pasando era un pasillo bien cerradito, luego 
estaban unas rejas y una mesa y estaba otro policía. Ahí paramos y el policía me preguntó que si le 
hacía a alguna droga, yo le dije que sólo fumaba tabaco y ya”.

CASO: TIJUANA 05
IMPORTANCIA DEL CASO: Cohecho.

SÍNTESIS DEL CASO Y TRANSCRIPCIÓN PARCIAL:

Un joven fue víctima de abuso por parte de la policía municipal de Tijuana. Se encontraba 
en la zona de la Garita de Tijuana-San Ysidro, cerca de los taxis amarillos, por el área del 
McDonald’s. Cuenta que pasó una patrulla, le pitaron y se detuvieron. Le preguntaron los 
oficiales qué andaba haciendo, a lo que él respondió que iba al Grupo Beta a pedir ayuda. El 
oficial le dijo: “Ya sabemos qué tipo de ayuda piden, súbete atrás de la camioneta”. Le pidieron 
una identificación y le dijeron que iban a detenerlo. Él preguntó por qué y el oficial le contes-
tó: “Mira, no te vamos a detener, pero tu dinero se queda con nosotros y, si no cooperas, te 
vamos a ‘calentar’”. Lo amenazaron con que si decía algo irían por él a Casa del Migrante. 



98

 TIJU
A

N
A

Por otro lado, en Estados Unidos existen programas y acciones desarrolladas por 
el gobierno federal –como Comunidades Seguras, 287 g y el Criminal Alien Program 
(cap)– que colaboran con el ICE en la captura, detención y arresto de las personas 
migrantes que se encuentran en forma irregular en el país vecino. El objetivo de estos 
programas es la identificación de extranjeros con “graves antecedentes criminales” 
para su deportación. Sin embargo, en la práctica estos programas se dirigen de manera 
indiscriminada a identificar individuos independientemente de si han sido condenados 
por algún delito, y lo que es peor, a veces independientemente de si han sido detenidos 
por algún cargo criminal. En efecto, algunos de estos programas pagan cierta cantidad 
de dinero a las cárceles locales por cada persona que haya sido detenida y albergada 
en las circunstancias anteriores, lo que resulta un gran negocio para los Sheriffs. Este 
tipo de programas solo promueven el sentimiento anti-inmigrante y propician y permi-
ten el uso del perfil racial para la detención arbitraria de personas.

El gobierno de Estados Unidos tradicionalmente ha deportado a personas que 
cumplieron alguna sentencia en ese país por algún delito que cometieron (en estos 
casos, aunque se tenga la residencia en el país norteamericano, es posible ser deporta-
dos). Existe un procedimiento especial para la recepción de personas con anteceden-
tes criminales graves: las autoridades mexicanas correspondientes son notificadas por 
el gobierno estadounidense, y solamente le dan seguimiento a los que son considera-
dos como potencialmente peligrosos.

En conclusión, las violaciones a derechos humanos cometidas en contra de las 
personas deportadas en la ciudad de Tijuana involucran directamente a las autoridades 
locales, sin mencionar la cantidad de abusos que soportan durante su proceso de de-
portación por parte de las autoridades estadounidenses. 

Al respecto, es indispensable que tanto los consulados mexicanos en los Estados 
Unidos como los centros de detención en Estados Unidos otorguen o regresen a las 
personas mexicanas deportadas documentos de identificación, para evitarles ulterio-
res situaciones de desamparo y vulnerabilidad; y además, sobre todo si las personas 
deportadas son migrantes permanentes, que ofrezcan una clara orientación sobre la 
situación de México, y de cómo llegar a sus estados de origen, etc. La falta de esta 
actividad por parte de los consulados mexicanos en los Estados Unidos, coloca a las 
personas migrantes permanentes en una situación de extrema vulnerabilidad, pues no 
están familiarizadas con el contexto social en México. 

Actualmente existe gran desinformación en torno a las personas migrantes repatria-
das, lo que ocasiona pensamientos de criminalización de la migración, y alimenta juicios 
de valor sin disponer de elementos empíricos que lo demuestren. Lo anterior fomenta 
en la sociedad el revanchismo contra las personas migrantes y la xenofobia: se tiende a 
culpar a estas personas de los delitos que se cometen en las ciudades. En definitiva, rom-
pe con los valores de la solidaridad y puede llevar a la población a ver a “los extraños” 
como un peligro. La lucha contra esos estereotipos de la migración y por la regeneración 
de la imagen de las personas migrantes a partir del conocimiento de la realidad que viven 
es el trabajo de la sociedad civil, y tiene que serlo del gobierno mexicano también. 
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No existe un diagnóstico sobre las razones que han colocado a las personas migrantes 
en una situación de vulnerabilidad permanente. Se tiene claro, eso sí, que la situación 
representa una crisis humanitaria de grandes proporciones. Diversos organismos de 
derechos humanos a nivel internacional han dado cuenta de ello. Por ejemplo, en 2011, 
la Relatoría sobre los Derechos Humanos de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) declaró: 

La principal preocupación de la relatoría es la grave situación de inseguridad de los mi-
grantes. Según información recibida del Estado, de organizaciones de la sociedad civil, y 
a través de testimonios de migrantes y de sus familiares, los migrantes en México son 
víctimas de desapariciones forzadas, asesinatos, explotación sexual, secuestros y discrimi-
nación, entre otras violaciones a sus derechos.2

Las masacres, secuestros masivos, ataques a la integridad física y demás calamida-
des que sufren las personas migrantes en su paso por México es un fenómeno muy 
documentado.3 Las quejas anuales presentadas por personas migrantes ante la cndh, 
por violaciones a sus derechos humanos, nos dan cuenta de la dimensión de la situa-
ción. Tan solo durante el periodo de enero de 2011 al 30 de septiembre de 2011, la 
cndh recibió mil 282 quejas de personas migrantes. Si tomamos en cuenta que estas 
quejas se refieren solo a aquellos casos en los que se señaló a algún servidor público 
como responsable de forma directa o indirecta de los hechos, nos podremos imaginar 
la verdadera dimensión del problema.4 Muchas de éstas son motivadas por violaciones 
graves a sus derechos humanos.5

Las violaciones a los derechos humanos de las personas migrantes son el sexto 
motivo más numeroso de quejas ante la cndh.6 Asimismo, la institución con más que-
jas ante la cndh, relacionadas con violaciones de derechos humanos de los migrantes 
durante el 2011, fue el inm, con un total de mil 301. Lo que significa un aumento de 
234 por ciento en relación con 2010. Los principales motivos de las quejas, según datos 
de la propia cndh, son: trato cruel, inhumano o degradante; detención arbitraria; retención 

››››››››››››››››› 

1Agradecemos los aportes a la 
investigación de Marianne Windirsch 
Lozano, Siria Yuritzi Oliva Ruiz y 
María del Refugio Tenorio Rodríguez.
2Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. Observaciones 
Preliminares de la Relatoría sobre los 
Derechos de los Migrantes de la cidh 
a México. Anexo al comunicado de 
prensa 82/11. En línea: http://www.
cidh.org/pdf%20files/ANEXO.82-11.
pdf Se accedió a la página el 11 de 
diciembre de 2012.
3Ver: cndh. Informe Especial sobre 
el Secuestro de Migrantes en México, 
2011. En línea: http://www.cndh.org.
mx/sites/all/fuentes/documentos/
informes/especiales/2011_
secmigrantes.pdf Se accedió a la 
página el 9 de diciembre de 2012. 
El documento: “Cuaderno sobre 
secuestro de migrantes. Dimensión, 
contexto y testimonios de la 
experiencia de la migración en 
tránsito por México”, Centro Prodh 
y Casa del Migrante de Saltillo, 
México, 2011. 
4Oficio N° 04324, de fecha 30 
de enero de 2012, suscrito por la 
cndh, en contestación a la solicitud 
de información con número de 
folio 00061311. El informe de la 
cndh sobre secuestros de personas 
migrantes en México nos muestra 
claramente las proporciones de la 
crisis. cndh. Informe Especial sobre 
secuestro de migrantes en México 
2011. En línea http://www.cndh.org.
mx/Informes_Especiales. Se accedió a 
la página el 10 de noviembre de 2012
5De acuerdo con el artículo 102, 
Apartado B de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos: “La Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos podrá 
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investigar hechos que constituyan 
violaciones graves de derechos 
humanos, cuando así lo juzgue 
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo 
Federal, alguna de las Cámaras del 
congreso de la Unión, el Gobernador 
de un Estado, el Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal o las legislaturas de 
las entidades federativas.”
6Las razones más frecuentes por 
las que se presentan quejas ante la 
cndh son: 1. Prestar indebidamente 
el servicio público; 2. B. F altar 
a la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficacia en el 
desempeño de las funciones, empleos, 
cargos o comisiones; 3. Detención 
arbitraria; 4. Trato cruel, inhumano o 
degradante; 5. Omitir proporcionar 
atención médica, y 6. Acciones y 
omisiones que transgreden los 
derechos de los migrantes y sus 
familiares. cndh. Informe de actividades 
2011, p. 45. En línea:http://www.
cndh.org.mx/sites/all/fuentes/
documentos/informes/anuales/2011.
pdf Se accedió a la página el 3 de 
abril de 2013. 
7cndh. Informe de actividades. Ibid, 
p. 12.
8Así lo establece el artículo 73, 
fracción XVI, de la Constitución. 
9Último párrafo del artículo 2 de la 
Ley de Migración: “El Poder Ejecutivo 
determinará la política migratoria del 
país en su parte operativa, para lo 
cual deberá recoger las demandas 
y posicionamientos de los otros 
Poderes de la Unión, de los gobiernos 
de las entidades federativas y de la 
sociedad civil organizada, tomando en 
consideración la tradición humanitaria 
de México y su compromiso 
indeclinable con los derechos 
humanos, el desarrollo y la seguridad 
nacional, pública y fronteriza.”
10La Ley de Migración señala: 
Artículo 19: “El Instituto es un órgano 
administrativo desconcentrado de 
la Secretaría, que tiene por objeto la 
ejecución, control y supervisión de los 
actos realizados por las autoridades 
migratorias en territorio nacional, 
así como la instrumentación de 
políticas en la materia, con base en 
los lineamientos que expida la misma 
Secretaría.”
11Así lo establece el artículo 6 de 
la Ley de Migración: “El Estado 
mexicano garantizará el ejercicio de 
los derechos y libertades de 

ilegal; omitir brindar protección y auxilio; emplear arbitrariamente la fuerza pública, y omitir 
resolver respecto de la situación jurídica migratoria.7

Ante lo que sin duda es una crisis humanitaria, consideramos que la reacción del 
Estado Mexicano ha sido insuficiente, pues las instancias locales y federales no han logrado 
disminuir el grado de vulnerabilidad que sufren dichas personas en su tránsito por territo-
rio mexicano. Asimismo, la procuración e impartición de justicia arrojan resultados ínfimos. 

Las preguntas de las que partimos para realizar este informe son: ¿el Estado Mexi-
cano se encuentra realizando acciones para evitar las violaciones a derechos humanos 
de las personas migrantes? ¿Estas acciones han sido eficaces? Para analizar esto, se  
estudiaron acciones, vinculadas con el fenómeno de la transmigración, emprendidas 
por los tres poderes del Estado (Legislativo, Ejecutivo y Judicial), así como de la cndh. 

El estudio se concentró principalmente en el ámbito federal, pues la materia migratoria 
(control, verificación y estancia) es regulada en dicho ámbito. El Congreso de la Unión es el fa-
cultado: “Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, 
naturalización, colonización, emigración e inmigración y salubridad general de la República.”8

Es el Poder Ejecutivo federal el encargado de ejecutar y reglamentar las leyes 
sobre la materia, así como “determinar la política migratoria del país”9. La Secretaría de 
Gobernación (Segob), a través del inm, tiene como objeto la “ejecución, control y su-
pervisión de los actos realizados por las autoridades migratorias en territorio nacional, 
así como la instrumentación de políticas en la materia.”10 No obstante que la obligación 
de garantizar el ejercicio pleno de los derechos humanos de las personas migrantes 
corresponde al Estado en su conjunto,11 lo cierto es que las instituciones federales 
tienen responsabilidad directa en esta tarea.12

La procuración de justicia, en el ámbito de la migración, es una materia concu-
rrente, pues la Procuraduría General de la República (pgr) y las procuradurías locales 
conocerán de los delitos cometidos contra migrantes, y su jurisdicción se determinará 
de acuerdo con el delito. En todo caso, por mandato constitucional: 

El Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán 
coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas.13

En este tenor, se realizó un análisis de las acciones emprendidas por las procura-
durías locales, especialmente de aquellos estados del país que conforman la ruta de las 
personas migrantes que se dirigen a Estados Unidos de América. Este trabajo se realizó 
principalmente a través de solicitudes de información pública. Dicha información, sin 
embargo, en la gran mayoría de ocasiones fue negada o se entregó incompleta. Por 
ello, adicionalmente, se analizaron los informes de la cndh y algunas de sus recomen-
daciones, así como los informes presidenciales y de dependencias del gobierno federal. 

Hemos dividido este trabajo en apartados que corresponden a cada una de las 
instituciones del Estado Mexicano vinculadas con el fenómeno migratorio. Limitando 
primero sus facultades y obligaciones, para determinar más tarde sus responsabilidades 
específicas. Ver gráfico 1.
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Poder u  
organismo

Dependencia Funciones

Congreso  
de la Unión

Congreso 
de la Unión

Dictar leyes sobre migración 
(fracción XVI, art. 73 const.), 
respetuosas de los derechos 
humanos (párrafo tercero, artícu-
lo 1º de la Const.)

Poder Ejecutivo

Secretaría 
de Gobernación

Ejecución de leyes, reglamentar la 
Ley de Migración y determinar la 
política migratoria. (fracción I, del 
artículo 89 de la Const.), respe-
tando los derechos humanos de 
las personas migrantes (artículo 
2º de la Ley de Migración)

Instituto Nacional 
de Migración

Cumplimiento de la Ley de 
Migración y su Reglamento, así 
como respeto de los dere-
chos humanos de las personas 
migrantes (artículo 19 de la Ley 
de Migración)

Procuraduría General  
de la República

Procuración de justicia a través 
de MP (artículo 4º de la Ley 
Orgánica de la PGR) así como 
respetar los derechos humanos 
(artículo 1º y fracción V del 
artículo 5º de dicha ley)

Secretaría de Seguridad 
Pública. (En funciones 
durante la realización de 
este informe.)

Desarrollar las políticas de 
seguridad pública y proponer la 
política criminal para prevenir de 
manera eficaz la comisión de deli-
tos (artículo 30 bis, fracción I, de 
la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal) 

Auxiliar al INM en las acciones 
de control migratorio, la revisión 
de documentación de personas 
que pretendan internarse o salir 
del país, así como la inspección 
de los medios de transporte utili-
zados para tales fines (artículo 81 
de la Ley de Migración)

Secretaría 
de la Defensa Nacional

No tiene atribuciones en 
materia migratoria, por lo que 
debe abstenerse de realizar 
detenciones de personas 
migrantes

Secretaría de Marina

No tiene atribuciones en 
materia migratoria, por lo que 
debe abstenerse de realizar 
detenciones de personas 
migrantes
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los extranjeros reconocidos en 
la Constitución, en los tratados y 
convenios internacionales de los 
cuales sea parte el Estado mexicano 
y en las disposiciones jurídicas 
aplicables, con independencia de su 
situación migratoria.” En el mismo 
sentido, el artículo 66 de la Ley 
reza: “La situación migratoria de un 
migrante no impedirá el ejercicio 
de sus derechos y libertades 
reconocidos en la Constitución, 
en los tratados y convenios 
internacionales de los cuales sea 
parte el Estado mexicano, así 
como en la presente Ley. El Estado 
mexicano garantizará el derecho 
a la seguridad personal de los 
migrantes, con independencia de su 
situación migratoria.”
12Por ejemplo, es el Centro de 
Evaluación y Control de Confianza 
del Instituto Nacional de Migración 
el encargado de: Contribuir a 
identificar los factores de riesgo 
que repercutan o pongan en peligro 
el desempeño de las funciones 
migratorias, con el fin de garantizar 
la adecuada operación de los 
servicios migratorios. En el artículo 
107, la Ley establece: “Las estaciones 
migratorias, deberán cumplir al 
menos los siguientes requisitos: 
[…] V. Garantizar el respeto de los 
derechos humanos del extranjero 
presentado.” 
13Párrafo 10 del artículo 21 
constitucional. 
14Guevara Bermúdez, José Antonio. 
Marco institucional y normativo en 
materia de migración internacional en 
México, documento de trabajo N° 3, 
julio de 2011, México, inedim, p. 75.

Comisión  
Nacional de los 
Derechos Humanos

CNDH

La protección de los derechos 
humanos que ampara el orden 
jurídico mexicano, conocer de 
quejas en contra de actos u 
omisiones de naturaleza adminis-
trativa provenientes de cualquier 
autoridad o servidor público, con 
excepción de los del Poder Judi-
cial de la Federación, que violen 
estos derechos

Investigar hechos que constituyan 
violaciones graves de derechos 
humanos (apartado B del artículo 
102 Const.)

Presentar acciones de inconstitu-
cionalidad en contra de leyes que 
vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitu-
ción y en los tratados interna-
cionales de los que México sea 
parte (inciso g, fracción II, del 
artículo 107 Const.).

(Gráfico 1)

1.1 Congreso de la Unión

Como consecuencia de hechos que implicaron violaciones graves de derechos huma-
nos en contra de migrantes, así como de una fuerte presión de los medios de comunica-
ción, se promulgó la Ley de Migración (Ley) y fue publicada el 25 de mayo de 2011. Si bien 
la Ley reconoce los derechos humanos de las personas migrantes, y enfáticamente consigna 
en su artículo 2º el “respeto irrestricto de los derechos humanos de los migrantes”, también 
lo es que el mismo ordenamiento establece una serie de disposiciones contrarias a la Cons-
titución y a una serie de tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado Mexicano. La Ley, señala José Antonio Guevara, “contiene diversas disposiciones que 
violan los derechos humanos de las personas migrantes”.14

Existe consenso entre una serie de organizaciones de la sociedad civil en el sen-
tido de que la Ley criminaliza la migración, al tiempo que contraviene  la Constitución 
y las obligaciones internacionales del Estado Mexicano. Esto es consecuencia, prin-
cipalmente, de la facultad que le otorga al inm para detener a personas migrantes y 
privarlas de la libertad, de forma masiva en las estaciones migratorias: la Ley no esta-
blece alternativas viables, por lo que todos los años decenas de miles de personas son 
privadas de la libertad en estaciones migratorias. Además, dichas detenciones no tienen 
el fundamento constitucional que establece como tiempo máximo para detención 
administrativa el de 36 horas (artículo 21 de la Constitución): 

La detención administrativa de las personas migrantes por no demostrar su regular estancia 
en el país; el establecimiento de retenes o filtros migratorios, la realización de operativos fuera 
de los puntos internacionales de entrada y salida de personas del territorio nacional, así como 
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15Ibidem, p. 81. 
16inedim. Seguridad para el 
migrante. Una agenda por construir. 
Documento de trabajo N° 2, julio 
de 2011, México. Según inedim, 
esta política se encuentra presente 
también en los Planes Nacionales 
de Desarrollo, en la Ley de la Policía 
Federal y en la Ley de Seguridad 
Nacional.
17Oficio N° 0411100052512. Ver 
más en http://insyde.org.mx/

la existencia de las llamadas visitas de verificación; y el vínculo que existe en la legislación entre 
la migración y la seguridad, particularmente la seguridad nacional. Todo lo anterior contraviene 
la Constitución y las obligaciones internacionales del Estado mexicano. La criminalización de la 
migración coloca a las personas migrantes en situación de vulnerabilidad y, como consecuen-
cia, ocasiona de forma directa o indirectamente violaciones a derechos humanos.15

La misma perspectiva es sostenida por el Instituto de Estudios y Divulgación sobre 
Migración (inedi), al señalar que la detención prolongada de las personas migrantes limita 
las posibilidades de actuar en su defensa.16 Lo que implica, sin duda, una criminalización de 
la migración. Diversos organismos de la sociedad civil han promovido acciones para que 
el Estado Mexicano explique las razones por las cuales la visión de la migración está tan 
enfocada a la seguridad nacional bajo un esquema restrictivo de la libertad personal. De 
manera reciente, el Instituto para la Seguridad y la Democracia, A.C. (Insyde), por medio 
de una solicitud de información, pidió el acceso a los documentos que contengan las 
explicaciones, significados y razones, además de cuándo y por qué la migración se volvió 
un asunto de seguridad nacional en México, desde la creación del inm a la fecha.17

En respuesta a lo anterior, el inm entregó el “Acuerdo por el que se reconoce al 
Instituto Nacional de Migración como Instancia de Seguridad Nacional”, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación, el 18 de mayo del 2005. Respuesta que es incomple-
ta, en términos de la resolución del Instituto Federal de Acceso a la Información (ifai), 
debido a que el Acuerdo no refleja las explicaciones, significados y razones por las que 
la migración es un tema de seguridad nacional, por lo que se ordenó que se publicitara 
la información pertinente a efecto de clarificar la política pública en ese sentido.  

En este informe volveremos sobre el tema de la Ley, así como sobre las razones por 
las que sostenemos que ésta provoca que se comentan violaciones a los derechos huma-
nos de las personas migrantes en México. Esto nos dejará más claro por qué sostenemos 
que el Congreso es responsable también de la situación que viven las personas migrantes. 

1.2 Poder Ejecutivo

Con base en la interpretación de los datos de la cndh, las violaciones a derechos 
humanos de las personas migrantes son cometidas en su abrumadora mayoría por au-
toridades dependientes de la administración pública centralizada. Como ya señalamos, 
es el inm la autoridad con mayor número de quejas, seguido por la Sedena y por el 
DIF federal. Debe señalarse el hecho de que lo reportado por la cndh obedece a las 
violaciones a derechos humanos cometidas por servidores públicos y no contabiliza 
los delitos cometidos por particulares, por tanto, los datos deben leerse con reservas. 
Es evidente, por ejemplo, que colocar a Chiapas como la entidad en la que más viola-
ciones a derechos humanos se comenten en contra de personas migrantes obedece 
a que es en ese Estado en donde se encuentra la estación migratoria más grande del 
país, la misma razón se puede usar para explicar por qué el Distrito Federal se encuen-
tra en el segundo puesto. Ver gráfico 2.
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18La información comprende un 
periodo de 9 meses: enero-septiembre 
de 2011. Oficio 04324, op. cit.
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INM 65 10 245 50 309 136 37 2 54 5

Sedena 46 1 4

SNDIF 1

Marina 6

PGR

PF 2 2

SSP 2 1

Ayuntamiento 1

SRE 3

PF y PGR 12

SSP, PF y PGR 3

(Gráfico 2) Información recabada por i(dh)eas.18

1.2.1 Secretaría de Gobernación

Ejerciendo su facultad reglamentaria, el Poder Ejecutivo, a través de la Segob expi-
dió el Reglamento de la Ley (Reglamento). Diversas organizaciones de la sociedad civil 
y académicos han señalado los vicios de inconstitucionalidad de varias de sus normas, 
así como el incumplimiento de dicha Secretaría del mandato del artículo 2 de la Ley, 
que en su párrafo décimo señala: 

El Poder Ejecutivo determinará la política migratoria del país en su parte operativa, para lo 
cual deberá recoger las demandas y posicionamientos de los otros Poderes de la Unión, 
de los gobiernos de las entidades federativas y de la sociedad civil organizada, tomando 
en consideración la tradición humanitaria de México y su compromiso indeclinable con 
los derechos humanos, el desarrollo y la seguridad nacional, pública y fronteriza.

El 12 de enero de 2012, en el marco del Foro Migraciones, organizaciones de la 
sociedad civil de defensa de derechos humanos de las personas migrantes, enviaron 
un documento al Secretario de Gobernación, al Subsecretario de Población, Migración 
y Asuntos Religiosos, y al Comisionado de Desarrollo Político, manifestando su incon-
formidad con el proceso de elaboración del proyecto del Reglamento de la Ley. En su 
parte medular, el documento establece: 

Desde el proceso de elaboración de la Ley de Migración, diversas organizaciones y personas 
interesadas en el tema migratorio hemos manifestado el legítimo derecho e interés por 
participar de manera activa y propositiva en el diseño de políticas migratorias desde una 
perspectiva de derechos humanos. Lastimosamente como una práctica poco democrática 
fue aprobada una Ley con artículos violatorios a garantías fundamentales establecidas tanto 
en la Constitución Mexicana como en instrumentos internacionales de derechos humanos 
en donde México con un doble discurso ha promovido, firmado y ratificado. 
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La construcción del Reglamento de la Ley de Migración no ha tenido un proceso distinto, a la 
fecha, y a pesar de la exigencia por parte de la sociedad civil, no se ha establecido un mecanismo 
de diálogo y trabajo, por el contrario, los diversos compromisos y comunicaciones sostenidas a 
través de la Secretaría de Gobernación y en concreto con la Subsecretaria de Población, Migra-
ción y Asuntos Religiosos y con la Unidad para el Desarrollo Político, no han sido respetados y el 
proceso de elaboración de este documento ha sido un proceso con poca “transparencia” nunca 
existió una retroalimentación, análisis y discusión de temas, como los aún pendientes: la visa de 
transmigrantes, debido proceso, medidas alternativas a la detención, privación de libertad, acceso 
a la justicia a migrantes y defensores de derechos humanos, entre otros.19

Sin duda, la falta de un mecanismo de participación pública, que tuviera como fin 
construir una política migratoria respetuosa de los derechos humanos, no solo implicó 
el incumplimiento del artículo 2 de la Ley; en realidad, permitió que muchas disposi-
ciones claramente inconstitucionales fueran aprobadas. Para i(dh)eas, es especialmente 
grave lo señalado en el artículo 234 del Reglamento, pues virtualmente posibilita a la 
autoridad migratoria a privar de la libertad a una persona migrante detenida en alguna 
estación migratoria de forma indefinida, bajo determinados supuestos: 

Por lo que hace a la fracción V del artículo 111 de la Ley, la autoridad resolverá la situación 
migratoria de la persona extranjera, cuando se tenga constancia de que se haya resuelto en 
definitiva el recurso administrativo o judicial de que se trate y éstos hayan causado estado.

Por su parte, la fracción V, del artículo 111 de la Ley reza:

Artículo 111. El Instituto resolverá la situación regular de los extranjeros presentados en 
un plazo no mayor de 15 días hábiles, contados a partir de su presentación. El alojamien-
to en las estaciones migratorias únicamente podrá exceder de los 15 días hábiles a que 
se refiere el párrafo anterior cuando se actualicen cualquiera de los siguientes supuestos: 
[…] V. Que se haya interpuesto un recurso administrativo o judicial en que se reclamen 
cuestiones inherentes a su situación migratoria en territorio nacional; o se haya inter-
puesto un juicio de amparo y exista una prohibición expresa de la autoridad competente 
para que el extranjero pueda ser trasladado o para que pueda abandonar el país.

Estos artículos violan el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, así como 
los tratados de derechos humanos que contemplan el derecho al debido proceso. La 
detención provoca que las personas migrantes puedan estar detenidas incluso durante 
meses sin haber cometido delito alguno.20

1.2.2 Instituto Nacional de Migración 
El inm, como ya se dijo, es la institución que más quejas recibe ante la cndh, relacio-

nadas con violaciones a derechos humanos de las personas migrantes. Durante el 2011 se 
presentaron alrededor de mil 300.21 Para efectos de este estudio resulta importante señalar 

›››››››››››››››››

19Foro Migraciones. 
“Posicionamiento sobre 
el Reglamento a la Ley de 
Migración”. En línea:http://imprasc.
net:29572/DocumentosyPub/
Documents/2012/posicionamiento_
foro_migraciones.pdf Se accedió 
a la página el 12 de diciembre de 
2012.
20Sobre este tema ver: Guevara 
Bermúdez, José Antonio. Marco 
institucional y normativo, op. cit., p. 81 y ss.
21Según información entregada 
por la cndh a i(dh)eas, las quejas 
relacionadas con personas 
migrantes durante el 2011 fueron 
1,282; sin embargo, en su página 
de internet aparece una cifra 
ligeramente superior.
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22García Aguilar, María del Carmen 
y Tarrío García, María. “Migración 
irregular centroamericana. Las 
tensiones entre derechos humanos, 
ley y justicia.”, en Villafuerte Solís, 
Daniel y García Aguilar, María del 
Carmen. Migración en el sur de 
México y Centroamérica. Porrúa-
Unicach, México, 2008, p. 136.
23i(dh)eas: En tierra de nadie el 
laberinto de la impunidad. Violaciones 
de los derechos humanos de las 
personas migrantes en la región de 
Soconusco, México, 2010, p. 53.
24Artículo 24, fracción IV. 
25Artículo 181: “En ningún caso, 
la autoridad migratoria podrá 
obligar a la persona extranjera a 
denunciar los hechos posiblemente 
constitutivos del delito, ni se podrá 
ejercer ningún tipo de presión 
ni forzarlo a realizar cualquier 
diligencia de carácter ministerial 
o judicial. Si la persona extranjera 
decide denunciar los hechos ante 
el Agente del Ministerio Público 
se deberá garantizar su acceso 
inmediato a la administración de 
justicia, facilitando todos los medios 
con los que se cuente para tal 
fin. Lo anterior deberá quedar 
asentado en el acta circunstanciada 
que se levante con motivo de 
la comparecencia a que hace 
referencia el artículo 178 de este 
Reglamento.”
26Información con base en el 
Informe de Gestión Migratoria 
2006-2012. Balance INM, Secretaría 
de Gobernación.

el papel que, desde nuestra perspectiva, tienen los actos del inm sobre la impunidad. La 
pregunta que nos hacemos es si el instituto garantiza los derechos humanos de las perso-
nas migrantes o si, en cambio, cuando menos de forma indirecta, genera dichas violaciones. 

No hay duda de que las violaciones más graves que de forma sistemática viven las 
personas migrantes las producen particulares, pero éstas obedecen a la indiferencia, 
incapacidad o aquiescencia de las autoridades: “A un acto de ley, como las medidas de 
contención y expulsión de migrantes irregulares en tránsito, le corresponde la confi-
guración de sólidas bandas delictivas que se dedican a la movilización de personas.”22

Los delitos cometidos de forma sistemática en contra de personas migrantes en 
México se realizan con patrones reiterados que, al quedar impunes, se repiten una y otra 
vez. Por ello, consideramos que es el Estado el que en la mayoría de los casos debe ser 
señalado como responsable, como consecuencia de la incapacidad de evitar los hechos 
que vulneran de forma sistemática y con patrones bien definidos los derechos humanos. 

La Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la cidh, así 
como el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Migran-
tes, han identificado patrones de violaciones sufridas por la población migrante en México.23

La omisión de parte del Estado frente a los hechos es corresponsabilidad del inm, pues 
como señalamos, éste tiene la obligación, a través de su Centro de Evaluación y Control de 
Confianza, de  “Contribuir a identificar los factores de riesgo que repercutan o pongan en pe-
ligro el desempeño de las funciones migratorias, con el fin de garantizar la adecuada operación 
de los servicios migratorios”.24 Está obligado también a garantizar el acceso a la administración 
de justicia a las personas migrantes que decidan denunciar hechos delictivos.25

Por otra parte, gran cantidad de violaciones a derechos humanos de las personas 
migrantes son realizadas directamente por funcionarios del inm. A i(dh)eas, le preocupa 
especialmente las deportación masiva de las personas migrantes detenidas por el inm, 
así como las circunstancias en que se éstas se dan. Toda vez que no existen alternativas 
válidas a la detención, como tampoco a la deportación, la inmensa mayoría de las per-
sonas migrantes detenidas por el inm son deportadas a sus países de origen.

Aunque la Ley establece la figura de la “custodia” como alternativa a la detención de las 
personas migrantes que no posean documentos que acrediten su estancia regular en el país, 
lo cierto es que la inmensa mayoría de las personas migrantes en tránsito puestas a disposi-
ción del inm, son privadas de la libertad en las estaciones migratorias para después ser expul-
sadas a sus lugares de origen, por lo que la figura de custodia no representa una alternativa 
real. En el siguiente cuadro, se muestra la cantidad de personas migrantes que son privadas 
de la libertad, así como el número de personas que son devueltas a sus países. Ver gráfico 3.

Privados de la libertad 

en estaciones migratorias

Deportados o repatriados

2010 2011 2012 2010 2011 2012

70,102 66,583 78,739 65,802 61,802 70,014

(Gráfico 3) Fuente: Instituto Nacional de Migración.26
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27Oficio N° 0311/04999/
OIC/450/12, suscrito por el 
Órgano Interno de Control del inm, 
dependiente de la Secretaría de la 
Función Pública, en contestación 
recabada a partir de solicitud de 
información con número de folio 
0002700147012. No se especifica 
fecha del oficio en la contestación. 

Las cifras dejan clara la dimensión del  fenómeno: devoluciones masivas de personas. 
La deportación, no hay que olvidar, termina con los planes de las personas migrantes de lle-
gar a los Estados Unidos, por lo que toda persona migrante pretende evitarla, ocultándose 
de las autoridades, aumentando con ello su posición de vulnerabilidad y propensión a ser 
víctimas de delitos. Así, lejos de buscar la protección y garantía de sus derechos mediante la 
denuncia, las personas migrantes temen acercarse a los mecanismos de protección. 

El grado de vulnerabilidad aumenta por factores como la edad y el sexo, haciendo 
de las mujeres, niños y niñas migrantes los sectores que más padecen violaciones a dere-
chos humanos. A la clandestinidad y el alto grado de victimización que sufren las personas 
migrantes, debe sumarse el bajo índice de denuncias realizadas por estas por delitos 
cometidos en su contra. Con estos elementos es fácil concluir que la consecuencia es la 
impunidad, lo que provoca la perpetuación de los delitos cometidos contra ellos.

De acuerdo con el Órgano Interno de Control (oic) del inm, en 2010 se registra-
ron 156 denuncias o quejas en contra de funcionarios públicos de dicha dependencia, 
por algún tipo de responsabilidad administrativa; de estas, 115 fueron por negligencia, 
diez por maltrato, cinco por abuso de autoridad y 25 por ejercicio indebido de fun-
ciones. Del total de procedimientos administrativos iniciados, solo 47 fueron conclui-
dos, sin especificar cuántos tuvieron como resultado la imputación de responsabilidad 
administrativa a servidores públicos de dicha dependencia. En el 2011 se presentaron 
157 denuncias y quejas en contra de funcionarios públicos del inm por negligencia, 
maltrato, ejercicio indebido de funciones, abuso de autoridad, y no respeto a la relación 
laboral. Dichas denuncias y quejas continúan en investigación. Ver gráfica 4.

0 20 40 60 80 100 120

(Gráfico 4) Información recabada por i(dh)eas.27

De acuerdo con la información proporcionada por las delegaciones del inm, du-
rante 2010 fueron suspendidos dos agentes federales de migración; durante el 2011 
cinco, y 6 durante el 2012; es decir, un total de 13 agentes fueron suspendidos de su 
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28Ibid. Cabe destacar el caso de 
Tamaulipas en el cual se presentan 
2 personas suspendidas de su 
cargo en 2012, no obstante que 
se reporta que no existieron 
procedimientos ante el Órgano 
Interno de Control de 2010 a 2012.
29Respuestas mediante oficios 
varios de parte de cada delegación 
regional del inm, en contestación 
a la solicitud de acceso a la 
información con número de folio 
0411100024612 presentada ante el 
Instituto Nacional de Migración.
30Por abuso de autoridad agravado. 
Respuesta de la Delegación 
Regional en Puebla del inm, con 
fecha 17 de febrero de 2012. 
Información recabada a  partir 
de solicitud de acceso a la 
información con número de folio 
0411100070511.

cargo en 3 años, tres de los cuales por falta de presentación de declaración patrimonial, 
uno por abandono del empleo y nueve por causas no especificadas.28

Respecto de los agentes destituidos de su cargo, las delegaciones regionales del 
inm señalaron que ningún agente federal de migración fue destituido en 2010. En el 
2011, diez agentes fueron destituidos, de los cuales ocho se debió a la “terminación de 
su nombramiento” y de dos más no se especifican las causas; en 2012 fue destituido 
solo un agente federal de migración por la sentencia en su contra por el delito de 
cohecho. Así, durante el periodo comprendido entre 2010 a 2012 solo dos agentes 
federales de migración fueron destituidos por resolución del oic del inm.29 Asimismo, 
cabe destacar que solo se reportó que a un agente federal de migración sujeto a pro-
cedimiento penal.30 Otro dato importante es el número ínfimo de servidores públicos 
del inm sancionados por el OIC de 2006 a 20110. Ver gráfico 5.

Año Conducta Sanción

2005 Asegurar indebidamente a 2 personas de 
nacionalidad colombiana

Inhabilitación a dos 
servidores públi-
cos de 1 y 3 años, 
respectivamente

2006 Conductas relacionadas con el delito de 
tráfico de personas

Inhabilitación por 
un año

Separación de una persona migrante del 
resto de la población

Inhabilitación por 6 
meses

Se realizó verificación migratoria sin contar 
con oficio para ello, deteniendo a una 
persona de nacionalidad mexicana que fue 
trasladada a la estación del inm

Inhabilitación por 
30 días

Negar información a una persona de nacio-
nalidad mexicana acerca de los resultados de 
una denuncia que interpuso en contra de una 
persona de nacionalidad peruana

Inhabilitación por 6 
meses

Omitir conservar las radiografías y ultraso-
nido practicado a una persona de nacionali-
dad guatemalteca 

A m o n e s t a c i ó n 
pública

Omitir tomar las medidas de seguridad y 
vigilancia durante el traslado y expulsión de 
9 personas extranjeras de nacionalidad china

Suspensión por 15 
días

2007 Asegurar indebidamente para su expulsión 
a una persona extranjera sin realizar las 
gestiones necesarias para verificar su legal 
estancia en el país

Inhabilitación por 6 
meses

Omitir realizar la revisión de la documenta-
ción migratoria de la tripulación de naciona-
lidad norteamericana que venía a bordo de 
un buque remolcador

A m o n e s t a c i ó n 
pública a dos servi-
dores
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Poner a disposición indebidamente en la 
subdelegación del inm en el aeropuerto 
internacional de Tapachula, Chiapas, a dos 
personas de nacionalidad mexicana que 
habían acreditado su nacionalidad

A m o n e s t a c i ó n 
pública a 3 servido-
res públicos

Poner a disposición indebidamente en la 
subdelegación del inm en la caseta de Eche-
garay, Chiapas, a dos personas de naciona-
lidad mexicana que habían acreditado su 
nacionalidad

A m o n e s t a c i ó n 
pública a 4 servido-
res públicos

Asegurar a una extranjera de nacionalidad 
guatemalteca, no obstante que acreditó su 
legal estancia en territorio nacional

A m o n e s t a c i ó n 
pública

Personal de la subdelegación local del inm en 
el Aeropuerto Internacional de Tijuana, detu-
vo indebidamente a una persona extranjera 
de nacionalidad cubana y emitió el acuerdo de 
aseguramiento, no obstante que dicha persona 
contaba con la documentación migratoria 
que acreditaba su legal estancia

Suspensión por 15 
días

2008 Alojar a un extranjero en separos de la policía 
judicial, luego de haberlos habilitado para tal fin

Suspensión por 20 
días

Personal de la subdelegación local en Eche-
garay, Chiapas, aseguró indebidamente a un 
extranjero de nacionalidad guatemalteca

Suspensión por 30 
días

El encargado de la subdelegación del inm en 
el Aeropuerto Internacional de la Ciudad 
de México omitió elaborar debidamente el 
acta de rechazo de un extranjero de nacio-
nalidad venezolana 

A m o n e s t a c i ó n 
Pública

Personal adscrito a la delegación regional 
del inm en Chiapas, puso a disposición de la 
autoridad a 4 extranjeros, no obstante que 
presentaron documentación migratoria con 
la que acreditaron su legal estancia

Suspensión por 15 
días

Personal adscrito a la delegación regional 
de inm en Chiapas, omitió ordenar la prácti-
ca de certificados médicos a 4 extranjeros 
de nacionalidad hondureña que se encon-
traban asegurados en sus instalaciones 

Amonestac ión 
pública

2009 Personal de la subdelegación local del inm 
omitió fundar y motivar debidamente una 
resolución de expulsión de una extranje-
ra asegurada; asimismo, omitió ordenar el 
examen médico y dar aviso a la representa-
ción consular e inventariar sus pertenencias

A m o n e s t a c i ó n 
pública

Personal de inm en la subdelegación de San 
Luis Río Colorado, Sonora, omitió practicar 
debidamente  el procedimiento de asegura-
miento a dos extranjeros de nacionalidad 
guatemalteca y salvadoreña

A m o n e s t a c i ó n 
pública 
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31Oficio número 0311/04999/
OIC/0470/11 de fecha 9 de junio 
de 2011, suscrito por el Órgano 
Interno de Control en el inm, 
en contestación a la solicitud 
de información con N° de folio 
0002700152211.

Delegado local de inm en Acayucan, Vera-
cruz, omitió proporcionar condiciones de 
aseguramiento dignas a un extranjero

A m o n e s t a c i ó n 
pública 

2010 Extranjero asegurado en el aeropuerto de 
la Ciudad de México, no recibió alimentos 
en los horarios adecuados

A m o n e s t a c i ó n 
pública

El subdelegado local determinó indebida-
mente el aseguramiento de 4 extranjeros 
de nacionalidad guatemalteca que portaban 
documentos que acreditaban su legal estan-
cia en territorio nacional

Suspensión por 15 
días

El subdelegado local determinó indebida-
mente la expulsión de 4 extranjeros de 
nacionalidad guatemalteca que contaban 
con documentos que acreditaban su legal 
estancia en territorio nacional

Suspensión por 15 
días

Encargado de subdelegación en Ciudad 
Cuauhtémoc, omitió dar aviso a la autori-
dad consular de Honduras de la detención 
de 3 extranjeros

A m o n e s t a c i ó n 
pública

Delegado regional del inm en Coahuila, 
omitió proporcionar de forma veraz infor-
mación solicitada por la cndh

Inhabilitación por 
un año

2011 Servidores públicos adscritos a la coor-
dinación jurídica del inm, omitieron girar 
instrucciones de cumplir con los requeri-
miento determinados por la quinta visita-
duría de la cndh

Personal del inm dictó los acuerdos de 
aseguramiento, acta de apercibimiento y 
oficio de expulsión a 7 extranjeros de nacio-
nalidad brasileña, sin que estuvieran debida-
mente fundados y motivados, considerando 
que los 7 extranjeros habían presentado sus 
formas migratorias de turistas

Amonestación 
pública

Indebidamente, en la caseta de identifica-
ción migratoria “el Manguito” en Tuxtla 
Chico, Chiapas, se aseguraron a 108 extran-
jeros, no obstante que la misma tiene capa-
cidad para 85 personas.

Suspensión de 15 
días

Extranjera fue expulsada a pesar de 
contar con su documentación en regla, 
por haber caído supuestamente en 
contradicciones

Suspensión por 15 
días

(Gráfico 5) Elaboración i(dh)eas31

Estos datos, que demuestran la baja cantidad de sanciones a servidores públicos 
del inm, contrastan con el hecho de que las quejas por violaciones a derechos humanos 
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32cndh. Informe de actividades. Ibid, 
p. 12.
33i(dh)eas: En tierra de nadie el 
laberinto de la impunidad, op. cit., 
p 73. 
34Oficio PF/OCG/DGE/UE-
R/0570/2012, suscrito por la 
Dirección General de Enlace de 
la Policía Federal, como respuesta 
a la solicitud con número de folio 
0413100056512. 
35Zepeda, Guillermo. Crimen sin 
castigo, México, Fondo de Cultura 
Económica, 2004.
36cndh. Informe Especial sobre el 
Secuestro de Migrantes en México 
2011, op. cit., p. 23 y ss. 

cometidas por personal del inm durante el 2011, según la cndh,  fueron mil 301.32 Es 
también prueba de que las recomendaciones de la cndh no son cumplidas, pues la 
propia Comisión ha emitido recomendaciones que expresamente solicitan la investi-
gación de los hechos ante el oic del inm, así como la presentación de denuncias por 
delitos cometidos contra migrantes (ver Anexo 1).

1.2.3 Secretaría de Seguridad Pública

Según el artículo 81 de la Ley, el papel de la pf se limita a auxiliar al inm en las accio-
nes de “control migratorio, la revisión de documentación de personas que pretendan 
internarse o salir del país, así como la inspección de los medios de transporte utilizados 
para tales fines”. Este auxilio se presta frecuentemente para realizar operativos de con-
trol en la ruta migratoria, especialmente a los trenes en su ruta hacia el norte del país. 

Sobre esto, es importante apuntar que las personas migrantes han señalado en 
numerosas ocasiones violaciones a derechos humanos durante estos operativos.33 De 
acuerdo con el oic de la pf, en el año 2010 personas migrantes presentaron 13 quejas 
y denuncias contra funcionarios de dicha dependencia, de las cuales 10 fueron por 
abuso de autoridad y tres por extorsión; seis fueron concluidas mediante acuerdo de 
archivo por falta de elementos y siete continúan en investigación. 

Según información recabada por i(dh)eas, durante el 2011 la pf participó en 45 
ocasiones en los operativos de verificación realizados a lo largo de la ruta migra-
toria. En el 2011 se presentaron cinco denuncias y quejas en contra de servidores 
públicos de dicha dependencia en su mayoría por extorsión, de las cuales, dos fueron 
concluidos mediante acuerdo de archivo por falta de elementos y tres continúan en 
investigación.34

1.2.4 Procuraduría General de la República

La impunidad en México tiene, sin duda, grandes dimensiones: se estima que al-
rededor del 97 por ciento de los hechos delictivos no terminan en una sanción. De 
acuerdo con la organización México Evalúa, solo 22 por ciento de los delitos se re-
portan a las autoridades y únicamente en 15 por ciento de los casos se inicia una 
averiguación previa.35

La impunidad es una constante que afecta a todas las personas; sin embargo, 
hay motivos suficientes para pensar que esta es aún más grave en el ámbito de 
la migración. Esto es así porque la información con la que se cuenta indica que la 
falta de denuncias es aún mayor en los casos en los que la víctima es una persona 
migrante. Para la cndh, el desconocimiento de las leyes mexicanas, así como de las 
autoridades que pueden ayudarlos, aumenta el número de hechos delictivos que no 
son denunciados.36

Las personas migrantes que cruzan por el territorio mexicano y que han sufrido 
delitos y violaciones de derechos humanos, frecuentemente no los denuncian ante las 
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autoridades. Si lo hacen, se enfrentan ante otro problema: la falta de eficiencia e investi-
gación de los hechos delictivos por parte del mp, fenómeno muy estudiado del sistema 
de justicia mexicano. Comúnmente, el mp no investiga de forma eficaz los hechos, lo 
que imposibilita que posteriormente presente pruebas ante el juez que acrediten el 
cuerpo del delito y la probable responsabilidad. 

Los delitos cometidos contra personas migrantes son en muchas ocasio-
nes desatendidos pues, tras la denuncia, las personas migrantes continúan su 
camino hacia su destino final, que suele ser Estados Unidos de Norteamérica. 
El problema de impunidad se agrava con el hecho de que en muchas ocasiones 
son los propios servidores públicos los que comenten delitos (como extorsión, 
detenciones arbitrarias o abuso de autoridad) o se encuentran vinculados con 
el crimen organizado. En este trabajo damos cuenta de hechos en los que servi-
dores públicos de diferentes organismos públicos se encuentran vinculados con 
delincuentes.

El fenómeno de la migración en México tiene un componente peculiar que hace 
que los hechos delictivos queden impunes. Nos referimos a las propias prácticas ju-
rídicas que rigen la materia. No obstante que el derecho de acceso a la justicia está 
reconocido por el segundo párrafo del artículo 17 constitucional, muchas personas 
migrantes no pueden ejercerlo, ya sea por temor a ser detenidos por la autoridad; por 
no contar con los documentos que acreditan su estancia legal en el país, o porque se 
encuentran materialmente imposibilitados al estar detenidos en algún centro de de-
tención para extranjeros del país.

Al respecto, es importante señalar que, según el ar tículo 133 de la Ley, la 
persona migrante identificada como víctima o testigo de algún delito grave co-
metido en territorio nacional tendrá derecho a la regularización de su situación 
migratoria. En el mismo sentido, el ar tículo 136 señala que las personas migrantes 
que se encuentran detenidas en las estaciones migratorias, víctimas o testigos de 
algún delito grave, tienen derecho a que se les otorgue un oficio de salida y de 
esta forma puedan acudir a las oficinas del inm a solicitar la regularización de su 
situación migratoria.

Este derecho, reconocido ahora en la Ley, se encontraba anteriormente recogido 
en el Manual de Criterios y Trámites Migratorios del Instituto Nacional de Migración. 
Sin embargo, muchas veces este derecho no es ejercido, pues los criterios para que a 
una persona se le reconozca como víctima son impuestos por la autoridad migratoria 
(incluso, en ocasiones, ésta solicita que el mp emita una constancia donde se señale este 
hecho, misma que muchas veces niega). 

Por ello, en ocasiones las denuncias hechas por las personas migrantes que se 
encuentran detenidas en estaciones migratorias no prosperan, pues no pueden acudir 
al mp a dar seguimiento a sus denuncias. La Subprocuraduría Jurídica y de Asuntos In-
ternacionales de la PGR nos informó del número general de averiguaciones iniciadas 
por delito, así como las consignaciones (presentación ante el juez) de las averiguaciones 
previas. Ver gráficos 6 y 7. 



RE
SP

U
ES

TA
 

D
EL

 E
ST

A
D

O

115

›››››››››››››››››

37Oficio número SJAI/
DGAJ/00023/2012, op. cit. 
38Oficio N° SJAI/DGA/10132/2012, 
op. cit. No contamos con suficiente 
información para saber cuántas de 
estas consignaciones terminaron 
o terminarán en sentencias 
condenatorias, pues la información 
fue negada por la pgr.
39Oficio N° SJAI/DGAJ/00023/2012, 
op. cit.
40Oficio N° SJAI/DGA/10132/2012, 
de fecha 15 de octubre de 
2012, suscrito por la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos 
de la Subprocuraduría Jurídica 
y de Asuntos Internacionales 
de la Procuraduría General de 
la República en contestación a 
la solicitud de información N° 
0001700165212.

(Gráfico 6) Información generada por i(dh)eas37

(Gráfico 7) Información generada por i(dh)eas38

Estos números contrastan con la información de la misma pgr, relacionada con 
personas migrantes víctimas del delito, pues se nos informó que durante el 2010 y 
2011 no se iniciaron averiguaciones previas por el delito de robo u homicidio en las 
que la víctima fuera una persona migrante.39 Por su parte, la Unidad Especializada en 
Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y Contra la Administra-
ción de Justicia, nos informó que en los años 2010 y 2011, y de enero a agosto de 
2012, solo fue iniciada una averiguación previa por el delito de abuso de autoridad 
relacionada con una persona migrante, cuya acción penal no fue ejercitada.40

Asimismo, según la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres 
y Trata de Personas, en el año 2010 existió un total de 79 averiguaciones previas rela-
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41Oficio N° SJAI/DGA/00023/2012, 
de fecha 5 de enero de 2012, 
suscrito por la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos 
de la Subprocuraduría Jurídica 
y de Asuntos Internacionales 
de la Procuraduría General de 
la República en contestación a 
la solicitud de información N° 
0001700198511.
42Oficio N° OIC/17/491/2012 
del Órgano Interno de Control 
en la Procuraduría General de la 
República: No se especifica fecha en 
la contestación. 
43cndh. Informe Espacial sobre el 
Secuestro de Migrantes en México, 
op. cit., p. 26.
44Información recabada mediante 
solicitud de información con 
número de folio 0002700147012 
presentada ante la Secretaría de 
la Función Pública. No especifican 
en contestación número de oficio 
por virtud del cual el Órgano 
Interno de Control en la Secretaría 
de la Defensa Nacional pone a 
disposición la información. 

cionadas con el delito de trata de personas; en 27, las víctimas eran personas migrantes, 
y 18 del total de las averiguaciones fueron consignadas con o sin detenido. En el 2011 
existieron un total de 63 averiguaciones previas relacionadas con el delito de trata de 
personas; en 22, las víctimas eran persona migrantes, mientras que 29 del total fueron 
consignadas con o sin detenido.41 De acuerdo con el oic de la pgr, se presentó una 
denuncia por detención ilegal habiendo concluido dicho procedimiento en el 2011 por 
incompetencia.42

El dato más sorprendente es el relacionado con el secuestro de personas migran-
tes, pues de acuerdo con la pgr, durante 2010 se presentaron tan solo 13 denuncias 
de secuestro, mismo número para el 2011. Hecho que contrasta con el número exor-
bitante calculado por la cndh: 

En un periodo de seis meses, de abril a septiembre de 2010, la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos documentó un total de 214 eventos de secuestro, de los cuales, 
según el testimonio de las víctimas y testigos de hechos, resultaron 11 mil 333 víctimas.43

Esto nos muestra que solo un porcentaje bajo de los secuestros son denunciados, 
y muchos menos son los casos de secuestro que terminan en sentencia condenatoria, 
lo cual nos lleva a la conclusión de que la procuración de justicia es prácticamente nula 
cuando la víctima es una persona migrante. 

1.2.5 Secretaría de la Defensa Nacional y Secretaría de 
Marina

De acuerdo con la información proporcionada por la cndh a i(dh)eas, el número 
de quejas contra la Sedena por violaciones a derechos humanos de las personas mi-
grantes durante el 2011, tan solo en los principales estados del país que conforman la 
ruta migratoria hacia Estados Unidos, fueron 51. Este número contrasta con las escasas 
cuatro quejas y denuncias presentadas ante el oic de la misma Secretaría, relacionadas 
con personas migrantes en contra de los funcionarios.44

Las razones de dichas quejas y denuncias son: individuos armados, ofensas verbales 
y falta de respeto, realizar funciones que no le competen, y aseguramiento de migran-
tes mientras se encontraban en el interior de una unidad de transporte de pasajeros; 
de las cuatro solo dos se encuentran concluidos y no se especifica si los servidores 
públicos involucrados fueron sujetos a una sanción administrativa. Por su parte, el nú-
mero de quejas presentadas ante la cndh en contra de personal de la Secretaría de 
Marina son solo seis (ver cuadro 11). 

Llama la atención, sin embargo, que según lo señalado por la Secretaría de Marina, 
ha realizado detenciones de personas migrantes durante los últimos años, no obstante 
que es una función exclusiva del inm. Por tanto, toda detención realizada por otras 
autoridades se configura como una detención ilegal. El siguiente cuadro muestra la 
dimensión de estas detenciones: 
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45Oficio UE-219/12, Expediente VI/, 
de fecha 24 de febrero de 2012, 
suscrito por la Secretaría de Marina, 
a la solicitud de información N° 
0001300007112.
46Artículo 15: “El Presidente de 
la Comisión Nacional tendrá las 
siguientes facultades y obligaciones: 
[…] VII.- Aprobar y emitir las 
recomendaciones públicas y 
acuerdos que resulten de las 
investigaciones realizadas por los 
visitadores.”
47Artículo 46: “La recomendación 
será pública y no tendrá carácter 
imperativo para la autoridad o 
servidor público a los cuales se 
dirigirá y, en consecuencia, no podrá 
por sí misma anular, modificar o 
dejar sin efecto las resoluciones o 
actos contra los cuales se hubiese 
presentado la queja o denuncia.”

Detenciones realizadas por personal de la Secretaría de Marina

Año 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Personas 
detenidas

344 543 604 259 274 135

(Gráfico 8) Información recabada por i(dh)eas.45

2.3 Responsabilidad de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos

Como antecedente, hay que decir que la cndh tiene la obligación de proteger los 
derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, así como de conocer las “que-
jas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier 
autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que 
violen estos derechos.” Así lo establece el artículo 1, párrafo primero, segundo y tercero y 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Una de las posibles consecuencias de estas quejas es la emisión de recomendacio-
nes públicas y acuerdos que resulten de las investigaciones realizadas por los visitado-
res.46 Según el artículo 46 de la Ley de la cndh, estas recomendaciones serán públicas 
y no tendrán carácter imperativo para la autoridad o servidor público a los que se 
dirija.47 Asimismo, el artículo 174 del Reglamento Interno de la cndh establece que 
“cuando la naturaleza del caso lo requiera por su importancia o gravedad, el presidente 
de la Comisión Nacional podrá presentar a la opinión pública y a las autoridades…”. 

En este apartado realizaremos un estudio sobre el papel que ha tenido la cndh 
para generar acciones de prevención y protección de los derechos humanos de las 
personas migrantes. Resulta difícil analizar el impacto que ha tenido este organismo, 
debido a la falta de información publicada a través de su portal en internet y por los 
amplios márgenes de discrecionalidad con los que cuenta, por lo que nos limitaremos 
a analizar el cumplimiento de su mandato como órgano nacional defensor de los de-
rechos humanos de las personas migrantes. 

El 22 de febrero de 2011, la cndh hizo público el Informe Especial sobre Casos 
de Secuestro de Migrantes en México en el que advierte sobre la dimensión actual 
de esta problemática, a la vez que evalúa las acciones implementadas para su combate. 
Los estados en que se presentó el mayor número de testimonios de víctimas y testigos 
de secuestro son Veracruz, Tabasco, Tamaulipas, San Luis Potosí y Chiapas. De los 178 
testimonios recabados por la cndh, en 8.9 por ciento de los casos, testigos y/o víctimas 
refirieron la colusión de alguna autoridad en la comisión del delito de secuestro. Entre las 
autoridades más frecuentemente aludidas se encuentran distintas corporaciones de poli-
cía municipal, personal del inm e instituciones de seguridad pública estatal, así como la pf. 

No obstante lo anterior, lo cierto es que la cndh no ha logrado evitar las vio-
laciones masivas a los derechos de las personas migrantes. Por ello, enunciamos aquí 
algunas de las hipótesis que, desde nuestro punto de vista, explican la razón por la que 



118

RESPU
ESTA

 
D

EL ESTA
D

O

›››››››››››››››››

48Sobre el tema ver el Informe 
de Human Rights Watch: La 
Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Una evaluación crítica, 
Vol. 20, N° 1(B), México, 2008. 
En línea: http://www.hrw.org/
sites/default/files/reports/
mexico0208sp_1.pdf Se accedió 
a la página el 11 de diciembre de 
2012. Artículo 125.- (Causas de 
conclusión de los expedientes de 
queja) III. Por haberse dictado la 
recomendación correspondiente; 
Artículo 138.- (Seguimiento de las 
recomendaciones). “Las visitadurías 
generales que conocieron del 
asunto, a través de sus directores 
generales, directores de área 
y visitadores adjuntos, darán 
seguimiento a las recomendaciones 
y reportarán al presidente de la 
Comisión Nacional el estado de 
las mismas de acuerdo con los 
siguientes supuestos:  
I. Recomendaciones no aceptadas; 
II. Recomendaciones aceptadas, con 
pruebas de cumplimiento total;  
III. Recomendaciones aceptadas, con 
pruebas de cumplimiento parcial; 
IV. Recomendaciones aceptadas, sin 
pruebas de cumplimiento;  
V. Recomendaciones aceptadas, 
con cumplimiento insatisfactorio; 
VI. Recomendaciones aceptadas, en 
tiempo para presentar pruebas de 
cumplimiento; VII. Recomendaciones 
en tiempo de ser contestadas, y VIII. 
Recomendaciones aceptadas, cuyo 
cumplimiento reviste características 
peculiares.” De la lectura de este 
artículo, se puede concluir que no 
existe disposición para obligar al 
organismo para dar transparencia al 
seguimiento.
49Oficio número 0311/04999/
OIC/0470/11, suscrito por el 
Órgano Interno de Control en el 
INM, de fecha 9 de junio de 2011, 
en contestación a la solicitud de 
acceso a la información con N° de 
folio 0002700152211.

dicha Comisión no ha cumplido con el mandato constitucional y legal de proteger los 
derechos humanos de las personas migrantes.  

1.	 La cndh no genera información que nos permita conocer patrones de los hechos 
violatorios de derechos humanos;
2.	 Falta de impacto de los informes especiales sobre casos de secuestro de las personas 
migrantes, así como de la situación en las estaciones migratorias;  
3.	 A pesar de las denuncias de las organizaciones de la sociedad civil sobre la inconsti-
tucionalidad de diferentes artículos de la Ley y de su reglamento, la cndh no presentó 
ninguna acción de inconstitucionalidad relacionada con estas normas;
4.	 Las recomendaciones suelen ser aceptadas; sin embargo, la mayoría no son cumplidas 
en su totalidad.48

5.	 A partir de su normativa, la cndh determina como una causa de conclusión del expe-
diente la de emitir una Recomendación; sin embargo, no se cuenta con un procedimiento 
de seguimiento de su cumplimiento. Las víctimas, por tanto, desconocen, si existió algún 
tipo de consecuencia de las recomendaciones, y si el servidor público denunciado o in-
vestigado tuvo una sanción de carácter penal o administrativa.
6.	 Ante más de un millar de quejas por violaciones graves de derechos humanos de 
personas migrantes, la cndh apenas emite un promedio de 3 recomendaciones por año. 
Sin duda, el mensaje que se da con esto es el de minimización del problema. Además, sor-
prende que las quejas que comprometen violaciones graves a derechos humanos nunca 
lleguen a recomendaciones (ver Anexo 1).

Para mayor abundamiento es importante tomar en cuenta que durante el 2011, la 
cndh conoció 47 quejas relacionadas con el derecho a la vida; sin embargo, no existe 
ninguna recomendación emitida por la cndh donde se señale expresamente la vida 
como un derecho violado. Ver gráfico 9: 

(Gráfico 9) Elaboración i(dh)eas49
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50Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Caso Barrios 
Altos Vs. Perú, Sentencia de 3 de 
septiembre de 2001. (Interpretación 
de la Sentencia de Fondo.)

Con la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 se 
pretendió fortalecer y ampliar las facultades de los organismos protectores de 
derechos humanos, así como la protección que se realizará a través de la propia 
Constitución. La reforma establece: 1. La obligación de todo servidor público de 
responder a las recomendaciones y, en caso de no aceptarlas o no cumplirlas, 
fundamentar, motivar y hacer pública tal negativa; 2. La facultad de la Cámara de 
Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso, de hacer comparecer a las 
autoridades o servidores públicos para que expliquen el motivo de su negativa a 
aceptar las recomendaciones. Investigar hechos que constituyan violaciones graves 
de derechos humanos; 3. La facultad de la cndh de investigar hechos que constitu-
yan violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conveniente o 
lo pidiere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, el 
gobernador de un Estado, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas 
de las entidades federativas.

Para efectos de este estudio, es especialmente importante el último punto. Si 
bien la Constitución ni la normatividad de la cndh indican qué entiende por una 
violación grave a los derechos humanos, la jurisprudencia del sistema internacional de 
protección de los derechos humanos nos da luz sobre lo que debemos entender por 
violaciones graves a derechos humanos. Por ejemplo, el Comité de Derechos Huma-
nos de la onu ha calificado como graves, entre otros actos a: la tortura, la ejecución 
extrajudicial y la desaparición forzada.

El elemento “grave” de las violaciones lo da el carácter de inderogables de los 
derechos humanos afectados. Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos afirmó que eran graves violaciones a los derechos humanos: “actos tales como la 
tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, 
todas ellas prohibidas por contravenir derechos.”50

No obstante, de acuerdo con la información publicada en el sitio web de la cndh, 
solo existe un caso de violación grave después de publicada la reforma en derechos 
humanos: la Recomendación No. 1 VG/2012 sobre la investigación de violaciones gra-
ves a los derechos humanos relacionada con los hechos ocurridos el 12 de diciembre 
de 2011 en Chilpancingo, Guerrero, caso que trascendió la opinión pública y es conoci-
do como el caso de los maestros de “Ayotzinapa”. No se ha considerado grave ningún 
hecho relacionado con violaciones a los derechos humanos de las personas migrantes, 
cuestión que no puede más que decepcionarnos. 

No deja de resultarnos extraño que la cndh no considere grave la situación 
masiva de violaciones a derechos humanos de las personas migrantes. Sobre todo 
tomando en cuenta las cifras proporcionadas por la propia Comisión, y que da 
cuenta de los tipos de violaciones de denuncian las personas migrantes. Ver grá-
ficos 10 y 11. Hemos dividido estas por Estado en donde fueron cometidas, y 
desagregado por tipo de violación, número de quejas, así como por grupo étnico 
y sexo de la víctima.
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Tabasco

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 15
Hombres 

49
Adultos 

61Vida 5

Debido Proceso 19

Mujeres 
16

Niñas/Niños 
4

Unidad Familiar 1

Calidad de Vida 21

Chihuahua

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 2 Hombres 
7

Adultos 
10

Vida 3

Debido Proceso 1

Mujeres  
3

Niñas/Niños 
0

Unidad Familiar 1

Calidad de Vida 3

Distrito Federal

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 19
Hombres 

219
Adultos 

242
Vida 3

Debido Proceso 220

Mujeres  
41

Niñas/Niños 
18

Unidad Familiar 7

Calidad de Vida 5

Libertad 1

Baja California Norte

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 15
Hombres 

46
Adultos 

49
Vida 9

Debido Proceso 22
Mujeres 

5
Niñas/Niños 

2
Unidad Familiar 5
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Chiapas

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 95 Hombre 
233

Adultos 
324

Vida 13

Asilo 3

Debido 
Proceso

93 Mujeres 
123

Niñas/Niños 
32

Unidad Familiar 22

Calidad de Vida 126

Libertad 4

Veracruz

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 1
Hombres 

115
Adultos 

139
Vida 3

Debido Proceso 115

Mujeres 
24

Niñas/Niños 
0

Unidad Familiar 18

Calidad de Vida 2

Tamaulipas

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 26
Hombres 

35
Adultos 

39
Vida 2

Debido Proceso 7
Mujeres 

6

Niñas/Niños

2Calidad de Vida 6

Nuevo León

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Vida 1
Hombres 

4
Adultos 

4
Debido Proceso 2

Libertad 1 Mujeres 
0

Niñas/Niños 
0
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51Folio 00061311, de fecha 22 de 
septiembre 2011, suscrito por de 
la Dirección General de Quejas 
y Orientación. En contestación al 
oficio 04324. 
52Oficio número 0311/04999/
OIC/0470/11, suscrito por el 
Órgano Interno de Control del INM, 
de fecha 9 de junio de 2011, en 
contestación a la solicitud de acceso 
a la información con N° de folio 
0002700152211.

Oaxaca

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 12
Hombres  

59
Adultos 

65
Vida 9

Debido Proceso 7

Mujeres 
8

Niñas/Niños 
2

Unidad Familiar 16

Calidad de Vida 23

Estado de México

VIOLACIONES No. QUEJAS SEXO EDAD

Salud 1
Hombres 

2
Adultos 

4
Vida 2

Debido Proceso 1 Mujeres 
3

Niñas y Niños 
1

Unidad Familiar 1

(Gráfico 10) Información recabada por i(dh)eas.51

(Gráfico11) Elaboración i(dh)eas.52
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Conclusiones y recomendaciones
En la elaboración de este capítulo se hizo evidente la pobre reacción del Estado ante 
el fenómeno al que se enfrentan las personas migrantes. En primer lugar, un Poder 
Legislativo incapaz de legislar de acuerdo a una política migratoria de respeto de los 
derechos humanos, en segundo lugar, un Poder Ejecutivo que no obedece a una po-
lítica pública clara en materia migratoria, incapaz de coordinarse con las instancias 
encargadas de procurar justicia. Asimismo, una cndh que no ejerce plenamente sus 
funciones, temerosa e incapaz de frenar las violaciones masivas a derechos humanos de 
las personas migrantes. A partir de lo señalado en el presente informe, recomendamos 
al Estado mexicano lo siguiente: 

1. Congreso de la Unión.

a.	 Reformar Ley de Migración, así como su Reglamento, eliminando los elementos clara-
mente violatorios de los derechos de las personas migrantes que caracterizan negativa-
mente estos textos, en aras de garantizar el pleno respeto de sus derechos humanos y de 
los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano, y
b.	 Promover una política migratoria que haga efectivos los derechos reconocidos en la nor-
mativa estatal e internacional, y que se desarrollen con enfoque de género y diversidad étnica.

2. A la Secretaría de Gobernación, al Instituto Nacional de Migración, a las demás Insti-
tuciones federales vinculadas con la cuestión migratoria y a los gobiernos estatales y 
municipales: 

a.	 Abstenerse de desarrollar sus objetivos de política migratoria mediante acciones basa-
das en un concepto indeterminado de seguridad nacional o que criminalice a la migración 
irregular, y que limitan el ejercicio y disfrute de los derechos de las personas migrantes, 
independientemente de su estatus migratorio;
b.	 Poner en marcha y mantener estrategias preventivas dirigidas a proteger la vida y la 
seguridad de las personas migrantes en todo el país;
c.	 Promover el reconocimiento de los derechos de las personas migrantes entre los 
agentes federales, estatales y locales y la sociedad mexicana, así como una cultura del res-
peto y la lucha contra el racismo y la discriminación de las cuales son víctimas las personas 
migrantes en México;
d.	 Garantizar que el personal de estas dependencias cumpla plenamente con su obliga-
ción de proteger los derechos humanos de las personas detenidas;
e.	 Limitar la discrecionalidad en la actuación del personal de estas dependencias, garan-
tizar el respeto por parte de los agentes del principio de no discriminación consagrado 
en instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por México, y definir y 
aplicar sanciones adecuadas para asegurar la no repetición;
f.	 Investigar y castigar a los agentes, oficiales y funcionarios de las instituciones mencio-
nadas que incumplan este mandato;
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g.	 Reconocer y apoyar el trabajo que desarrollan las y los defensores de los derechos 
de las personas migrantes en México, garantizando una investigación efectiva de las 
amenazas contra las y los defensores y una acción rápida para proteger a aquellos que 
se encuentren en peligro;
h.	 Brindar apoyo y reconocer legitimidad a la acción de las organizaciones de la sociedad 
civil, permitiéndoles desarrollar actividades dirigidas a la protección, monitoreo y garantía 
de los derechos humanos de las personas migrantes y sus familias; 
i.	 Generar mecanismos efectivos y reales de respuesta a las recomendaciones de orga-
nismos internacionales y de las organizaciones de la sociedad civil a fin de cumplir con la 
obligación de respetar, proteger y hacer realidad los derechos humanos de las personas 
migrantes.

3. Al Poder Judicial federal y a los poderes federales locales:
a.	 Sancionar a los agentes estatales que cometan abusos o violen los derechos humanos 
de las personas migrantes, buscando la no repetición de hechos que atenten contra sus 
derechos;
b.	 Garantizar la reparación del daño a personas migrantes víctimas de abusos y violacio-
nes de los derechos humanos;
c.	 Sensibilizar y capacitar a los jueces sobre la realidad y derechos de las personas mi-
grantes, para que desarrollen su labor en pleno respeto a los derechos humanos.

4. A la Procuraduría General de la República:

a.	 Fortalecer las investigaciones de delitos cometidos contra personas migrantes, toman-
do en cuenta las circunstancias especiales en las que se encuentra la víctima;
b.	 Realizar estudios que permitan determinar los patrones sistemáticos existentes en los 
delitos cometidos contra personas migrantes en tránsito, así como los posibles vínculos 
existentes entre los miembros de la delincuencia organizada y servidores públicos, y
c.	 Contar con bases de datos que les permitan desagregar los delitos de acuerdo a las 
características de la víctima, para conocer si ésta es una persona migrante, así como si 
pertenece a grupos en situación de vulnerabilidad; 

A los gobiernos de otros países:

a.	 Garantizar el derecho a no migrar, estableciendo condiciones sociales, económicas y 
políticas justas que permitan a sus nacionales desarrollarse en sus lugares de origen, si esa 
es su opción;
b.	 Tomar todas las medidas necesarias para ofrecer a sus nacionales la asistencia y pro-
tección consular que requieran. Se hace un llamado especial a los países centroamerica-
nos y a Ecuador, en razón del volumen del flujo migratorio de sus nacionales por México;
c.	 Recolectar, compilar y difundir a través de sus consulados en México, datos e informa-
ción confiable sobre las abusos y violaciones de los derechos humanos sufridos por las 
personas migrantes en territorio mexicano;
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d.	 En caso de que cuenten con representaciones consulares o diplomáticas en Méxi-
co, llevar a cabo todas las gestiones necesarias para expedir documentos de identidad 
y viaje a sus nacionales de manera expedita, en particular cuando se encuentran en 
privación de libertad.

Respuestas mediante oficios varios de parte de cada delegación regional del 
inm, en contestación a la solicitud de acceso a la información con número de folio 
0411100024612 presentada ante el Instituto Nacional de Migración.
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